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Desde las primeras civilización se presentan múltiples conceptos en torno a la 
eutanasia, a fin de contextualizar la investigación se inicia el estudio desde tres 
perspectivas conceptuales, los actos tendientes a reducir el sufrimiento, la ideología del 
exterminio de los vulnerables y las consideraciones biopolíticas mundiales y 
nacionales.  
 
El derecho comparado ilustra el desarrollo jurídico y social que ha tenido la 
eutanasia, la Corte ha acogido el modelo de Holanda y Bélgica. Iniciando en Holanda 
con el caso de la Doctora Truss Postma, el caso Chabot, el caso Prins/Kadijk, y el caso 
Schat, así mismo, los informes de la práctica de eutanasia, el procedimiento de 
notificación, la Ley de la terminación de la vida y el suicidio asistido, el acceso al 
procedimiento de menores de edad entre los 12 y 17 años, basado en la capacidad 
mental y el Protocolo Groningen para recién nacidos.  
 
En Bélgica, se inició en 1997 con la conceptualización de eutanasia como un acto 
realizado por una persona que pone fin a la vida de otra de manera intencionada a 
petición de esta última, del Comité Asesor de Bioética Belga. Posteriormente, el cambio 
de gobierno y el estudio de los certificados de defunción. La expedición de la Ley de 
 3 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
CARACTERÍSTICAS: 
 
 
PÁGINAS: ___117__  PLANOS: _____   ILUSTRACIONES: _____   CD-ROM: __1___ 
 
ANEXOS:  __3___ 
 
En Bélgica, se inició en 1997 con la conceptualización de eutanasia como un acto 
realizado por una persona que pone fin a la vida de otra de manera intencionada a 
petición de esta última, del Comité Asesor de Bioética Belga. Posteriormente, el cambio 
de gobierno y el estudio de los certificados de defunción. La expedición de la Ley de 
Eutanasia, la Ley de Cuidados Paliativos y la Ley de Derechos de los Pacientes, el 
proceso de notificación, y el control ex post de la Comisión Federal de Control y 
Evaluación. Además, la exclusión de la restricción de edad, basado en la capacidad del 
menor de edad.  
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RESUMEN EJECUTIVO 
MARIA FERNANDA VILLAMIZAR TORRADO & INGRID MILENA PAIPA 
ZABALA, en calidad de estudiantes de la Universidad Libre de Colombia - Seccional Cúcuta, 
presentamos ante Ustedes nuestro trabajo de grado como requisito parcial para optar el título de 
abogado, titulado “LA DIGNIDAD HUMANA COMO FUNDAMENTO DE LA 
DESCRIMINALIZACION DEL HOMICIDIO POR PIEDAD CONSENTIDO EN 
PACIENTES CON DOLORES PSIQUICOS INSOPORTABLES E INCURABLES EN 
COLOMBIA”. El objetivo metodológico de este proyecto de investigación, es determinar los 
fundamentos jurídico-constitucionales que justifican la descriminalización del homicidio por 
piedad consentido en pacientes con dolores psíquicos insoportables e incurables en Colombia. 
Se trata de una investigación socio jurídico, documental y descriptivo, con enfoque cualitativo. 
La población y la muestra de la investigación objeto de estudio por el carácter documental está 
basado principalmente en los referentes teóricos, normatividad, jurisprudencia, y entrevistas a 
expertos para lograr un análisis interdisciplinar. Entre los objetivos específicos se encuentran: 
1. Analizar los argumentos que se han tenido en el derecho comparado para la 
descriminalización de la eutanasia, 2. Determinar las reglas jurisprudenciales aplicables a la 
descriminalización del homicidio por piedad consentido en pacientes con dolores psíquicos 
insoportables e incurables en Colombia, y 3. Proponer argumentos para la fundamentación 
jurídico-constitucional de la descriminalización del homicidio por piedad consentido en 
pacientes con dolores psíquicos insoportables e incurables en Colombia. A través del desarrollo 
del proyecto en un primer momento se delimita el concepto de eutanasia, los actos tendientes a 
reducir el sufrimiento, la ideología del exterminio de los vulnerables, las consideraciones 
biopolíticas mundiales y nacionales, y el derecho comparado; luego se aborda la Constitución 
de 1886 y 1991 y la Jurisprudencia en torno a la dignidad humana en Colombia, además, el 
Derecho Penal frente al homicidio por piedad y sus elementos estructurales; después se 
referencia la armonización del Derecho Internacional de Derechos Humanos y los Derechos 
Fundamentales en el Derecho Nacional, el desarrollo jurisprudencial del derecho a morir 
dignamente, la descriminalización del homicidio por piedad consentido en Colombia, el 
cumplimiento de la Sentencia T-970 de 2014, la Ley 1733 de 2014, la Resolución 1216 de 2015, 
el protocolo médico, el derecho comparado con Holanda y Bélgica, la Resolución 4006 de 2016 
y las Sentencias T-423, T-544 y T-322 de 2017; así mismo, la Sentencia T-721 de 2017, a partir 
de la cual, se desarrollan las perspectivas interdisciplinares del derecho a morir dignamente con 
la estructura de un grupo de expertos; por último, se exponen los procedimientos privados del 
Doctor Gustavo Quintana, y cuatro casos paradigmáticos de eutanasia en Colombia, el caso 
Julia definido en la Sentencia T-970 de 2014, el caso del Doctor Tito Livio Caldas, el caso de 
Ovidio González, y el caso de Consuelo Córdoba. De este análisis, se concluye que la protección 
del principio, valor y fin del Estado de la dignidad humana, requiere la diligencia del Congreso para 
reglamentar el derecho fundamental a morir dignamente, de acuerdo a los principios constitucionales y 
elementales consideraciones de humanidad, garantizar los derechos de los pacientes con dolencias 
psíquicas insoportables e incurables, y las demás categorías de pacientes, blindar el procedimiento de 
notificación en los casos de eutanasia, y reglamentar la Ley 1374/2010 que crea el Consejo Nacional de 
Bioética.  
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INTRODUCCIÓN 
 
Desde las primeras civilización se presentan múltiples conceptos en torno a la eutanasia, a fin 
de contextualizar la investigación se inicia el estudio desde tres perspectivas conceptuales, los 
actos tendientes a reducir el sufrimiento, la ideología del exterminio de los vulnerables y las 
consideraciones biopolíticas mundiales y nacionales.  
 
El derecho comparado ilustra el desarrollo jurídico y social que ha tenido la eutanasia, la 
Corte ha acogido el modelo de Holanda y Bélgica. Iniciando en Holanda con el caso de la 
Doctora Truss Postma, el caso Chabot, el caso Prins/Kadijk, y el caso Schat, así mismo, los 
informes de la práctica de eutanasia, el procedimiento de notificación, la Ley de la terminación 
de la vida y el suicidio asistido, el acceso al procedimiento de menores de edad entre los 12 y 
17 años, basado en la capacidad mental y el Protocolo Groningen para recién nacidos.  
 
En Bélgica, se inició en 1997 con la conceptualización de eutanasia como un acto 
realizado por una persona que pone fin a la vida de otra de manera intencionada a petición de 
esta última, del Comité Asesor de Bioética Belga. Posteriormente, el cambio de gobierno y el 
estudio de los certificados de defunción. La expedición de la Ley de Eutanasia, la Ley de 
Cuidados Paliativos y la Ley de Derechos de los Pacientes, el proceso de notificación, y el 
control ex post de la Comisión Federal de Control y Evaluación. Además, la exclusión de la 
restricción de edad, basado en la capacidad del menor de edad.  
 
Colombia tuvo sus inicios en la democracia moderna con la Constitución de 1886, dando 
tratamientos nacionalistas a los derechos individuales; posteriormente, la Asamblea Nacional 
Constituyente de 1991, introdujo el Estado Social de Derecho, adopto el Derecho Penal de acto 
y confirió la competencia de velar por la integridad y la supremacía de la Constitución a la Corte 
Constitucional, entre otros aspectos.  
 
La Jurisprudencia en torno a la dignidad ha tenido tres momentos, 1992-1994, se establece 
el concepto, 1995-2008, se delimita el alcance y peso de la dignidad, explicado, vivir como 
quiera, vivir bien y vivir sin humillaciones, y del año 2009 a la actualidad, se define como un 
principio subjetivo justificado en la autonomía, la esfera personal e individual que limita la 
acción del Estado.  
 
La dignidad humana y la autonomía individual componen el derecho a morir dignamente, 
desarrollado jurisprudencialmente en las sentencias, T-493 de 1993 libertad general, C-239 de 
1997 derecho fundamental, T-970 de 2014 derecho fundamental, complejo y autónomo 
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La Sentencia C-239 de 1997, enfrento el derecho a la vida y el derecho a la libertad; se 
solicitó el análisis constitucional del artículo 326 del código penal de 1980. La Corte 
Constitucional introdujo la eutanasia al mundo jurídico colombiano, por medio de la figura del 
homicidio por piedad consentido, apoyándose en las condiciones objetivas del sujeto activo 
(médico), y el consentimiento libre, reiterado y debidamente informado por parte del profesional 
de la salud, de allí surgió todo el desarrollo legal del tema. El argumento giro en torno al 
surgimiento de una causal de exoneración de responsabilidad penal, por el ingrediente subjetivo 
de piedad, entendido por esta Corporación como un acto altruista, al poner fin a intensos 
sufrimientos.  
 
En 2014, la sentencia T-970, ordeno al Ministerio de Salud y Protección Social el diseño 
de la directriz para los prestadores del servicio de salud, la conformación del comité 
interdisciplinario garantizando la segunda opinión médica, y el protocolo en la aplicación del 
procedimiento de eutanasia en Colombia, el mandato se protocolizó en la Resolución 1216 de 
2015. A su vez, tuvo génesis la Ley 1733 de 2014 que trazo las bases teóricas, la 
conceptualización de enfermo en fase terminal, enfermedad crónica, degenerativa e irreversible 
de alto impacto en la calidad de vida, cuidados paliativos, entre otros.  
 
Posteriormente, el Ministerio de Salud por medio de la Resolución 4006 de 2016, estableció 
un comité para analizar los casos ex post. 
 
En cuanto al consentimiento, es regulado por la Ley 23 de 1981, Ley de ética médica, en 
ella, se señala expresamente el requerimiento del consentimiento para aplicar procedimientos 
experimentales, tratamientos médicos/quirúrgicos, procedimientos diagnósticos invasivos o no, 
y en general, cualquier procedimiento que el medico considere necesario, además, la Resolución 
13437 de 1991 que constituye los comités de ética hospitalarios, la voluntad anticipada 
reglamentada en la Resolución 00001051 de 2016, y el consentimiento sustitutivo, mencionado 
en la Sentencia T-970 de 2014 y condicionado por la Resolución 1216 de 2015.  
 
Durante el año 2017, la Corte Constitucional ha desarrollado el derecho a morir 
dignamente, en cuatro sentencias trascendentes, la sentencia T-423 de 2017, ordeno al 
Ministerio de Salud concertar las medidas para la aplicación de la Resolución 1216, el informe 
de las solicitudes, la carta de derechos y deberes para acceder al derecho a morir dignamente, y 
a la Superintendencia nacional de Salud, establecer las medidas de control y amparo del derecho 
a morir dignamente, así como el personal e infraestructura.  
 
En la sentencia T-544 de 2017 la Corte se pronuncio acerca de la aplicación del 
procedimiento eutanásico en menores de edad, cimentando sus argumentos en los derechos de 
igualdad y no discriminación, la defensa del interés superior, la efectividad y prioridad absoluta, 
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y la participación solidaria de los niños, niñas y adolescentes, de acuerdo con la reglamentación 
vigente del Código de infancia y adolescencia 
 
La Sentencia T-322 de 2017, dispone la salvaguarda de los adultos mayores en la etapa 
final de su vida, además, se establece la responsabilidad al juez de conocer la realidad social del 
paciente, para distinguir entre una situación dramática pero superable, de una situación de 
sufrimientos que comprometen la dignidad.  
 
La sentencia T-721 de 2017, establece lo multidimensional del derecho a morir dignamente, 
desde una perspectiva secular y pluralista, fundamentada en la libertad y la autonomía.  
 
El trabajo contiene cuatro capítulos, a través de los cuales se da desarrollo al mismo, así: 
En el primer capítulo se delimita el tema y problema de investigación, importancia del estudio 
y los objetivos específicos  
 
En el segundo capítulo se presentan los antecedentes, bases teóricas, bases legales y el 
sistema teórico que soportan el presente proyecto, abordada desde la Constitución de 1886 y 
1991 y la Jurisprudencia en torno a la dignidad humana en Colombia, además, el Derecho Penal 
frente al homicidio por piedad y los elementos estructurales de la eutanasia, los actos tendientes 
a reducir el sufrimiento, la ideología del exterminio de los vulnerables, las consideraciones 
biopolíticas mundiales y nacionales, y del derecho comparado. 
 
En el tercer capítulo, se presenta el diseño metodológico del proyecto, estableciendo que 
se trata de una investigación jurídica, documental y descriptiva, con enfoque cualitativo. La 
población y la muestra de la investigación objeto de estudio por el carácter documental está 
basado principalmente en los referentes teóricos, normatividad, y jurisprudencia, para lo cual se 
administrarán entre otros instrumentos de recolección de información las guías de análisis 
documental, guías de análisis normativo y jurisprudencial y para realizar el cruce hermenéutico 
de la información se complementará con la entrevista a expertos en el tema.  
 
En el cuarto capítulo, se referencia la armonización del Derecho Internacional de 
Derechos Humanos y los Derechos Fundamentales en el Derecho Nacional, el desarrollo 
jurisprudencial del derecho a morir dignamente, la descriminalización del homicidio por piedad 
consentido en Colombia, el cumplimiento de la Sentencia T 970 de 2014, la Ley 1733 de 2014, 
la Resolución 1216 de 2015, el protocolo médico, el derecho comparado con Holanda y Bélgica, 
la Resolución 4006 de 2016 y las Sentencias T-423, T-544 y T-322 de 2017. Así mismo, la 
Sentencia T-721 de 2017, a partir de la cual, se desarrollan las perspectivas interdisciplinares 
del derecho a morir dignamente con la estructura de un grupo de expertos. Se exponen los 
procedimientos privados del Doctor Gustavo Quintana, y cuatro casos paradigmáticos de 
eutanasia en Colombia, el caso Julia definido en la Sentencia T-970 de 2014, el caso del Doctor 
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Tito Livio Caldas, el caso de Ovidio González, y el caso de Consuelo Córdoba. Por último, se 
presentan las conclusiones y recomendaciones. 
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IDENTIFICACIÓN DEL PROYECTO 
 
Título 
 
La dignidad humana como fundamento de la descriminalización del homicidio por piedad 
consentido en pacientes con dolores psíquicos insoportables e incurables en Colombia. 
 
 
Planteamiento del Problema 
 
En Colombia, el derecho a la vida debe ser asegurado por la Nación (Constitución Política, 
1991), y es de carácter fundamental. Así pues, el núcleo de este derecho es la dignidad humana 
y respecto a este núcleo, la Corte Constitucional Colombiana ha conceptuado que “La dignidad 
humana […] es en verdad principio fundante del Estado […] Más que derecho en sí mismo, la 
dignidad es el presupuesto esencial de la consagración y efectividad del entero sistema de 
derechos y garantías contemplado en la Constitución” (Sentencia T-401, 1992) sin embargo, se 
encuentra en la legislación colombiana excepciones tales como el estado de necesidad, la 
legitima defensa y el homicidio por piedad. 
 
El homicidio por piedad en Colombia, se encuentra tipificado en el ordenamiento jurídico 
penal bajo unas condiciones especiales, por medio de las cuales, se atenúa la pena del homicidio. 
Además, vía jurisprudencial, a través de la Corte Constitucional se establecen otras condiciones 
adicionales contenidas en la Sentencia C-239-1997 en la que se exime de responsabilidad al 
médico, al entenderse como una causal de justificación, es decir, ausencia de responsabilidad.  
 
Posteriormente, la Sentencia T-970/2014 generó el mandato al Ministerio de Salud para 
emitir una directriz y la disposición de todo lo necesario para que los Hospitales, Clínicas, IPS, 
EPS y, en general, prestadores del servicio de salud, conformen el comité interdisciplinario del 
que trata esta sentencia y cumplan con las obligaciones emitidas en esta decisión. De igual 
manera, se ordenó al Ministerio la elaboración del protocolo médico para la aplicación del 
procedimiento de eutanasia en Colombia.  
  
Como efecto, se establecieron las regulaciones en las que el paciente debe ser portador de 
una enfermedad diagnosticada de manera precisa por un médico experto, que demuestre un 
carácter progresivo (se prolongue en el tiempo) e irreversible (sin cura), con pronóstico fatal 
próximo o relativamente breve, y que no haya tratamiento efectivo para mejorar el pronóstico; 
excluyendo de regulación a una grande categoría de pacientes.  
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La investigación se funda en la noción jurisprudencial de dignidad humana  
 
Vinculada con tres ámbitos exclusivos de la persona natural: la autonomía individual, 
materializada en la posibilidad de elegir un proyecto de vida y de determinarse según esa 
elección, condiciones de vida cualificadas, referidas a las circunstancias materiales 
necesarias para desarrollar el proyecto de vida y la intangibilidad del cuerpo y del espíritu, 
entendida como integridad física y espiritual, presupuesto para la realización del proyecto 
de vida. (Sentencia T-881, 2002) 
 
En este sentido, ¿podría un dolor físico, afectar en mayor proporción la dignidad humana 
frente a un dolor psíquico?, o, si no es así, ¿cuál sería la justificación para dejar a un lado las 
afectaciones dolorosas de forma psíquica?,  
 
La Asociación Internacional para el Estudio del Dolor (IASP)  
 
Reconoce que el dolor es siempre subjetivo y que la incapacidad para comunicar 
verbalmente esta vivencia, relacionada con los usos tempranos del lenguaje y los símbolos 
del dolor en las experiencias previas, no niega que el sujeto la esté sufriendo y que requiera 
de un tratamiento que lo releve de su malestar” (Rojas Malpica, C., Esser Díaz, J., Rojas 
Esser, M., 2004, p 70-81)  
 
En el año 2001 la IASP propuso que se agregara, a la definición, “no se excluyen los 
limitados mentales o por alteración de la conciencia, ni lo ancianos, sordomudos y niños”. 
(Hernández Castro, J., Moreno Benavides, C., 2006)  
 
De este modo, el dolor, se entiende como subjetivo, sensible y emotivo, una alerta ante el 
mal funcionamiento y un derecho, el alivio del dolor. Los pacientes requieren un tratamiento 
humanizado, una relación persona a persona. En consonancia con la ética médica, se deben tener 
en cuenta los síntomas físicos, psicológicos, y el contexto del paciente, teniendo como sustento 
la información integral de la situación y la transparencia en los procedimientos.  
 
Esta referencia científica, puede fundamentar razonablemente una duda para la 
fundamentación del homicidio por piedad consentido por dolores psíquicos insoportables e 
incurables como causal de justificación penal en Colombia, basado en la autonomía individual 
del paciente, la dignidad humana y el respeto al derecho a la muerte digna.   
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Formulación Del Problema 
 
¿Cuáles son los fundamentos jurídico-constitucionales que justificarían la descriminalización 
del homicidio por piedad consentido en pacientes con dolores psíquicos insoportables e 
incurables en Colombia? 
 
 
Sistematización Del Problema 
 
¿Cuáles son los argumentos que se han tenido en el derecho comparado para la 
descriminalización de la eutanasia?   
 
¿Cuáles son las reglas jurisprudenciales aplicables a la descriminalización del homicidio 
por piedad consentido en pacientes con dolores psíquicos insoportables e incurables en 
Colombia?   
 
¿Cuáles serían los argumentos que permitirían la fundamentación jurídico-constitucional 
de la descriminalización del homicidio por piedad consentido en pacientes con dolores psíquicos 
insoportables e incurables en Colombia? 
 
 
Justificación 
 
El presente proyecto de investigación representa una innovación en cuanto a la extensión con 
la que se ha abordado el tema, se pretende ampliar el panorama, no solo para el análisis de la 
implementación del homicidio por piedad como causal de justificación médica para pacientes 
con dolores físicos, sino se incluye las dolencias psíquicas insoportables e incurables, a fin de 
garantizar el derecho a la dignidad humana y a morir dignamente, como principio fundante del 
Estado Colombiano.  
 
Cabe resaltar, que es de suma pertinencia e importancia el planteamiento de este 
desenlace jurídico, puesto que existe una necesidad latente e inextinguible de proteger los 
derechos de los ciudadanos, y por ende, el respeto a su consentimiento libre, y espontáneo de 
poner fin a intensos sufrimientos.  
 
El contexto Colombiano, ha mostrado poca diligencia frente al tema, desde 1997 no se 
hacía referencia a él, en 2014, la sentencia T-970, adecuó el primer peldaño para estructurar el 
procedimiento eutanásico en Colombia, por dolores físicos, pero, durante el curso del proceso 
la paciente murió; este daño consumado, marco un precedente para comprender la necesidad 
jurídica y social que se tiene frente al tema, es por ello, que como aporte a la fundamentación 
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viable de garantizar de manera integral la dignidad humana y el derecho a morir dignamente, 
de pacientes con dolores insoportables e incurables, se planteara un análisis  interdisciplinar, a 
fin de lograr una visión amplia, informada, y sustentada de la eutanasia.  
 
 
Objetivos 
 
 
Objetivo General 
 
Establecer los fundamentos jurídico-constitucionales que justifiquen la descriminalización del 
homicidio por piedad consentido en pacientes con dolores psíquicos insoportables e 
incurables en Colombia 
 
 
Objetivos Específicos 
 
Analizar los argumentos que se han tenido en el derecho comparado para la descriminalización 
de la eutanasia 
 
Determinar las reglas jurisprudenciales aplicables a la descriminalización del homicidio 
por piedad consentido en pacientes con dolores psíquicos insoportables e incurables en 
Colombia 
 
Proponer argumentos para la fundamentación jurídico-constitucional de la 
descriminalización del homicidio por piedad consentido en pacientes con dolores psíquicos 
insoportables e incurables en Colombia 
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MARCO DE REFERENCIA 
 
 
Antecedentes 
 
Precepción del profesional y estudiante de enfermería acerca de la práctica de la eutanasia activa 
y pasiva, septiembre a diciembre del 2006, (2008). Es la tesis presentada por Alan Guzmán 
fuentes en la Universidad Austral de Chile, Facultad de Medicina, escuela de enfermería 
Valdivia. Es importante citar esta tesis porque en ella se hace un análisis desde la visión de la 
salud transversalizada con la norma jurídica respecto a casos de la eutanasia en Chile, esta 
permite que el paciente con diagnostico terminal decida seguir con un nuevo tratamiento para 
su enfermedad o simplemente abandonar este, en este caso, la legislación contempla la eutanasia 
pasiva, el paciente decide si quiere practicarla; por otra parte, la legislación prohíbe la eutanasia 
activa, realizado por medico con el propósito de acelerar el proceso de muerte del paciente.  
 
Eutanasia como manifestación del derecho a la libre disposición en el Ordenamiento 
jurídico Colombiano: ¿vivir o morir con dignidad? , (2008), Proyecto de grado elaborado por 
Angélica Luyceth Marciales Lasprilla de la Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales 
de la Universidad Libre Seccional Cúcuta. Por la connotación del trabajo, se trata de un estudio 
monográfico de tipo socio-jurídico y descriptivo. En este caso, la autora presenta un estudio 
incorporado de postulados normativos, los cuales regulan la práctica de la eutanasia en 
Colombia y el mundo, se encuentran estructurados en cuatro principales capítulos, concepto de 
eutanasia, historia y formas de practicarla, decisiones de la Corte constitucional respecto a la 
reglamentación del homicidio por piedad, y la eutanasia en Colombia.   
 
La Eutanasia: Derecho a vivir y morir con dignidad, (2009). Trabajo de grado elaborado 
por Irelva Canosa Suarez, de la facultad de Derecho, ciencias políticas y sociales de la 
universidad Libre de Bogotá.  Dada a la investigación realizada sobre la eutanasia se estableció 
que este tema no es algo nuevo en cuanto a los avances de la medicina, es entonces donde se 
enfrenta a ideologías, juristas, científicos, sociedad en general etc., los cuales plantean diversas 
formas de morir dignamente por elección. Se examina a  la eutanasia como un problema moral, 
ético, social y legal, y se muestran diferentes perceptivas, e innovaciones en relación al tema.     
 
Proyecto de la legalización de la eutanasia, por la protección al derecho a la vida digna, 
en la Legislación Ecuatoriana (2011). Tesis presentada por Adriana Raquel Guairacaja Cárdenas 
en la Universidad Técnica de Cotopaxi Latacunga –Ecuador. Esta tesis propone la legalización 
de la eutanasia para aquellas personas que sufren dolores crueles, sufrimiento por alguna 
enfermedad o lesiones incurables, busca evitar el sufrimiento, y la agonía sin cura. Analiza el  
avance de la eutanasia en el contexto mundial, así como la tolerancia de la sociedad en relación 
al acceso a una muerte digna.  
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La Eutanasia en Colombia: ¿realidad o ficción? Una introducción a su estudio, (2013). 
Trabajo de grado elaborado por Laura Paola Cruz Sánchez, Cindy Viviana Estupiñan Ortegón, 
Julio Cesar Fonseca Pérez y Jenny Katherine Rodríguez Moreno. De la Facultad de Derecho, 
ciencia Política y social de la Universidad Libre Bogotá, se analiza el debate jurídico que se ha 
generado en torno a la despenalización que por vía jurisprudencial se dio al tema de la eutanasia. 
En la sentencia C-239 de 1997, en donde la Corte Constitucional exhorto al Congreso de la 
Republica para que se encargara de regular ese tema. Por otra parte se realiza un análisis dentro 
del contexto internacional, en cuanto a la regulación de la eutanasia en países como Holanda, 
Bélgica, Estados Unidos (Washington, Oregón y Vermont), entre otros, y a la práctica de la 
eutanasia pasiva en diferentes territorios.  
  
 
Bases Teóricas 
 
 
La eutanasia 
 
El termino eutanasia a través de los siglos ha modificado su significado etimológico de muerte 
dulce o muerte sin sufrimiento físico, se ha convertido en un acto controversial en relación con 
la dignidad humana y los derechos del ser humano. En sentido general se refiere al hecho de 
provocar la muerte acelerada y sin dolores a un paciente a petición del paciente.  
 
Es fundamental señalar que desde el derecho no se trata del acto de matar, y por ende no 
se sigue la tipificación penal del homicidio, propiamente dicho. Por lo tanto, se centra en la 
legitimidad de disponer de la vida de una persona con dolencias insoportables y sin 
posibilidades de mejora, con una justificación altruista.  
 
Las controversias que se suscitan en cuanto a este tema no son recientes, basta con 
examinar el juramento Hipocrático, esta tradición medica del año 500 A.C. se contrapone al 
desenlace de los derechos humanos.  
 
Para ilustrar mejor la importancia, relevancia y pertinencia del análisis de la eutanasia, no 
solo en pacientes con dolencias físicas, sino la cobertura de los dolores psíquicos, se narrara un 
caso español de gran envergadura y popularidad, el director de cine y guionista,  Alejandro 
Fernando Amenábar Cantos, en 2004 llevó al cine esta historia con la película Mar Adentro. 
 
Ramón Sampedro Cameán, inició la petición judicial para que la persona que lo auxiliara 
en su deseo de morir no incurriese en delito; tras sufrir un accidente en agosto de 1968, con 
diagnóstico médico irreversible, tetraplejia postraumática con sección medular que hace 
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referencia a la parálisis de las cuatro extremidades, según la Real Academia Española, así pues, 
su inmovilidad fue total.  
 
Tras tres décadas inmóvil, su mente fue entrelazando las ideas y creencias que a través de 
su vida el contexto en el que se desarrollaba le permitió adquirir, y de este modo recurrió en 
primera medida al sistema judicial.  
 
En principio con una demanda ante el Juzgado No. 5 de Barcelona, posteriormente se 
desestimó su recurso a la Audiencia Provincial de Barcelona, además se inadmitió su recurso 
ante el Tribunal Constitucional y de igual manera ante el Tribunal de Estrasburgo, y por último, 
el 27 de noviembre de 1996 la Audiencia de A Coruña estableció en definitiva que Sampedro 
no tenía derecho a solicitar tal ayuda.  
 
La Ley Española no permitió la determinación de Sampedro de no vivir en condiciones 
que están en contravía con su proyecto de vida, recorrer el mundo siendo marinero, esto, generó 
consecuencias postraumáticas; él no sentía dolor físico, pues las manifestaciones no eran 
tangibles, pues debido a su enfermedad la movilidad y percepción sensorial se limitaba solo 
al cuello y a la cabeza, su condición médica era irremediable, y el sufrimiento que padecía 
era de índole psíquico. 
 
El dolor psíquico afectó de manera significativa a Sampedro quien luego de agotar la vía 
legal, adoptó una decisión fuera de los parámetros legales, acudió a once de sus amigos, 
encomendó un quehacer diferente a cada uno, sin el conocimiento del enlace en las tareas, 
justificado en su  incapacidad física total; esta táctica buscó que quienes le colaboraron en este 
propósito, no fuesen juzgados por la ejecución y cooperación necesaria al suicidio, que disponía 
en la reglamentación española de 6 meses a 6 años de prisión.  
 
El 12 de enero de 1998 luego de la reitera petición judicial para el reconocimiento de la 
eutanasia, murió con la ayuda de una solución letal de cianuro potásico, suministrada por sus 
amigos.  
 
Por otra parte, en el recuento histórico-jurídico del concepto de dignidad humana, es 
imperioso iniciar enunciando que el mismo pertenece a la memoria reciente de la humanidad, y 
su génesis se encuentra en la Revolución Francesa, pues de allí resulta la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos, en la cual el pueblo conoce que no está sometido de manera absoluta 
a la potestad del Gobierno, sino que existen garantías básicas y fundamentales que este está 
obligado a respetar. Pasando por la Revolución Industrial, en la que la automatización de los 
procesos acarreó grandes cambios sociales para la humanidad, y con posterioridad la Primera y 
Segunda Guerra Mundial.  
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En concreto, las devastaciones que engendró el nacional socialismo, encauzó a las 
naciones para instituir entes jurídicos supranacionales, como la ONU, la OEA, UNESCO, entre 
otros, e incluir la noción de dignidad humana, y derechos humanos con pactos jurídicos entre 
Estados para la protección de las personas apoyados en estos principios fundamentales, 
encauzados al consenso global para la paz, la igualdad y la justicia   
 
Analizando el caso de Ramón Sampedro y teniendo como marco jurídico la normatividad 
colombiana actual, es relevante indicar que el termino eutanasia, se introdujo como homicidio 
por piedad consentido, realizado por un persona competente (medico), configurado como una 
causal de justificación por vía jurisprudencial, además, el Estado y el ordenamiento jurídico 
encuentran su principio fundante en la dignidad humana; como valor, como principio 
constitucional y derecho fundamental autónomo, siendo este vinculado a la persona natural.  
 
El papel del Estado frente a la eutanasia, se concreta en los lineamientos establecidos por 
el ordenamiento jurídico colombiano en cuanto a la decisión del paciente que no desea continuar 
con la vida, pues sufre una enfermedad que le produce dolores incompatibles con su 
determinación del proyecto de vida, y es así, como el Estado ante esta eventualidad no está 
autorizado para oponerse a la voluntad del paciente, ni reprimir, ni castigar a un tercero que le 
ayude a conseguir su muerte, dejando como salvedad que en el procedimiento el tercero 
legitimado debe ostentar la calidad de médico. Además: 
 
El hombre es un fin en sí mismo. Su dignidad depende de la posibilidad de auto 
determinarse (CP art. 16). Las autoridades están precisamente instituidas para proteger a 
toda persona en su vida, entendida en un sentido amplio como "vida plena". La integridad 
física, psíquica y espiritual, la salud, el mínimo de condiciones materiales necesarias para 
la existencia digna, son elementos constitutivos de una vida íntegra y presupuesto 
necesario para la autorrealización individual y social. Una administración burocratizada, 
insensible a las necesidades de los ciudadanos, o de sus mismos empleados, no se 
compadece con los fines esenciales del Estado, sino que al contrario, cosifica al 
individuo y traiciona los valores fundantes del Estado social de derecho (CP art. 1) 
(Sentencia T-522, 1992) 
 
En Colombia, el deber del Estado de resguardar la vida debe estar integrado con el respeto 
a la dignidad humana, en concordancia con la calidad de vida y por consiguiente al libre 
desarrollo de la personalidad, por ello, este deber estatal debe acceder frente a la manifestación 
genuina y constante de un homicidio eutanásico.  
 
Se debe tener en cuenta que solo el paciente conoce su sufrimiento y dolor, por ende debe 
existir la prevalencia de la autonomía del aquejado entrelazado con exámenes psiquiátricos y 
médicos. 
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No obstante Colombia como estado social de derecho, debe robustecer su compromiso 
con la vida, de tal suerte que se deberán surtir todas las opciones factibles para que el paciente 
pueda mejorar su calidad de vida, por lo cual su deber estatal antes de autorizar el procedimiento 
eutanásico es brindar los cuidados paliativos del dolor, pero tratándose de dolores intangibles 
que medicamentos como la aspirina, codeína y/o morfina no pueden suprimir, siquiera aliviar, 
la única salida aparente seria el acompañamiento de profesionales en psicología y psiquiatría 
para tratar los problemas emocionales, sociales, y espirituales que le abrumen al paciente y sus 
familiares.  
 
Con respecto al derecho comparado estudiado por la Corte Constitucional colombiana, es 
importante precisar que en Bélgica, desde el 28 de mayo de 2002, es legal la eutanasia por 
dolencias físicas y psíquicas, esto, son años de experiencias que se podrían trasladar al escenario 
factico en Colombia, a fin de examinar las posibilidades para garantizar los derechos 
fundamentales de los colombianos aquejados por dolencias insoportables e intangibles.  
 
Los requisitos que la ley belga plantea son: 1. Paciente mayor de edad o menor 
emancipado, capaz y consiente de su petición. 2. Petición voluntaria y reiterada sin presiones 
exteriores. 3. Padecimiento físico o psíquico constante e insuperable causado por una condición 
patológica grave e incurable.  
 
Así mismo, el medico tiene que: 1. Informar al paciente sobre los cuidados paliativos. 2. 
Reiterar diálogos en plazos de tiempos razonables. 3. Consultar otros profesionales de la salud 
a fin de obtener un informe para ser comparado con las primeras valoraciones. 4. Procurar el 
dialogo del paciente con otras personas. 5. Un mes entre la petición y la realización de la 
eutanasia.  
 
Simultáneamente en Bélgica se creó la Comisión Federal de Control y de Evaluación 
(CFCE) a la cual los médicos dentro de los 4 días siguientes a la práctica de la eutanasia deben 
enviar la documentación requerida, dicha comisión está conformada por 8 médicos, de los 
cuales 4 son profesores universitarios, 4 profesores universitarios de derecho y 4 personas que 
se desenvuelvan en el entorno de las enfermedades incurables.  
 
En contraste con lo anterior, y volviendo a la realidad colombiana, en primera medida es 
fundamental señalar que la reglamentación de la Sentencia T-970 de 2014 de la Corte 
Constitucional ordeno al Ministerio de Salud perfilar y trazar el procedimiento eutanásico.  
 
El Ministerio de Salud diseño la ruta que se protocolizó en la Resolución 1216 de 2015 
reglamentando la práctica de la eutanasia en pacientes  mayores de edad, y en estado terminal.  
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Se instauró la creación del comité científico que se encargue de decidir si se cumplen con 
las condiciones para continuar con el proceso, dicho comité está conformado por un médico 
especialista, un abogado y un psiquiatra o psicólogo clínico. Se tiene un plazo de 10 días para 
examinar la situación, se le tomará nuevamente consentimiento al paciente acerca de su 
decisión, y en el caso de continuar con el procedimiento el hospital tendrá un plazo de hasta 15 
días para llevar a cabo el protocolo medico determinado. 
 
Comparando los escenarios jurídicos de Bélgica y Colombia en cuanto a la eutanasia, es 
pertinente expresar que la versión colombiana blinda la segunda opinión médica, con el Comité 
Interdisciplinario.  
 
Se aprecia la falencia en el procedimiento de notificación y la falta de reglamentación 
para una gran categoría de pacientes.  
 
La descripción de este caso plantea el examen de un tema que va más allá del derecho 
constitucional y el derecho penal, requiere de un análisis interdisciplinar, y la reglamentación 
de la Ley 1374 de 2010 con el objeto de crear el Consejo Nacional de Bioética, para asesorar al 
Gobierno acerco de los temas que incorporen dilemas bioéticos.  
 
De esta manera, estudiar la perspectiva en cuanto al concepto de dolor y encuadrar a 
pacientes aquejados por dolores psíquicos inmedibles e insoportables, es una opción 
excepcional, pero es la expresión del Estado por el respeto a la autonomía individual de los 
pacientes, el libre desarrollo de la personalidad, la calidad de vida, la dignidad humana y la 
muerte digna.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Bases Legales 
 
 
Declaración Universal de los Derechos Humanos 
 
Artículo 3. Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona.  
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Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
 
Artículo 6. El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho estará 
protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente. 
 
 
 
Declaración Americana sobre Derechos del Hombre 
 
Artículo 1.todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su 
persona. 
 
 
Constitución política de Colombia 1991 
 
Artículo 11. El derecho a la vida es inviolable. No habrá pena de muerte. 
 
Artículo 16. Todas las personas tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad sin 
más limitaciones que las que imponen los derechos de los demás y el orden jurídico. 
 
 
 
Ley 599 de 2000 
Por el cual se establece el Código Penal Colombiano 
 
Articulo1. El derecho penal tendrá como fundamento el respeto a la dignidad humana. 
 
Artículo 106. Homicidio por piedad. El que matare a otro por piedad, para poner fin a 
intensos sufrimientos provenientes de lesión corporal o enfermedad grave e incurable, incurrirá 
en prisión de uno (1) a tres (3) años. 
 
Artículo 107. Inducción o ayuda al suicidio, el que eficazmente induzca a otro al suicidio, 
o le preste una ayuda efectiva para su realización, incurrirá en prisión de dos (2) a seis (6) años. 
Cuando la inducción o ayuda este dirigida a poner fin a intensos sufrimientos provenientes de 
lesión corporal o enfermedad grave e incurable, se incurrirá en prisión de uno (1) a dos (2) años. 
 
 
Ley 1733 de 2014 
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Ley Consuelo Devis Saavedra, mediante la cual se regulan los servicios de cuidados 
paliativos para el manejo integral de pacientes con enfermedades terminales, crónicas, 
degenerativas e irreversibles en cualquier fase de la enfermedad de alto impacto en la calidad 
de vida 
 
Artículo 1. Objeto. Esta ley reglamenta el derecho que tienen las personas con enfermedades en 
fase terminal, crónicas, degenerativas e irreversibles, a la atención en cuidados paliativos que 
pretende mejorar la calidad de vida, tanto de los pacientes que afrontan estas enfermedades, 
como de sus familias, mediante un tratamiento integral del dolor, el alivio del sufrimiento y 
otros síntomas, teniendo en cuenta sus aspectos psicopatológicos, físicos, emocionales, sociales 
y espirituales, de acuerdo con las guías de práctica clínica que establezca el Ministerio de Salud 
y Protección Social para cada patología. Además, manifiesta el derecho de estos pacientes a 
desistir de manera voluntaria y anticipada de tratamientos médicos innecesarios que no cumplan 
con los principios de proporcionalidad terapéutica y no representen una vida digna para el 
paciente, específicamente en casos en que haya diagnóstico de una enfermedad en estado 
terminal crónica, degenerativa e irreversible de alto impacto en la calidad de vida.  
 
Artículo 2. Enfermo en fase terminal Se define como enfermo en fase terminal a todo 
aquel que es portador de una enfermedad o condición patológica grave, que haya sido 
diagnosticada en forma precisa por un médico experto, que demuestre un carácter progresivo e 
irreversible, con pronóstico fatal próximo o en plazo relativamente breve, que no sea susceptible 
de un tratamiento curativo y de eficacia comprobada, que permita modificar el pronóstico de 
muerte próxima; o cuando los recursos terapéuticos utilizados con fines curativos han dejado 
de ser eficaces. Parágrafo. Cuando exista controversia sobre el diagnóstico de la condición de 
enfermedad terminal se podrá requerir una segunda opinión o la opinión de un grupo de 
expertos.  
 
Artículo. 3. Enfermedad crónica; degenerativa e irreversible de alto impacto en la calidad 
de vida. Se define como enfermedad crónica, degenerativa e irreversible de alto impacto en la 
calidad de vida aquella que es de larga duración, que ocasione grave pérdida de la calidad de 
vida, que demuestre un carácter 1733 progresivo e irreversible que impida esperar su resolución 
definitiva o curación y que haya sido diagnosticada en forma adecuada por un médico experto. 
 
 
Sentencia C-239 de 1997 
 
Configura el precedente jurisprudencial más importante para el derecho a morir dignamente, 
este derecho fue elevado a la categoría de fundamental y se despenalizo el homicidio por 
piedad, con la salvedad de que el procedimiento lo realice un médico.  
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Sentencia T-970 de 2014 
 
Dispone la elaboración de directrices congruentes con el derecho a morir dignamente, así 
como el protocolo médico y las regulaciones por parte del Ministerio de Salud.  
 
 
Resolución 1216 del 2015  
Por medio de la cual se da cumplimiento a la orden cuarta de la sentencia T-970 de 2014 de 
la Honorable Corte Constitucional en relación con las directrices para la organización y 
funcionamiento de los Comités para hacer efectivo el derecho a morir con dignidad 
 
Esta resolución configura las bases para acceder a la eutanasia en Colombia, reglamento el 
derecho a morir dignamente estableciendo un protocolo médico, por medio del Ministerio de 
Salud y Protección Social se delimito la estructura de los Comités Interdisciplinarios, así como 
las funciones de cada uno de los participantes en el procedimiento.  
 
 
Sistema teórico 
 
 
Variables 
Cuadro 1. Variables. 
VARIABLES DEFINICIÓN DE LAS VARIABLES 
Eutanasia Del griego EU (bien) Thanatos (muerte), la eutanasia significa 
etimológicamente buena muerte, muerte apacible, y, en 
términos generales un concepto legal de esta figura podría ser, 
la realización de un comportamiento positivo o negativo que 
pone fin a la existencia de una persona por una motivación 
especial.  (Romero, Maestre 2001), Pág. 26. 
Homicidio por piedad “El homicidio por piedad, según los elementos que el tipo 
describe, es la acción de quien obra por la motivación 
específica de poner fin a los intensos sufrimientos de otro. 
Doctrinariamente se le ha denominado homicidio pietístico o 
eutanásico. Por tanto, quien mata con un interés distinto, como 
el económico, no puede ser sancionado conforme a este tipo”. 
(Sentencia C-239/97) 
Fuente: Ingrid Paipa y María Fernanda Villamizar. Agosto, 2017  
 
 
Operacionalización de variables. 
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Cuadro 2. Operacionalización de variables 
Variable: Eutanasia 
DIMENSIÓN INDICADORES 
Delimitaciones de la eutanasia Activa 
Pasiva 
Directa 
Indirecta 
Voluntaria 
No Voluntaria 
Involuntaria 
Fuente: Ingrid Paipa y María Fernanda Villamizar. Agosto, 2017  
 
Variable: Homicidio por piedad 
DIMENSIÓN INDICADORES 
Bases para la descriminalización del 
homicidio por piedad en pacientes con 
dolores psíquicos insoportables e incurables  
- Derecho a morir dignamente  
- Sufrimiento 
- Consentimiento  
Fuente: Ingrid Paipa y María Fernanda Villamizar. Agosto, 2017  
 
 
 
  
 35 
 
DISEÑO METODOLÓGICO 
 
 
Tipo y Método de Investigación 
  
El presente proyecto se desarrollará teniendo en cuenta los procesos de la investigación 
jurídica, documental y descriptiva, pues se presentará en detalle cada una de las variables 
relacionadas con la dignidad humana como fundamento de la descriminalización del 
homicidio por piedad consentido en pacientes con dolores psíquicos insoportables e 
incurables en Colombia, basados en información de libros y artículos actuales y pertinentes 
al tema. 
 
Investigación jurídica, pues se expondrá la solución al problema jurídico entrañado 
desde las fuentes formales del Derecho, la ley, la equidad, el negocio jurídico, la analogía, los 
principios generales del derecho, la doctrina constitucional y la costumbre.  
 
Investigación documental, pues se “realiza, como su nombre lo indica, apoyándose en 
fuentes de carácter documental, esto es, en documentos de cualquier especie tales como, los 
obtenidos a través de fuentes bibliográficas, hemerográficas o archivísticas” (Clavijo, 2013) 
Pág. 179. 
 
Investigación descriptiva, pues se quiere identificar y argumentar las características del 
fenómeno que se estudiara, centrándonos en establecer los conceptos para su explicación.  
 
Además se aplicará el Método hermenéutico jurídico con el propósito de analizar la 
normatividad nacional e internacional y la jurisprudencia, para ello se utilizarán guías de 
análisis normativo y jurisprudencial. 
 
 
 
Población y Muestra 
 
La población y muestra objeto de estudio por el carácter documental estará basado 
principalmente en los referentes teóricos, normatividad y jurisprudencia, pero dentro de los 
procesos  de triangulación de la información se entrevistará a expertos para lograr un análisis 
interdisciplinar.  
 
 
Análisis de información 
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Análisis normativo 
 
Cuadro 3. NORMA: Ley 599 de 2000: Código Penal Colombiano  
ARTÍCULOS ANÁLISIS 
Artículo 1. El derecho penal 
tendrá como fundamento el 
respeto a la dignidad humana 
 
Plantea la base del derecho penal desde la cual no se 
puede servir para instrumentalizar al ser humano, sino 
debe concebirlo como un fin en sí mismo. 
Artículo 106. Homicidio por 
piedad. El que matare a otro por 
piedad, para poner fin a intensos 
sufrimientos provenientes de 
lesión corporal o enfermedad 
grave e incurable, incurrirá en 
prisión de uno (1) a tres (3) años 
El legislador colombiano despenalizó el homicidio, es 
decir, la acción típica “el que matare a otro” contenida en 
el artículo 103 del código penal, encuentra una 
excepción, y en este caso es que se haga con el único y 
exclusivo de poner fin a intensos sufrimientos 
provenientes de lesión corporal o enfermedad grave e 
incurable. 
Artículo 107. Inducción o ayuda 
al suicidio, el que eficazmente 
induzca a otro al suicidio, o le 
preste una ayuda efectiva para su 
realización, incurrirá en prisión 
de dos (2) a seis (6) años. Cuando 
la inducción o ayuda este dirigida 
a poner fin a intensos 
sufrimientos provenientes de 
lesión corporal o enfermedad 
grave e incurable, se incurrirá en 
prisión de uno (1) a dos (2) años. 
 
Bajo la presente normatividad, se intentó penalizar 
aquellas acciones que tendieran a que un ser humano, por 
sus propios medios eliminara su propia vida; lo anterior 
debido  que se entiende que esta decisión puede ser 
adoptada por factores exógenos y endógenos, los 
primeros son los castigados por el legislador, cuando 
vienen de un tercero malintencionado.  
Fuente:   María Fernanda Villamizar Torrado, Ingrid Milena Paipa Zabala,  Septiembre 2017. 
 
Cuadro 4. NORMA: Ley 1733 de 2014 
ARTÍCULOS ANÁLISIS 
Artículo 1. Objeto. Esta ley 
reglamenta el derecho que tienen 
las personas con enfermedades en 
fase terminal, crónicas, 
degenerativas e irreversibles, a la 
atención en cuidados paliativos 
que pretende mejorar la calidad 
En esta Ley se observa un vacío legal, en cuanto, en las 
clasificaciones que se hacen para delimitar las personas 
que tienen derecho a acceder al procedimiento pietistico 
(enfermedades en fase terminal, y enfermedades 
crónicas, degenerativas e irreversibles), no se mencionan 
las enfermedades psíquicas en las cuales se presentan 
dolores insoportables e incurables, de tipo tangible o no.  
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de vida, tanto de los pacientes que 
afrontan estas enfermedades, 
como de sus familias, mediante 
un tratamiento integral del dolor, 
el alivio del sufrimiento y otros 
síntomas, teniendo en cuenta sus 
aspectos psicopatológicos, 
físicos, emocionales, sociales y 
espirituales, de acuerdo con las 
guías de práctica clínica que 
establezca el Ministerio de Salud 
y Protección Social para cada 
patología. Además, manifiesta el 
derecho de estos pacientes a 
desistir de manera voluntaria y 
anticipada de tratamientos 
médicos innecesarios que no 
cumplan con los principios de 
proporcionalidad terapéutica y no 
representen una vida digna para el 
paciente, específicamente en 
casos en que haya diagnóstico de 
una enfermedad en estado 
terminal crónica, degenerativa e 
irreversible de alto impacto en la 
calidad de vida 
Fuente:   María Fernanda Villamizar Torrado, Ingrid Milena Paipa Zabala,  Septiembre 2017. 
 
. 
Cuadro 5. NORMA: Resolución 1216 del 2015 Ministerio de Salud y protección social. 
ARTÍCULOS ANÁLISIS 
Esta resolución configura las 
bases para acceder a la eutanasia 
en Colombia cumpliendo con los 
requisitos ahí establecidos. 
 
 
Al igual que la Ley 1733 se observa la no 
reglamentación para las personas cuyas enfermedades 
sean psíquicas, y las manifestaciones de los dolores sean 
insoportables e incurables. 
 
 
Fuente:   María Fernanda Villamizar Torrado, Ingrid Milena Paipa Zabala,  Septiembre 2017. 
 
 
Análisis jurisprudencial 
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Cuadro 6. Sentencia C 239 de 1997 
 
Sentencia C Radicado D-1490 M.P:   Dr. CARLOS GAVIRIA DIAZ 
Caso Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 326 del decreto 100 de 1980-Código Penal 
Problema 
jurídico 
“Diferentes conductas pueden adecuarse al tipo penal, lo que necesariamente lleva a la 
Corte, a la luz de la Constitución, a realizar un análisis distinto frente a cada una de ellas. 
En efecto, el comportamiento no es el mismo cuando el sujeto pasivo no ha manifestado su 
voluntad, o se opone a la materialización del hecho porque, a pesar de las condiciones 
físicas en que se encuentra, desea seguir viviendo hasta el final; al de aquel que realiza la 
conducta cuando la persona  consiente el hecho y solicita que le ayuden a morir” 
Sujeto de especial 
Protección 
 Tutela 1ra o Única instancia  
Tutela 2da 
instancia 
 Revisión  
HECHOS Y ARGUMENTOS DE LA DEMANDA 
 
“Los argumentos que expone el actor para solicitar la inexequibilidad del artículo 326 del 
Código Penal son los siguientes: 
 pi 
- El rol principal de un Estado Social y Democrático de Derecho es garantizar la vida de 
las personas, protegiéndolas en situaciones de peligro, previniendo atentados contra ellas 
y castigando a quienes vulneren sus derechos. En la norma acusada el Estado no cumple 
su función, pues deja al arbitrio del médico o del particular la decisión de terminar con la 
vida de aquéllos a quienes se considere un obstáculo, una molestia o cuya salud represente 
un alto costo. 
  
- Si el derecho a la vida es inviolable, como lo declara el artículo 11 de la Carta, de ello se 
infiere que nadie puede disponer de la vida de otro; por tanto, aquél que mate a alguien que 
se encuentra en mal estado de salud, en coma, inconsciente, con dolor, merece que se le 
aplique la sanción prevista en los artículos 323 y 324 del Código Penal y no la sanción del 
artículo 326 ibídem que, por su levedad, constituye una autorización para matar; y es por 
esta razón que debe declararse la inexequibilidad de esta última norma, compendio de 
insensibilidad moral y de crueldad. 
  
- La norma acusada vulnera el derecho a la igualdad, pues establece una discriminación en 
contra de quien se encuentra gravemente enfermo o con mucho dolor. De esta manera el 
Estado relativiza el valor de la vida humana, permitiendo que en Colombia haya 
ciudadanos de diversas categorías. 
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- La vida es tratada por el legislador como un bien jurídico no amparable, no tutelable, sino 
como una cosa, como un objeto que en el momento en que no presente ciertas cualidades 
o condiciones debe desaparecer. El homicidio piadoso es un subterfugio traído de 
legislaciones europeas en donde la ciencia, la técnica y la formación son disímiles al medio 
colombiano, donde se deja morir a las personas a las puertas de los hospitales. Es una figura 
que envuelve el deseo de librarse de la carga social. 
  
- La norma olvida que no toda persona que tenga deficiencias en su salud tiene un deseo 
vehemente de acabar con su vida, al contrario, las personas quieren completar su obra por 
pequeña o grande que ella sea. 
  
- En el homicidio piadoso se reflejan las tendencias de los Estados totalitarios fascista y 
comunista, que responden a las ideas hitlerianas y stalinistas; donde los más débiles, los 
más enfermos son conducidos a las cámaras de gas, condenados a éstas seguramente para 
"ayudarles a morir mejor". 
SUBREGLAS 
 
1. Elementos del homicidio por piedad  
1.1 En un derecho penal del acto la pena se condiciona a la realización de un 
hecho antijurídico, dependiendo del grado de culpabilidad. 
1.1.1 La Constitución colombiana consagra un derecho penal del acto, que 
supone la adopción del principio de culpabilidad. 
1.1.2 La piedad como consideración subjetiva del acto. 
 
2. Consentimiento del sujeto pasivo 
2.1.  El derecho a la vida y la autonomía a la luz de la Constitución de 1991. 
2.2. La vida como valor constitucional, el deber del Estado de protegerla y su 
relación con la autonomía de la persona. 
2.3.  Enfermos terminales, homicidio por piedad y consentimiento del sujeto pasivo 
2.4.  La Regulación de la Muerte Digna 
RATIO DECIDENDI 
 
La Corte concluye que el Estado no puede oponerse a la decisión del individuo que no desea 
seguir viviendo y que solicita le ayuden a morir, cuando sufre una enfermedad terminal que 
le produce dolores insoportables, incompatibles con su idea de dignidad. Por consiguiente, 
si un enfermo terminal que se encuentra en las condiciones objetivas que plantea el artículo 
326 del Código Penal considera que su vida debe concluir, porque la juzga incompatible 
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con su dignidad, puede proceder en consecuencia, en ejercicio de su libertad, sin que el 
Estado esté habilitado para oponerse a su designio, ni impedir, a través de la prohibición o 
de la sanción, que un tercero le ayude a hacer uso de su opción. No se trata de restarle 
importancia al deber del Estado de proteger la vida sino, como ya se ha señalado, de 
reconocer que esta obligación no se traduce en la preservación de la vida sólo como hecho 
biológico. 
DECISIÓN 
 
Primero: Declarar EXEQUIBLE el artículo 326 del decreto 100 de 1980 (Código Penal), 
con la advertencia de que en el caso de los enfermos terminales en que concurra la voluntad 
libre del sujeto pasivo del acto, no podrá derivarse responsabilidad para el médico autor, 
pues la conducta está justificada. 
  
Segundo: Exhortar al Congreso para que en el tiempo más breve posible, y conforme a los 
principios constitucionales y a elementales consideraciones de humanidad, regule el tema 
de la muerte digna 
PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES RELEVANTES PARA LA DECISIÓN 
 
No se presentaron precedentes jurisprudenciales 
SALVAMENTOS DE VOTO 
 
Magistrado  JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO 
En este salvamento de voto se comparte la decisión adoptada por la Corte en el sentido de 
declarar la exequibilidad el artículo pero no está de acuerdo con el condicionamiento 
plasmado en la parte resolutiva de la Sentencia, el cual introduce una causal de justificación 
del homicidio piadoso –el consentimiento del sujeto pasivo- para el medico en el evento 
de un enfermo terminal.  
 
 Magistrado VLADIMIRO NARANJO MESA 
En este salvamento de voto se comparte la decisión de la corte en cuento a la exequibilidad 
pero se considera que la corte ha legislado, y además, de una manera ligera. La corte ha 
dado pasos agigantados, pues son pocos los países del mundo en los que se ha legalizado 
la eutanasia, y se ha hecho por vía legislativa.  
 
Magistrado HERNANDO HERRERA VERGARA 
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Fuente: Ingrid Milena Paipa Zabala,  María Fernanda Villamizar Torrado,  Septiembre 2017. 
 
 
Cuadro 7.  Sentencia T 970 de 2014 
“formuló salvamento de voto con respecto a la sentencia de la referencia por estar 
totalmente en desacuerdo con el condicionamiento que en ella se hace, al eliminarse la 
responsabilidad penal que debe tener el médico que ejecuta la muerte de una persona, en 
el caso de un enfermo terminal, aunque sea con la concurrencia de la voluntad libre del 
sujeto pasivo del acto” 
 
 
Magistrado EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ 
“La parte resolutiva de la sentencia no corresponde al texto de la moción sustitutiva que 
presenté, la cual fue aprobada por seis votos a favor y tres en contra. En otras palabras, la 
propuesta contenida en la ponencia original fue desechada y, en su lugar, se votó y aprobó 
la proposición que yo me permití someter a consideración de la Sala Plena. Tampoco, los 
fundamentos de la sentencia, son congruentes con la decisión adoptada por la Sala Plena. 
El texto de la sentencia, a mi juicio, ha debido reflejar los argumentos que en la 
deliberación fueron acogidos por el mayor número de magistrados. Creo que estos 
argumentos fueron los que expresé y que, lejos de ser refutados por ninguno de los 
presentes, fueron los que más eco tuvieron en la sesión, hasta el punto de que sobre esa 
base, al término del debate, propuse una fórmula sustitutiva distinta de la contenida en la 
ponencia original, y ella fue la que en últimas resultó aprobada”  
ANÁLISIS CRÍTICO DE LA SENTENCIA 
 
Este sentencia sentó un precedente en cuanto al tema del homicidio pietistico o eutanasia 
en Colombia y el mundo, aunque declaro exequible el artículo demandado, incluyo dentro 
de las causales de justificación el homicidio piadoso consentido para el médico, en el evento 
de un enfermo terminal, fundamentado esto, en el respeto por la dignidad humana, primera 
base del derecho penal. A su vez, se plantea la carencia de antijuridicidad en el sujeto activo 
(medico), porque se realiza con el objeto de poner fin a intensos sufrimientos, producto de 
una enfermedad terminal. Así pues, el precedente que se marcó en esta sentencia abrió el 
espectro para el estudio del tema que nos compete en este proyecto de investigación.  
Sentencia T 970 - 14 Radicado 
T-
4.067.84
9 
M.P:    Dr. LUIS ERNESTO VARGAS SILVA 
Caso Acción de tutela instaurada por Julia en contra de Coomeva E.P.S 
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Problema 
jurídico 
“Se debe determinar si la EPS Coomeva desconoció los derechos fundamentales a la 
vida digna, la muerte digna y la dignidad humana de la señora Julia, al negarse a 
practicarle el procedimiento de eutanasia, a pesar de su solicitud expresa, en 
circunstancias de dolor extremo derivadas del cáncer de colón que padecía y que a la 
postre causó su muerte, basando la negativa en que (i) la peticionaria no se hallaba en 
condiciones de expresar su consentimiento libre e informado, y (ii) no existe una ley 
expedida por el Congreso que permita llevar a cabo el procedimiento” 
Sujeto de especial 
Protección 
 Tutela 1ra o Única instancia  Tutela 2da instancia X Revisión  
HECHOS Y ARGUMENTOS DE LA DEMANDA 
 
El cinco (05) de julio de dos mil trece (2013) la señora Julia interpuso acción de tutela 
contra Coomeva EPS, en procura de la protección de sus derechos fundamentales a la vida 
y a morir dignamente (Art. 11 C.P.), los cuales estimó vulnerados por la EPS Coomeva. 
Fundamentó su demanda en los siguientes hechos: 
 
1. En su escrito de tutela, la peticionaria sostuvo que padece una enfermedad terminal 
que compromete gravemente sus funciones vitales. En el año dos mil ocho (2008), 
la Fundación Colombiana de Cancerología “Clínica Vida” dictaminó que padecía 
cáncer de colon. 
2.   Indicó que en el mes de enero de dos mil diez (2010), su enfermedad 
hizo “progresión en pelvis” (metástasis), por lo cual fue sometida a una 
intervención quirúrgica llamada Hemicolectomía, al igual que a sesiones de 
quimioterapia. Esos procedimientos fueron realizados entre los meses de febrero y 
diciembre del mismo año. 
3. Mediante una tomografía computarizada realizada en febrero de dos mil doce 
(2012), la Clínica Vida concluyó que la enfermedad había hecho “progresión 
pulmonar y carcinomatosis abdominal”. En consecuencia, su médico tratante 
dispuso que la paciente debía recibir varios ciclos de quimioterapia con los 
medicamentos Irinotecan + Bevacizumab. 
4. Pese a ello, el veintitrés (23) de febrero de dos mil doce (2012), la accionante 
manifestó su voluntad de no recibir más ciclos pues su tratamiento le 
causaba “intensa astenia, adinamia, cefalea, náuseas y vómito”. Todos ellos 
efectos secundarios que le impedían desarrollar sus actividades cotidianas sin ayuda 
de terceros. 
5. Fue así como en los meses posteriores, la actora fue hospitalizada por 
presentar “cuadro de obstrucción intestinal”, necesitar apoyo para su cuidado, 
padecer dolor abdominal severo, entre otros. El cuatro (04) de junio de dos mil trece 
(2013), un médico oncólogo adscrito a la Clínica Vida dejó constancia de que el 
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cáncer que padecía la paciente, quien para ese momento había perdido trece (13) 
kilogramos de peso, no solo se encontraba en “franca progresión”, sino que además 
había deteriorado su estado funcional y calidad de vida. En consecuencia, el 
especialista ordenó suministrarle el “mejor cuidado de soporte por cuidados 
paliativos”. 
6. Ante estas circunstancias, en varias oportunidades le solicitó al médico especialista 
Dr. Ronald Alexander Ayala Ospina que le practicara el procedimiento de 
“eutanasia”, no obstante el médico “verbalmente me expresa que dicho pedido de 
morir dignamente a través de la eutanasia es un homicidio que no puede consentir” 
7. Así, con fundamento en lo expuesto y alegando para el efecto la decisión adoptada 
por la Corte Constitucional en la sentencia C-239 de 1997, la actora solicitó ante el 
juez de tutela amparar su derecho a la vida digna y, en consecuencia, ordenar a 
Coomeva E.P.S. adelantar las gestiones médicas necesarias para acoger su deseo de 
no continuar padeciendo los insoportables dolores que le produce una enfermedad 
que se encuentra en fase terminal, lo que en su criterio es incompatible con su 
concepto de vida digna 
8. De este modo, pidió al juez tutelar su derecho fundamental a la vida digna y por 
tanto, determinar en la sentencia la fecha y hora para “morir dignamente y de 
manera tranquila a través de la eutanasia” 
SUBREGLAS 
 
1. Carencia actual de objeto por daño consumado. Reiteración de jurisprudencia. 
2. Precisión terminológica sobre los distintos procedimientos para garantizar el 
derecho a morir dignamente. 
2.1 Precisión terminológica. Eutanasia, distanasia, ortotanasia, entre otros 
3. Fundamento normativo del derecho a morir dignamente en Colombia. Sentencia 
C-239/1997 
4. Derecho Fundamental a morir dignamente. Alcance y contenido esencial. 
5. Derecho comparado. Regulación normativa del derecho a morir dignamente. 
5.1 Holanda: Ley de la Terminación de la Vida o a Petición Propia y del Auxilio 
al Suicidio 
5.2 Estados Unidos de América: La Ley de la Muerte Digna del Estado de 
Oregón y otras normas 
5.3 Bélgica. La terminación intencional de la vida a parir de una petición 
voluntaria, inmediata y reiterada del paciente en la legislación Belga 
RATIO DECIDENDI 
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“la Sala no encuentra justificación constitucionalmente válida a la negativa de la EPS de 
practicar la eutanasia a la señora Julia. En efecto, del caso se desprende que se cumplen con 
todos los requisitos que, por un lado, eximen de responsabilidad penal a quien provoque la 
muerte, pero también, por otro, estructuran las causales para que se esté en presencia de 
una obligación derivada del derecho fundamental a morir dignamente. La ausencia de 
legislación no constituye razón suficiente para negarse garantizar los derechos de la 
peticionaria. La Sentencia C-239 de 1997 si bien dejó en manos del Legislador la 
regulación del tema, sostuvo que cuando una persona que: (i) padezca una enfermedad 
terminal que le produzca sufrimiento y que (ii) manifieste su voluntad de provocar su 
muerte, (iii) deberá practicársele algún procedimiento médico, normalmente eutanasia, 
realizado por un profesional de la salud, que garantice su derecho a morir dignamente. Así, 
el precedente constitucional vigente para la época de la negativa era suficiente para proteger 
el derecho a morir dignamente de la señora Julia. En el caso concreto, a pesar de cumplirse 
con esos presupuestos la paciente murió esperando que le practicaran el procedimiento”.  
DECISIÓN 
 
PRIMERO: LEVANTAR la suspensión de términos decretada mediante auto de fecha 
cinco (05) de febrero de dos mil catorce (2014). 
  
SEGUNDO: DECLARAR la carencia actual de objeto por daño consumado en la acción 
de tutela interpuesta por la señora Julia en contra de la EPS Coomeva, en los términos 
expuestos en esta sentencia. 
  
TERCERO: REVOCAR la Sentencia proferida por el Juzgado Décimo Civil Municipal de 
la Ciudad de Medellín, en providencia del veintitrés (23) de julio de dos mil trece (2013) 
que resolvió no tutelar los derechos fundamentales invocados por Julia. En su lugar 
CONCEDER la acción de tutela interpuesta por la señora Julia en contra de la EPS 
Coomeva. 
  
CUARTO: ORDENAR al Ministerio de Salud que en el término de 30 días, contados a 
partir de la comunicación de esta providencia, emita una directriz y disponga todo lo 
necesario para que los Hospitales, Clínicas, IPS, EPS y, en general, prestadores del servicio 
de salud, conformen el comité interdisciplinario del que trata esta sentencia y cumplan con 
las obligaciones emitidas en esta decisión. De igual manera, el Ministerio deberá sugerir a 
los médicos un protocolo médico que será discutido por expertos de distintas disciplinas y 
que servirá como referente para los procedimientos tendientes a garantizar el derecho a 
morir dignamente. 
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QUINTO: Exhortar al Congreso de la República a que proceda a regular el derecho 
fundamental a morir dignamente, tomando en consideración los presupuestos y criterios 
establecidos en esta providencia. 
  
SEXTO: Por Secretaría General, líbrense las comunicaciones previstas en el artículo 36 del 
Decreto Ley 2591 de 1991.  
PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES RELEVANTES PARA LA DECISIÓN 
 
“La Corte despenalizó el homicidio por piedad siempre que se constataran las 
circunstancias descritas en la Sentencia C-239 de 1997. Lo importante de esa providencia 
es que, por un lado, permitió la práctica de la eutanasia y otros procedimientos tendientes 
a garantizar la dignidad del paciente, y segundo, elevó a la categoría de fundamental el 
derecho a morir dignamente”. 
SALVAMENTOS DE VOTO 
 
Magistrado  MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO 
El Magistrado comparte las decisiones efectuadas por el alto tribunal, pero no está de 
acuerdo con los contenidos reglamentarios que se realizaron de manera autónoma, pues se 
planteó una regulación técnica, la cual en su opinión desbordan los conocimiento de la 
Sala de Revisión.  
ANÁLISIS CRÍTICO DE LA SENTENCIA 
 
En este caso, se presentó una carencia del objeto por daño consumando, más aun, la corte 
se pronunció de fondo para evitar que se vulneren los derechos fundamentales en casos 
similares en el futuro, de esta manera, adopto las medidas necesarias, materializadas en la 
orden al Ministerio de Salud para establecer las directrices tendientes a garantizar el 
derecho a morir dignamente.  
 
Consecuente con lo anterior, y revisando el derecho comparado que ha expuesto la corte, 
se torna relevante exaltar la forma en cómo se concreta la autonomía de la voluntad del 
paciente y la protección jurídica de esta autonomía. Por lo tanto, del entorno jurídico 
mundial podemos instruirnos en que la delimitación jurídica entra a formar un papel 
fundamental en este tema, pues, con normas y procedimientos precisos se derriban las 
barreras materiales para que los derechos fundamentales se respeten. En este punto, es 
pertinente precisar que por medio de esta sentencia la corte logro demarcar y ampliar 
jurídicamente el contexto en este tema, pero aún existe un vacío legal en la resolución del 
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Fuente: Ingrid Milena Paipa Zabala,  María Fernanda Villamizar Torrado,  Septiembre 2017. 
 
 
Guía de análisis documental 
 
Cuadro 8. GAD: Compendio de ética 
TÍTULO DEL LIBRO AUTOR 
COMPENDIO DE ETICA PETER SINGER (ED.) 
TEXTO ANÁLISIS 
“Con frecuencia se conviene en que no 
hay una diferencia moral intrínseca 
entre la eutanasia activa y la eutanasia 
pasiva, entre medios ordinarios y 
extraordinarios, y entre muertes 
directamente pretendidas y muertes 
meramente previstas. No obstante en 
ocasiones se argumenta que 
distinciones como éstas constituyen 
líneas importantes de demarcación por 
lo que respecta a la política legislativa. 
Ésta exige establecer criterios, y entre 
éstos los más universales son los 
orientados a salvaguardamos del 
homicidio injustificado. Si bien es 
cierto que estos criterios pueden 
parecer arbitrarios y filosóficamente 
problemáticos, sin embargo son 
necesarios para proteger del abuso a 
miembros vulnerables de la sociedad. 
La cuestión es, por supuesto, si este 
tipo de razonamiento tiene una base 
sólida: si las sociedades que permiten 
abiertamente la terminación 
intencionada de la vida en algunas 
circunstancias avanzarán 
inevitablemente por una «pendiente 
deslizante» y peligrosa que pasará de 
Este texto, nos ilustra en una gran proporción sobre 
la ética desde las raíces de la tradición occidental, la 
moral que se ha desarrollado a través de los siglos 
en relación con la inviolabilidad de la vida.  
A su vez, instruye sobre la importancia de establecer 
los lineamientos jurídicos apropiados y estrictos en 
los que se logre enmarcar los casos en los que habría 
lugar al procedimiento pietistico, tomando 
particular relevancia el contenido gramatical del 
compendio jurídico que se dedique a la 
reglamentación de este tema, pues es fundamental 
asegurar el derecho a la dignidad humana y la 
muerte digna sin cruzar la línea de abusos o sobre 
interpretaciones que podrían dar lugar a homicidios 
injustificados.  
Ministerio de Salud, y la Ley 1733 de 2014, ya que los pacientes con dolencias psíquicas 
insoportables e incurables quedaron a la deriva, y su dignidad humana en el limbo jurídico.  
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las prácticas justificadas a las 
injustificadas” 
Fuente: Ingrid Milena Paipa Zabala,  María Fernanda Villamizar Torrado,  Octubre 2017. 
 
 
Cuadro 9. GAD: Derecho a la vida y eutanasia: ¿acortar la vida o acortar la muerte? 
TÍTULO DEL ARTICULO AUTOR 
DERECHO A LA VIDA Y EUTANASIA: 
¿ACORTAR LA VIDA O ACORTAR LA 
MUERTE? 
F. José Ausín & Lorenzo Peña 
TEXTO ANÁLISIS 
“La eutanasia es entonces entendida 
como una abreviación de la agonía, y 
no una prolongación de esa vida que 
ya prácticamente no lo es. Claro está 
que la eutanasia sí cercena de algún 
modo cierta forma de vida; pero no la 
vida con mayúsculas, plena, digna, 
sino una vida muy mermada, casi, casi 
irreconocible, en un grado pequeño, 
porque el proceso de muerte ha ganado 
terreno y está más presente. La 
eutanasia se convierte así en una 
abreviación de la muerte, que ya ha 
ganado terreno a la vida en la 
existencia de un individuo”. 
Se plantea una reestructuración del imaginario de la 
eutanasia, pero esta, no se predica directamente para 
el paciente, sino para la moral social, pues la 
práctica del procedimiento pietistico transgrede la 
santidad de la vida, por lo que se plantea una 
concepción, en la cual, la eutanasia sea interpretada 
como un acortamiento del proceso de muerte 
doloroso, tortuoso y sin mejoría, que afecta al 
paciente tanto física, como psicológicamente.  
“La práctica moderna de la medicina 
debe redefinir sus metas y sus 
objetivos atendiendo a 
consideraciones sobre la calidad de la 
situación del paciente; analizando el 
estado, el grado de la vida o del 
proceso de muerte al que nos 
enfrentamos y, teniendo en cuenta en 
cada caso las responsabilidades que se 
derivan” 
La reestructuración que se plantea comprende una 
larga lista de requerimientos imprescindibles, 
repensar la moral colectiva en torno a la vida y la 
muerte, construir normatividades acertadas y 
rigurosas para lograr la protección efectiva de los 
derechos, crear un procedimiento que se ajuste a la 
complejidad de la situación, y sobre todo, contar con 
un equipo de especialistas que logren un manejo 
adecuado de la eutanasia. Implica una capacitación 
filosófica, jurídica y científica para los profesionales 
de la salud que se dediquen a la implementación de 
este procedimiento.  
Fuente: Ingrid Milena Paipa Zabala,  María Fernanda Villamizar Torrado,  Octubre 2017. 
 
Cuadro 10. GAD: Eutanasia y acto médico 
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TÍTULO DE LA REVISTA AUTOR 
EUTANASIA Y ACTO MEDICO GRUPO DE ESTUDIOS DE 
ÉTICA CLÍNICA DE LA 
SOCIEDAD MÉDICA DE 
SANTIAGO 
TEXTO ANÁLISIS 
“La Eutanasia no persigue 
diagnosticar, tratar ni prevenir una 
enfermedad, sino que es una acción 
ejecutada con el propósito 
intencionado de causar la muerte de 
una persona para evitar el dolor y/o 
sufrimiento, lo que excede la 
naturaleza y objetivos de un acto 
médico. Así, el profesional que 
interviene en la eutanasia no está 
realizando una acción propia de su 
profesión, y contradice los 
fundamentos del saber médico y los 
valores del Juramento Hipocrático. Lo 
cierto es que no suele ser el médico 
sino la familia, el propio paciente o la 
presión de la sociedad expresada, de 
diversas maneras, los que plantean la 
aplicación de la eutanasia. 
Quienes favorecen la eutanasia 
argumentan que, con ella, se estaría 
cumpliendo uno de los objetivos de la 
medicina que es aliviar el dolor o el 
sufrimiento — en este caso 
extremos— y sería, por consiguiente, 
un acto de beneficencia. Sin embargo, 
para juzgar la bondad de una acción se 
debe considerar no sólo la legitimidad 
de la intención del agente, sino 
también la legitimidad de los medios 
utilizados para llevarla a cabo. En 
verdad, es difícil sostener que dar 
término intencionado a la vida de un 
Es pertinente hacer un análisis, y nutrir la 
investigación con los puntos de vista de cada uno de 
los relacionados en el procedimiento pietistico; no 
solo la perspectiva del jurista, que aunque es 
fundamental en lo que a nosotros respecta, 
ensombrece la amplitud que tiene la temática. 
El enfoque del pensamiento desde el acto médico, 
deja entrever una serie de argumentos que se deben 
delimitar estrictamente para lograr los fines de la 
eutanasia, en el caso concreto de Colombia, en la 
descriminalización del homicidio por piedad en 
pacientes con dolencias psíquicas insoportables e 
incurables. El papel que desempeña el medico en el 
procedimiento pietistico y en la temática de la 
eutanasia en sentido general, resulta indispensable, 
pues este, será el encargado directo de aprobar 
ciñéndose a un marco jurídico, los pacientes que 
puedan acceder al ejercicio de su derecho a morir 
con dignidad, por lo cual, su opinión, sus 
investigaciones, sus experiencias y su código ético 
entra a hacer parte de los puntos a tratar.   
Es de suma importancia, integrar los conceptos y las 
aristas de los personajes (médicos, abogados, 
psicólogos, psiquiatras, trabajadores sociales etc.) 
que intervienen en la ruta del procedimiento 
reglamentado por el Ministerio de la Salud y la Ley 
1733 de 2014, para así, lograr construir un 
ordenamiento jurídico que no excluya a cierto grupo 
de la población de reglamentación que es necesaria 
para la garantía de sus derechos. Los vacíos legales 
son el foco principal de las desigualdades sociales, y 
los impedimentos para lograr la verdadera libertad 
del ciudadano.  
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enfermo, sea un acto que lo beneficie; 
más bien, parece ser una acción que 
causa maleficio, ya que no existe un 
daño mayor que se pueda hacer a una 
persona que quitarle la vida. En efecto, 
el valor de la vida humana precede al 
de la beneficencia, en tanto que la vida 
es una condición necesaria para poder 
ejercer aquella: "la vida es el bien 
fundante, sin ella no podemos gozar de 
ningún otro bien". 
Entendiendo que el principio general 
del respeto a la vida humana no admite 
excepciones, debemos reconocer la 
existencia de situaciones límites y de 
gran dramatismo, en las que sería 
temerario aventurar juicios 
categóricos desde el punto de vista 
moral”. 
Fuente: Ingrid Milena Paipa Zabala,  María Fernanda Villamizar Torrado,  Octubre 2017. 
 
Cuadro 11. GAD: La aplicación de eutanasia a pacientes por condiciones mentales incurables 
TÍTULO DEL ARTICULO AUTOR 
La aplicación de eutanasia a pacientes por 
condiciones mentales incurables 
Juan Bautista Eleta 
TEXTO ANÁLISIS 
“…la experiencia de la eutanasia ha 
demostrado que los fines de la ley 
presentan un límite cada vez más 
difuso. Esto se debe a que la práctica 
se extiende día a día a personas que no 
están en situación terminal, incluso a 
niños. En definitiva, la legalización de 
la eutanasia supone una peligrosa 
pendiente resbaladiza que lleva a 
una cultura del descarte. Estamos a 
tiempo de revertir ese camino y poner 
el foco en las políticas adecuadas de 
cuidado y acompañamiento de cada 
Este artículo fundamenta y cimienta, aún más el 
punto importante del desarrollo jurisprudencial que 
se debe dar en cuanto al tema, el Estado no puede 
permitir que los derechos de los ciudadanos se vean 
amenazados por un vacío legal o un contenido 
jurídico que no refleja la realidad social del siglo 
XXI. No es posible permitir que la política pública 
del Estado se materialice en una “cultura del 
descarte”, en la cual, los ciudadanos sin el lleno de 
los requisitos sean sometidos al procedimiento 
pietistico por simples móviles de impulsos, o por 
economía en cuanto a temáticas médicas. El punto 
central es el estricto respeto al consentimiento, y la 
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persona, en razón de su intrínseca 
dignidad.” 
correcta organización del sistema de salud en 
función de los ciudadanos. 
 
Fuente: Ingrid Milena Paipa Zabala,  María Fernanda Villamizar Torrado,  Octubre 2017. 
 
 
Análisis de entrevistas  
 
Cuadro 12. Análisis de entrevistas 
 FORMACION REPRESENTA 
DOCTORA 
NUBIA 
LEONOR 
POSADA 
ENFERMERA, MASTER EN 
EDUCACION, ESPECIALISTA 
EN BIOETICA, DOCTORA EN 
FILOSOFIA. 
 
MAS DE 20 AÑOS DE VIDA 
ACADEMICA. 
 
DURANTE OCHO AÑOS 
PRESIDENTE O 
VICEPRESIDENTE, Y 
COFUNDADORA DE LA 
FUNDACION DE ÉTICA Y 
BIOETICA 
 
FUNDACION COLOMBIANA DE 
ETICA Y BIOETICA 
 
“La iniciativa de constituir esta Fundación 
se origina en la necesidad de promover el 
respeto incondicional a la vida y la 
dignidad de cada ser humano, desde el 
inicio hasta el fin de su ciclo vital natural, 
al igual que la relación solidaria entre sus 
miembros, el fomento de la convivencia 
social y la protección del medio ambiente” 
(Misión FUCEB) 
 
DOCTOR 
GUSTAVO 
ADOLFO 
QUINTANA 
MEDICO  Y CIRUJANO, 
ESPECIALISTA EN 
GERONTOLOGIA, POLIGLOTA.  
   
PROCEDIMIENTOS PRIVADOS  
 
“He hecho 357 eutanasias, no es algo de 
que lo que yo me ufane, digo tal solo, que 
esas han sido las oportunidades reales de 
estar cerca, y de tener autoridad moral 
para poder entender que es lo que siente un 
enfermo terminal, para poder en algún 
momento decir, doctor ayúdeme por favor 
a terminar.” (Entrevista Doctor Gustavo 
Quintana)  
 
DOCTORA 
CARMENZA 
OCHOA 
URIBE 
ENFERMERA, ESPECIALISTA 
EN BIOETICA  
 
DIRECTORA EJECUTIVA DE 
LA FUNDACION PRO 
FUNDACION PRO DERECHO A 
MORIR DIGNAMENTE  
 
“Entidad de carácter educativo, no somos 
asistenciales, no atendemos pacientes, 
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DERECHO A MORIR 
DIGNAMENTE  
entonces informamos, ilustramos, a las 
personas en general y a los médicos, al 
personal de salud, y al personal de 
psicología y de todas estas ramas, sobre el 
tema de la muerte digna, en su sentido más 
amplio, cierto, entendido la muerte digna, 
como esa decisión personal que yo decido, 
que puede ser la muerte natural, o que 
puede ser los cuidados paliativos, o puede 
ser la eutanasia, que cada persona lo 
conozca, y también orientamos a 
pacientes, familias, médicos, psicólogas, 
en toma de decisiones al final de la vida, 
nosotros orientamos sobre como 
solicitarlo y acceder a una muerte digna, 
bien sea a través de los cuidados 
paliativos, o de la eutanasia” (Entrevista 
Carmenza Ochoa)  
 
DOCTOR 
ANTONIO 
SANCHEZ 
MEDICO Y CIRUJANO, 
ESPECIALISTA EN BIOETICA, 
MASTER EN CUIDADO 
PALIATIVO.  
 
PERTENECE AL COMITÉ DE 
ETICA HOSPITALARIA, Y DE 
ETICA E INVESTIGACION DE 
LA CLINICA LOS NOGALES. 
 
MIEMBRO DE LA ASOCIACION 
COLOMBIANA PARA ESTUDIO 
DEL DOLOR Y A LA 
ASOCIACION 
LATINOAMERICANA DE 
CUIDADO PALIATIVO. 
 
DOCENTE DEL DIPLOMADO 
DE CUIDADO PALIATIVO DE 
LA UNIVERSIDAD SANTIAGO 
DE CALI Y DEL DIPLOMADO 
INTERDISCIPLINAR DE 
CUIDADO PALIATIVO DE LA 
UNIVERSIDAD JUAN N. 
CORPAS.  
 
CUIDADOS PALIATIVOS, MANEJO 
DEL DOLOR Y ETICA MEDICA. 
 
“Yo trabajo en el área de bioética, bioética 
clínica, trabajo en el área de cuidados 
paliativos y manejo del dolor. En el área 
de bioética clínica, trabajo en la Clínica 
Los Nogales; en el tema de cuidado 
paliativo, trabajo en la Clínica Los 
Nogales y en el Policlínico del Olaya, 
también trabajo en una institución que se 
llama IPS Rangel Rehabilitación” 
(Entrevista Doctor Antonio Sánchez)   
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DOCTORA 
EUGENIA 
GUZMAN 
CERVANTES 
BACTERIOLOGA, 
MICROBIOLOGA, PSICOLOGA 
Y NEUROPSICOLOGA. 
 
MIEMBRO CONSULTOR DEL 
SERVICIO DE NEUROLOGIA 
EN LA FUNDACION SANTAFE 
DE BOGOTA POR MAS DE 20 
AÑOS.  
 
DOCENTE DE LA 
UNIVERSIDAD NACIONAL 
COLEGIO COLOMBIANO DE 
PSICOLOGOS  
 
“En cuanto a las alternativas para el modo 
de morir, la autora se aparta de la 
psiquiatría y psicología tradicionales y 
plantea como posible opción el suicidio 
racional, que no obedece a ninguna 
enfermedad mental o depresión, sino a una 
mirada realista a las condiciones de 
muerte en la vejez o en enfermedades 
terminales” (Resumen, Libro Soltando 
Amarras) 
Fuente: Ingrid Paipa y María Fernanda Villamizar. Marzo, 2018  
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LA DIGNIDAD HUMANA COMO FUNDAMENTO DE LA DESCRIMINALIZACIÓN 
DEL HOMICIDIO POR PIEDAD CONSENTIDO EN PACIENTES CON DOLORES 
PSÍQUICOS INSOPORTABLES E INCURABLES EN COLOMBIA 
 
 
Argumentos de derecho comparado para la descriminalización de la eutanasia 
 
 
Desenlace histórico de las concepciones de eutanasia  
 
Desde las primeras civilizaciones humanas la eutanasia ha estado presente, refiriéndose a 
conceptos en torno a la muerte, además, ha contado con personajes de múltiples corrientes, 
filosóficas, políticas, económicas, religiosas, y científicas que han moldeado lo que se entiende 
en la actualidad sobre la eutanasia. A fin de contextualizar la investigación, en su ámbito 
documental y descriptivo, se enlazaran tres referentes bibliográficos para fundamentar el 
desenlace histórico de la eutanasia, desde las diferentes perspectivas conceptuales, pues el 
planteamiento del presente proyecto debe esclarecer objetivamente las definiciones concretas 
acerca de las actuaciones destinadas a reducir el sufrimiento, teniendo en cuenta los 
antecedentes de una ideología basada en el exterminio de los más vulnerables, hasta llegar a las 
consideraciones biopoliticas mundiales, y nacionales, la jurisprudencia y el ordenamiento 
jurídico colombiano.  
El concepto original de la palabra Eutanasia se identifica en los albores de la civilización 
griega con el sentido etimológico de 'muerte buena' (Ej: bien, y Thanatos: muerte) y se 
confunde desde entonces con muchas de las aplicaciones en que a través de la evolución 
ha sido empleada, y de las cuales algunas revelaban solamente una visión muy limitada, 
como en la antigua Esparta, cuando los niños con malformaciones eran arrojados por el 
monte Taggeto (Eutanasia Eugenética o 'Depuración Genética' que hoy sería concebida 
como genocidio), o como aquella empleada por los Bretones, quienes aniquilaban 
rutinariamente a los enfermos incurables (hoy homicidio culposo, puesto que en esa época 
la 'incurabilidad' estaba definida por la falta de conocimiento). 
Hacia la era Grecorromana, en que la palabra Eutanasia se concibió como 'morir bien' o 
'morir sin dolor' (Hipócrates en su 'Juramento', Platón en la 'República III', Tácito en 
'Anales XVI', Epíceto en 'Manual', y otros), su uso en ningún aspecto es relacionado con 
la ayuda a morir. Su uso Ascético-Religioso llegó a calificar el 'buen morir' como ligado 
a la aceptación de los sufrimientos orgánicos hasta la forma de 'ofrecimiento' para llegar 
mejor a la otra vida.  
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Durante los siglos XVI y XVII aparecen los primeros usos médicos del concepto de 
Eutanasia como el buen morir en el sentido físico: como el último proceso de la salud y 
de la vida del hombre, en la cual la medicina debe utilizar todos los recursos de que pueda 
disponer para enfrentar la muerte. Desde ese momento se inicia tenuemente la 
controversia médica, humanista y ética acerca del sufrimiento y la muerte. (Bejarano, P., 
Guzmán, F., Villamizar, E., 1999)  
Se presentaron contrastes entre las posturas y se destacan las obras de Marx, el libro El 
derecho a la muerte, del Jurista Adolf Jost, y el libro El permiso para destruir las vidas carentes 
de valor vital, del filósofo y jurista Karl Binding, y el médico-psiquiatra Alfred Hoche, como 
semillas de la ética médica moderna.  
 
Foucault señala que el grupo de los anormales se establece, en el siglo XVIII, sobre tres 
figuras: el monstruo humano, el individuo a corregir y el onanista. En el primer caso, 
“destaca un juego... entre la excepción de la Naturaleza y la infracción del derecho”. En 
sus efectos jurídicos no remite a la ley...pero tampoco la ignora, más bien la engaña 
suscitando efectos, desencadenando mecanismos, exigiendo la existencia de instituciones 
para judiciales y marginalmente médicas” (Foucault, 1993:83-85). Los internos de 
instituciones psiquiátricas formarán parte, en el Tercer Reich, de ese monstruo humano” 
(Guralnik, G., 2013).  
 
El desarrollo histórico se tradujo en la Operación T4, un programa eugenésico en la 
Alemania nazi de 1939, se vio materializado en el asesinato de pacientes psiquiátricos, médicos, 
y discapacitados con la fundamentación ideológica de mejoramiento de la especie humana, la 
justificación era la compasión hacia el paciente, y el bienestar general, influido por intereses 
económicos.  
La eugenesia como ciencia estudia la manipulación genética de manera directa o indirecta 
para contribuir a lo que se conoce como el "mejoramiento" de la raza humana. Estas ideas 
fueron introducidas al mundo por Charles Darwin (1809-1882).  
Los estudios de Darwin sobre la evolución de las especies sostienen que debido a la 
selección natural todas las especies han evolucionado de un antepasado común. Ese 
proceso posteriormente lo aplica Galton (1869) a la sociedad y de allí deduce que hay 
unos individuos más fuertes que otros, implicando además que con el paso del tiempo 
incluso los individuos más fuertes se debilitarán al llegar a la vejez. (Guerra García, Y., 
2016).  
 
Están consideraciones son relevantes para comprender con mayor amplitud las condiciones de 
la época, y los argumentos ideológicos de la Alemania Nazi, pues no fueron los primeros en 
considerar las practicas eugenésicas. Galton, con su libro Hereditary Genius, funda las bases de 
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la eugenesia moderna en la selección de las especies, pues dispone que el talento esté 
determinado genéticamente.  
 
Galton se encontró completamente envuelto en el área de la herencia genética y el 
mejoramiento de la raza, lo que él denominó eugenesia. Según algunos tratadistas esa fue 
la primera vez en que dicho término fue usado. (Forrest 1995)  
…En 1883 Francis Galton plasmó su teoría sobre la eugenesia, la cual se basa en lo 
siguiente: 
1. El trabajo realizado por Charles Darwin acerca de la selección natural y la evolución de 
las especies. 
2. Las ideas de algunos pensadores de la época de que los recursos mundiales eran limitados 
y se iban a terminar, ya que iban con un ritmo inversamente proporcional al crecimiento 
de la población. 
3. Debido a la gran cantidad de personas en las ciudades, ello generaba hacinamiento y esto 
traía como consecuencia enfermedades de todo tipo como sífilis, tuberculosis, 
alcoholismo; lo cual en concreto degenera la raza (Galton, 1904). (Guerra García, Y. 
(2016).  
Durante el siglo XIX se hicieron esfuerzos por homologar la sociedad a un organismo. 
Cuando Darwin publicó, en 1859, “El origen de las especies”, ya Gobineau había 
publicado, en 1853-55, su “Ensayo sobre la desigualdad de las razas humanas” (Touchard, 
1979:509). El interés de Darwin era biológico, y apenas entraba en consideraciones sobre 
la especie humana. Pero su trabajo, leído fuera de contexto, fue la base para que los 
partidarios de la “supervivencia del más apto” se revistieran de un discurso pseudo-
científico… La idea prospera, también, al otro lado del Atlántico: “Al igual que en 
Inglaterra, el darwinismo social... constituye [en los EEUU] uno de los soportes 
principales del imperialismo” (Touchard, 1979:537)” (Guralnik, G., 2013).  
 
Las naciones industrializadas europeas legitimaron su discurso ideológico en el imperialismo 
como movimiento de mando, poder y explotación política y económica, que penetro en África, 
Asia y América latina; precisando que en Colombia, se insertó en la realidad jurídica por las 
relaciones internacionales que se buscaban con Estados Unidos.  
 
Las ideas eugenésicas, y por supuesto las prácticas y la normatividad que las 
acompañaron, penetraron en la naciente Colombia de finales del siglo XIX porque las 
élites de aquella época enviaban a sus hijos a educarse a Francia y a Inglaterra, países que 
estaban de moda en aquel siglo. Muchos colombianos fueron discípulos directos de Galton 
y sus ideas sobre la eugenesia y el mejoramiento de la raza no pasaron inadvertidas; por 
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el contrario, se convirtieron en una religión para personajes de la prominencia de Miguel 
Jiménez López, Laureano Gómez, Luis López de Mesa, Lucas Caballero, Jorge Bejarano 
y otros ilustres pensadores educados en Europa, que tuvieron el poder de hacer de sus 
ideas una realidad a través de leyes y normas de eugenesia, las cuales a su vez, igual que 
en el caso de la eutanasia, convirtieron a Colombia en uno de los países pioneros en esta 
materia en el mundo…Los principales conferencistas de la eugenesia activa en Colombia 
fueron Luis López de Mesa, Calixto Torres Umaña, Jorge Bejarano, Simón Araujo, 
Miguel Jiménez López, Lucas Caballero y Rafael Escallón. Sus teorías iban desde la 
descripción de los contextos históricos y políticos de Colombia (la Guerra de los Mil Días, 
el estado de los servicios públicos del país, la secesión de Panamá, el papel de la mujer en 
las fábricas de la época y el movimiento estudiantil, entre otros factores sociales y 
económicos explicados), hasta la contundencia de la idea irremediable de que si se quería 
salir de la pobreza en la que se hallaba Colombia había que hacer algo para detener la 
"degeneración de la raza" (darwinismo social causado por los "vicios", la influencia 
negativa del medio ambiente en la costa y el deterioro biológico heredado de los 
ancestros)” (Guerra García, Y., 2016).  
 
Terminado el recorrido histórico e ideológico, y llegando a la influencia de la eugenesia en la 
esfera política y social de Colombia, es significativo precisar que el concepto y desenlace de la 
Eutanasia ha tenido contaminaciones interpretativas, condiciones circunstanciales, y opulencias 
filosóficas.  
 
Colombia fue pionera, como lo es hoy en día en eutanasia (aunque en este sentido hay un 
limbo jurídico ya que en 1996 fue una jurisprudencia la que “despenalizó” la eutanasia y 
no la ley, con una modificación al actual Código Penal, artículos 107 y 108). Colombia 
legisló la eugenesia desde 1917. 
 
Jaime Carrizosa (2014) presenta un análisis muy completo sobre las principales normas 
que pertenecieron al periodo eugenista de principios de siglo xx en Colombia; sin 
embargo, su análisis fue eminentemente desde el punto de vista psiquiátrico, por eso hace 
alusión concretamente a aspectos de inmigración y prohibición del ingreso al país de 
personas con discapacidades mentales” (Guerra García, Y., 2016).  
 
La Corte Constitucional Colombiana en su jurisprudencia ha precisado la diferenciación 
conceptual de la interpretación del compendio jurídico existente, así,  
 
Se confunde los conceptos de homicidio eutanásico y homicidio eugenésico; en el primero 
la motivación consiste en ayudar a otro a morir dignamente, en tanto que en el segundo 
se persigue como fin, con fundamento en hipótesis seudocientíficas, la preservación y el 
mejoramiento de la raza o de la especie humana. Es además, el homicidio pietístico, un 
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tipo que precisa de unas condiciones objetivas en el sujeto pasivo, consistentes en que se 
encuentre padeciendo intensos sufrimientos, provenientes de lesión corporal o de 
enfermedad grave o incurable, es decir, no se trata de eliminar a los improductivos, sino 
de hacer que cese el dolor del que padece sin ninguna esperanza de que termine su 
sufrimiento. El comportamiento no es el mismo cuando el sujeto pasivo no ha manifestado 
su voluntad, o se opone a la materialización del hecho. (Sentencia C-239 de 1997) 
 
Tienen la misma finalidad, la muerte, pero están justificados en condiciones volitivas 
distintas, el homicidio eugenésico asume el descarte de los menos hábiles, discapacitados, 
enfermos, en fin, todo el que represente un esfuerzo y costo mayor para el Estado, que el ser 
humano promedio; y la segunda, tiene su raíz en el respeto por la dignidad humana, como 
principio, fundamento y valor del Estado.  
Como intentos de delimitaciones técnicas jurídicas de la Eutanasia, la Corte ha 
mencionado las actuaciones que tienen el mismo objeto, pero parten de diferentes puntos 
procedimentales.   
 
De acuerdo a la intervención médica, se ha establecido en Colombia la eutanasia activa, 
haciendo referencia a acciones que se realizan (medico), para suprimir el curso vital del 
paciente. Por otra parte, la eutanasia pasiva haciendo referencia a la interrupción de la injerencia 
médica en la preservación de vidas, tratamientos, medicamentos, y demás tecnologías 
científicas, para conseguir una muerte digna con el abandono de los procesos.  
 
A su vez, se han planteado delimitaciones según la intención del médico respecto de su 
intervención, se configura la eutanasia directa como “una provocación intencional del médico 
que busca la terminación de la vida del paciente” (Sentencia T-970 de 2014) y la eutanasia 
indirecta como aquella en la cual “la muerte no es pretendida sino que puede ser originada por 
efectos colaterales de tratamientos médicos intensos” (Sentencia T-970 de 2014).  
 
A raíz de esta delimitación intencional del actuar médico, la Corte ha establecido una 
categoría concerniente a la voluntad del paciente. La eutanasia voluntaria, la cual se basa en el 
consentimiento del paciente, la eutanasia no voluntaria, en la cual por condiciones específicas 
es imposible expresar el consentimiento, y la eutanasia involuntaria, en la cual no se tiene en 
cuenta el consentimiento.  
 
 
 
 
 
 
Derecho comparado: Regulación del derecho a morir dignamente 
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Holanda  
 
La legislación holandesa es un referente importante para el derecho comparado; representa la 
innovación jurídica en la regulación de esta temática. 
 
El proceso de legalización de la eutanasia comenzó en Holanda en 1973 con la sentencia 
absolutoria de la Doctora Truus Postma por el Tribunal de Leeuwarden (en 1971 ésta 
inyectó una dosis mortal de morfina a su madre que estaba muy enferma porque se lo 
había suplicado insistentemente). Años después, en 1984 la "Real Asociación Médica 
Holandesa" emitió unos criterios orientativos para los médicos sobre la práctica de la 
eutanasia que han sido fundamentales para que en 2001 se creara la 'Termination of Life 
on Request and Assisted Suicide Act' o en español la 'Ley de Comprobación de la 
finalización de la vida a petición propia y del auxilio al suicidio', que no se hizo efectiva 
hasta el 1 de Abril 2002. Esta ley dice eutanasia es 'toda intervención directa y eficaz del 
médico que cause la muerte del paciente que se encuentra en situación terminal o que 
sufre una enfermedad irreversible, cuyo padecimiento sea insoportable' 7, 8, 9. (Díaz 
López, J., 2016)  
 
La despenalización de la eutanasia en Holanda, tuvo su génesis por vía jurisprudencial, la 
Corte Suprema estableció cinco criterios, por medio de los cuales, por primera vez en el mundo, 
la eutanasia no sería delito. Consentimiento libre y voluntario, petición persistente, sufrimientos 
intolerables sin pronóstico de mejora, la eutanasia como última opción y la consulta de un 
médico experimentado independiente al médico tratante, estas condiciones fueron la raíz para 
que el Gobierno Holandés impulsara el desarrollo jurídico y de ética médica. Se  realizó una 
investigación real acerca de la eutanasia, y se ordenó a los médicos llenar un formato de 
procedimiento de notificación.  
 
La investigación se plasmó en el Informe Remmelink, que dio origen a la posterior 
reglamentación de 1993, entrando en vigencia en Junio de 1994. La eutanasia y la ayuda al 
suicidio, continuaron siendo tipificadas por el Código Penal, con la excepción, del 
cumplimiento de los cinco requisitos delimitados por el Corte Suprema.  
 
Basándose en la jurisprudencia del Tribunal Supremo, se puede afirmar que la finalización 
de la vida se considera permitida cuando: 
• Afecta a un paciente que puede ser considerado médicamente incurable, 
• Que el sufrimiento físico o mental sea subjetivamente insoportable o grave para el 
paciente, 
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• Que el paciente haya expresado previamente, por escrito u oralmente, su explícita 
voluntad de que se ponga fin a su vida y de modo que se le libere del sufrimiento (Peter 
J. P., 2003) 
 
Posteriormente, en el año 2002, vía legislativa se aprobó la Ley de la terminación de la 
vida y el suicidio asistido. Se modificó el Código Penal, incluyendo como causal eximente de 
responsabilidad las condiciones preestablecidas por la Corte, se delegó la competencia para 
probar el lleno de los requisitos legales, en cabeza de la Fiscalía. En cuanto al consentimiento, 
se expidió un nuevo procedimiento de notificación, en el que las manifestaciones de voluntad 
anticipada adquieren un valor legal y se regulo la eutanasia en menores de edad.  
 
El protocolo para acceder a la eutanasia y ayuda al suicidio, se estableció solo para 
personas residentes en Holanda, con sufrimientos insoportables y sin mejora, por medio de una 
petición voluntaria y reiterada, con la debida información médica al paciente, y la consulta a 
otro médico para corroborar el cumplimiento de los requisitos.  
   
 
Bélgica 
 
En Bélgica, el debate de la legalización de la eutanasia comenzó cuando se supo que en 
Holanda se había absuelto a la Doctora Postma en 1973. No obstante, la mayoría de 
acontecimientos importantes no se produjeron hasta 1994 y duraron hasta 2004. Estos 
actos se pueden dividir en tres momentos hasta la implantación de la ley. El primer 
momento fue el dictamen que en 1997 hizo el "Comité Asesor de Bioética de Bélgica" a 
petición de los presidentes del Senado y del Parlamento, al establecer una definición 
precisa de lo que debía entenderse por eutanasia: 'un acto realizado por una persona que 
pone fin a la vida de otra de manera intencionada a petición de ésta última'. Cabe decir 
que aunque se le pida a un médico realizarla, éste no está obligado a ello. El segundo 
punto crucial fue el cambio de gobierno que se produjo en las elecciones generales de 
1999. Durante 40 años la política belga estuvo dominada por los cristiano-demócratas, 
que se opusieron sistemáticamente a cualquier proyecto de regulación de la eutanasia. El 
nuevo gobierno formado por una coalición de 6 partidos liberales, socialdemócratas y 
verdes (el gobierno 'arco iris'), desde el primer momento planteó directamente como 
objetivo la legalización de la eutanasia. El cambio político fue crucial. El tercer 
acontecimiento fue la publicación en el año 2000 del estudio del profesor Luc Deliens y 
sus colaboradores, que reproducía en Bélgica los estudios realizados en Holanda con los 
certificados de defunción, el cual mostraba que la eutanasia era algo existente en la 
práctica de los médicos flamencos de manera clandestina, lo que provocaba que en 
ocasiones se dieran conductas poco apropiadas por parte de los médicos, como la muerte 
sin solicitud expresa del paciente (Díaz López, J., 2016)  
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La Ley Belga expedida casi simultáneamente a la Ley Holandesa, difiere en algunos 
aspectos de ella, la primera no regula el suicidio asistido, no exige que el medico encargado del 
procedimiento eutanásico sea el médico tratante del paciente, y además, garantiza la libertad de 
conciencia, pues el medico facilita la historia clínica para que el paciente se dirija a otro 
profesional de la salud, en caso de abstenerse a su realización. 
  
El desarrollo del compendio jurídico Belga en cuanto a la eutanasia, inicio en 2001, con la 
aprobación de la propuesta legislativa; en 2002 se promulga la Ley de la Eutanasia, la Ley de 
Cuidados Paliativos, y la Ley de Derechos de los Pacientes.  
 
El ordenamiento jurídico Belga se inspiró en Holanda, en referencia al tema de las 
notificaciones de la eutanasia, se estableció un procedimiento determinado por la Comisión 
Federal de Control y Evaluación, integrada por 50% médicos, 25% abogados y 25% 
organizaciones ciudadanas de voluntarios para esta temática.  
 
Ahora bien, los requisitos para acceder a una muerte digna tienen similitudes y diferencias 
con Holanda, se requiere ser mayor de edad o menor emancipado, capaz y consciente, petición 
voluntaria y reiterada o un documento de voluntad anticipada, y un sufrimiento psíquico o físico, 
producto de una enfermedad grave e incurable.  
 
Con posterioridad, se amplió la aplicación de la Ley, acobijando a pacientes menores de 
edad, e introdujo en 2014 la eutanasia sin límites de edad, basado en el discernimiento del 
menor.  
 
Con este panorama histórico-jurídico queda claro que la diligencia política es primordial 
en el proceso de regularización, así como, la creación del Comité de Bioética Nacional, que 
integra las distintas perspectivas de los actores, y la reglamentación estricta de las condiciones, 
requisitos y procedimientos acertados para la garantía del derecho de morir dignamente.  
 
 
Estados Unidos  
Estados Unidos nutre el precedente de los actos tendientes a garantizar el derecho a morir 
dignamente de los ciudadanos, pero este, no despenaliza la eutanasia, solo regula el suicidio 
asistido realizado por un médico, con condiciones estrictas. Tras un referendo, en 1994, Oregón 
es el primer estado en Estados Unidos en aceptar el Acta de Muerte Digna, por ende, el suicidio 
asistido para pacientes incurables.  
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Posteriormente, en 1997 se ratificó esta Ley, bajo las condiciones de mayoría de edad para 
los pacientes, muerte próxima, y consentimiento oral y escrito del deseo de acceder al derecho 
a morir con dignidad.  
 
España  
 
Pese a que la Corte Constitucional colombiana no menciona en su jurisprudencia a España, 
dentro del estudio del derecho comparado, en relación al derecho a morir dignamente, es 
acertado indicar la situación legal en dicho país, pues el caso de Ramón Sampedro conforma un 
antecedente universal importante para la eutanasia.  
 
El debate en España tiene características propias que lo diferencian del que tiene lugar en 
otros países de nuestro entorno. Se ha construido reiteradamente en torno a un solo caso, 
el de Ramón Sampedro. Esta persona había sufrido un grave accidente. En 1968, al saltar 
al mar, se dio un fuerte golpe que le convirtió en tetrapléjico a la edad de 25 años. En 
1993, tomó la decisión de reclamar su derecho a morir dignamente y, tras ser contactado 
por la Asociación Derecho a Morir Dignamente, desarrolló una obsesión para lograr que 
se pudiera poner fin a su vida mediante una acción eutanásica que supusiese igualmente 
un reconocimiento al derecho a pedir y lograr esta muerte. (Serrano Ruiz-Calderón, J., 
2007)  
 
De esta manera, en 2002, se concretó la Ley Básica Reguladora de la Autonomía del 
Paciente y de Derechos y Obligaciones en Materia de Información y Documentación Clínica, a 
fin de garantizar la posibilidad del rechazo a tratamientos y soportes vitales, por parte del 
enfermo; la inclusión del valor del testamento vital (voluntad anticipada) y el consentimiento.  
 
Para ilustrar mejor la situación legal del derecho comparado en cuanto a la temática, se 
presenta la siguiente tabla con los requisitos para acceder a la práctica de la eutanasia,  
Cuadro 13. Requisitos legales oficiales para la práctica de la eutanasia (o el suicidio asistido). 
Característica    Holanda        Bélgica          Luxemburgo    Oregón        Washington   Northern                                  
                                                                                                         (EEUU)           
 
(EEUU)         Territory    
                                                                                                                                                       (Australia) 
Nueva 
Zelanda  
Tipo EA – SA SA EA - SA SA SA EA – SA EA – SA 
Marco 
legal 
Euthanasia 
and 
Assisted 
Suicide  
Review 
Acta  
200110 
The Belgian 
Act on 
Euthanasia -  
200211 
Law of 
March 16th 
2009 on 
euthanasia 
and assisted 
suicide12 
Death with  
Dignity Act 
-  
199713 
The 
Washington  
Death with 
Dignity Act  
200914 
The 
Northern  
Territory's  
Right of the 
Terminally 
Ill Act 199515 
End of Life 
Choice Bill  
201316 
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Terminal No hay 
requisito 
Condición 
médica  
fútil 
Situación 
médica 
incurable y 
grave 
Enfermeda
d terminal 
Terminalment
e enfermo 
Enfermedad 
terminal 
Enfermedad 
terminal o 
enfermedad 
que hace la 
vida 
"insufrible" 
Característica   Holanda       Bélgica           Luxemburgo   Oregón        Washington       Northern             Nueva 
                                                                                                         (EEUU)            (EEUU)            Territory    
                                                                                                                                                         (Australia)
             Zelanda 
Pronóstico No hay 
requisito 
No hay 
requisito 
No hay 
requisito 
6 meses 6 meses No 
especificada 
12  meses 
Información Situación y 
sus 
prospectos 
Estado de 
salud y 
expectativa 
de vida 
Estado de 
salud y 
expectativa 
de vida 
Diagnóstic
o y 
pronóstico 
Diagnóstico y 
pronóstico 
Diagnóstico y 
pronóstico 
  
Voluntaried
ad 
Persistente, 
sin coerción 
y bien 
considerada 
Bien 
considerada, 
repetida y sin 
presión 
externa 
Persistente y 
sin presión 
Sin 
coerción. 
Persistente, 
sin coerción 
Libre y bajo 
debida 
consideración
. 
Persistente 
Capacidad No 
influencia 
de 
enfermedad 
mental o 
uso de 
drogas 
Competente y 
consciente al 
momento de 
la  
solicitud 
Capaz y 
consciente en 
el momento 
de la  
solicitud 
Capaz de 
hacer y 
comunica
r las 
decisiones 
acerca de 
su 
atención 
en salud 
Mentalmente 
competente 
El paciente 
no sufre de 
una 
depresión 
clínica 
tratable, no 
relacionada 
con su 
enfermedad 
Mentalment
e 
competente 
Sufrimiento Sufrimiento 
intolerable 
y duradero 
sin 
prospecto 
de mejora 
Condición 
médica de 
sufrimiento 
constante e 
insoportable 
que no puede 
ser aliviado, 
causado por 
una 
enfermedad o 
un accidente. 
Sufrimiento 
físico o 
mental 
intolerable y 
constante sin 
prospecto de 
mejora 
Sufrimient
o 
inaceptabl
e 
  Experiment
a dolor, 
sufrimiento 
o angustia 
inaceptable 
para el 
paciente 
Condición  
física o  
mental que 
hace que 
su vida sea 
insoportabl
e 
Alternativas Alternativas 
razonables 
disponibles 
Posibles 
cursos de 
acción 
terapéuticos y 
paliativos y 
sus 
consecuencia
s. 
Establecer 
las 
posibilidades 
terapéuticas 
como las 
posibilidades 
del cuidado 
paliativo y 
sus 
Informar 
alternativa
s factibles 
para 
control de 
dolor, 
cuidados y 
hospicios. 
Informar 
alternativas 
factibles para 
control de 
dolor, 
cuidados y 
hospicios. 
  
No hay 
alternativas 
para aliviar 
el dolor, 
sufrimiento 
o angustia. 
Aconsejado 
sobre 
opciones 
disponibles, 
incluyendo 
cuidado 
paliativo 
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consecuencia
s 
Concepto 
del paciente 
No hay otra 
solución 
razonable 
No hay una 
alternativa 
razonable 
No hay otra 
solución 
razonable 
Sin 
especificar 
Sin 
especificar 
No hay 
prospecto 
realista de 
curación 
  
Valoración Dos 
médicos 
Dos médicos Dos médicos Dos 
médicos 
Dos médicos Dos médicos Dos 
médicos 
Evaluación 
mental 
Si se 
considera 
juicio 
afectado por 
trastorno 
El segundo 
médico puede 
ser psiquiatra 
Si se 
considera 
juicio 
afectado por 
trastorno 
Si se 
considera 
juicio 
afectado 
por 
trastorno 
A necesidad De ser 
necesario, en 
menos de 12h 
  
Equipo de 
trabajo 
  Si hay un 
equipo de 
enfermería 
Consultar         
Familia   Aceptación 
de 
información a 
familiares 
Comentarlo 
previa 
autorización 
Sugerencia 
de 
informar 
Sugerencia de 
información 
directa 
  Consultar 
Fuente: Protocolo de aplicación del procedimiento de eutanasia en Colombia, Ministerio de Salud y Protección 
social, 2015.  
 
 
 
Reglas jurisprudenciales aplicables a la descriminalización del homicidio  
por piedad consentido en pacientes con dolores psíquicos insoportables e incurables en 
Colombia 
 
  
Desenlace histórico y  jurídico de la dignidad humana 
 
La noción de dignidad humana es uno de los conceptos que en el ámbito del derecho y la 
filosofía presentan mayores problemas para su esclarecimiento y definición, en gran 
medida porque depende de la concepción filosófica en la cual se fundamente la 
argumentación; por ello tal vez la conceptualización de la dignidad más utilizada en la 
actualidad tiene un carácter meramente instrumental, en la que se hace referencia a la 
dignidad como el trato o respeto debido a las personas por su sola condición de seres 
humanos, pero sin entrar a señalar las razones o por qué se le debe ese trato, con lo que se 
deja a otros ámbitos de reflexión el indagar sobre la naturaleza humana o las 
características de lo humano que sustentan la dignidad.4… De la comprensión que se 
tenga de la naturaleza humana deriva el trato que debe dársele a todo ser que posea dicha 
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naturaleza, a lo que denominamos “dignidad”. Vocablo que deriva del latín dignitas, que 
a su vez deriva de dignus, cuyo sentido implica una posición de prestigio o decoro, “que 
merece” y que corresponde en su sentido griego a axios o digno, valioso, apreciado, 
precioso, merecedor.2” (Martínez Bullé V. M. -Goyri, 2013) 
 
La dignidad humana ha tenido un desenlace jurídico contemporáneo, a partir de la 
Revolución Francesa, el crecimiento poblacional mundial, las condiciones de los años 1800, y 
el alce de los trabajadores; la Revolución Industrial, los intereses económicos, y tecnológicos, 
ante el impostergable progreso del capital, la industria, la expansión y la ciencia.  
 
Así mismo, las guerras mundiales, el derramamiento de sangre, los campos de 
concentración, los desarrollos científicos, la migración masiva, el desabastecimiento 
alimenticio, y el rompimiento del tejido social en enfrentamientos por territorios, política, raza 
y/o religión, dieron paso a la democracia,  
Se impuso en la teoría y en la práctica como el único régimen posible para las sociedades 
modernas, en especial a partir del fin de la Segunda Guerra Mundial y la creación de la 
Organización de las Naciones Unidas, todas las naciones que no contaban con regímenes 
democráticos o que conservaban instituciones no democráticas, paulatinamente fueron 
modificando sus marcos constitucionales y estructuras políticas para instaurar modelos 
democráticos al menos en sus diseños. (Martínez Bullé V. M. -Goyri, 2013) 
 
Por tanto, los derechos humanos se anexan al derecho internacional, con la creación de la 
ONU (1945), la expedición de la Declaración Universal (1948), la Convención Europea (1950), 
Pactos Internacionales (1966), y Convención Americana de Derechos Humanos (1969). Se 
delineo la estructura contemporánea y el alcance de los derechos humanos, en materia jurídica.  
 
A su vez, la edificación del Sistema Interamericano de DDHH, conformado por la 
Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, dispuso una consolidación en el 
continente Americano, bajo las directrices de las instituciones democráticas, la libertad 
individual y la justicia.  
Como desarrollo de la modernidad y la posmodernidad la dignidad asumió una dimensión 
más amplia al pasar a ser entendida no como un hecho sino como un deber de respeto, 27 
con especial importancia social a partir de que se asume como deber de la autoridad del 
Estado el respetar la dignidad28 y éste se consigna en normas jurídicas del más alto nivel, 
como son los textos constitucionales. La primera Constitución que consagró la obligación 
del Estado de respetar la dignidad humana fue la Constitución de Irlanda de 1937, que 
afirmó expresamente en su artículo 1o.: “La dignidad del hombre es intocable. Respetarla 
y protegerla es obligación de todo poder estatal. (Martínez Bullé V. M. -Goyri, 2013) 
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Consecuente con el desarrollo histórico, la concepción jurídica de la dignidad humana se 
implantó como sostén en los estados constitucionales, España, Alemania, Italia, Chile, 
Paraguay, Bolivia, Brasil, Perú, Ecuador, Venezuela, Colombia, entre otros, acoplando sus 
sistemas jurídicos a los parámetros del derecho internacional contemporáneo.  
 
 
La Constitución de 1886 y 1991 frente a la dignidad humana  
 
Colombia, tuvo sus inicios en la democracia moderna con la constitución de 1886, se creó un 
lineamiento del control estatal para los ciudadanos, y se centralizo el poder. Para la época, 
fuertes enfrentamientos entre liberales y conservadores, y la Constitución de Rionegro, dieron 
lugar a la declaración de estados independientes, con poder casi autónomo, frente a sí mismo. 
Así pues, el surgimiento de esta nueva constitución, derroco su antecesora, la constitución de 
1863, de ideología liberal. 
 
En los años noventa el escenario internacional se modificó propiciando un escenario de 
mayor respeto por los DDHH. La caída del Bloque Socialista redujo la ansiedad de las 
políticas de seguridad nacionales. La apertura democrática en América Latina, de la 
misma manera, generó el incentivo para que los Estados, al menos de forma retórica, 
empezaran a mostrarse más receptivos al discurso del DIDH (López Medina, D., Sánchez 
Mejía, A., p. 317-352, 2008)  
 
Colombia implemento la separación de poderes, la organización administrativa de los 
territorios en departamentos, y la congregación del Ejército Nacional. La mediación de la iglesia 
católica fue limitada, se otorgó un régimen especial en materia fiscal, y se confirió el control 
educativo. De esta manera, se desertó de ser los Estados Unidos de Colombia, para irrumpir en 
ser la República de Colombia.  
 
Tras esta gesta, se desataron eventos históricos que marcaron el camino socio-jurídico del 
país, la guerra civil, la guerra de los mil días, la separación de Panamá, reformas 
constitucionales, grupos al margen de la ley, el narcotráfico y la violencia, entrelazaron a los 
estudiantes para la conformación de un movimiento, distinguido como la séptima papeleta. En 
las elecciones de 1990, se incluyó una papeleta adicional, que pretendía consultar al pueblo 
colombiano, acerca de la creación, de una Asamblea Nacional Constituyente, con miras a la 
reorganización estatal.  
 
El pueblo expreso su poder soberano, se reunieron los principales representantes de la 
ciudadanía y se expidió la constitución de 1991. Se introdujeron cambios notables en el 
panorama jurídico nacional, desde la estructuración del poder estatal, la adopción de la 
democracia participativa, el reconocimiento de las minorías étnicas y la cultura, la creación de 
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la Fiscalía General de la Nación, la creación de la Corte Constitucional, la creación del Consejo 
Superior de la Judicatura, la creación de la Defensoría del Pueblo, el establecimiento del Estado 
como laico, entre muchos otros.  
 
Así mismo, la nueva Constitución  desde su preámbulo garantiza “la vida, la convivencia, 
el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz” (Constitución Política 
de Colombia, 1991).  En seguida, el Artículo 1 posesiona a la dignidad humana, como el 
fundamento del Estado.  
 
A partir de allí, la Corte Constitucional con la competencia que la Carta le confirió, inicio 
sus esfuerzos para blindar la democracia; por su parte, el pueblo revistió de autoridad jurídica 
su derecho a ser escuchados, reconocidos y respetados, los dotó con mecanismos para la garantía 
inmediata de los derechos fundamentales.  
 
La armonización entre los dos ordenamientos jurídicos (Derecho Internacional de 
Derechos Humanos y Derechos Fundamentales en el Derecho Nacional) aumentó 
notoriamente de intensidad cuando la Corte Constitucional empezó, no sólo a utilizar 
DIDH en sus propios pronunciamientos, sino a crear una dogmática sencilla (pero 
tremendamente valiosa) de remitir al DIDH, con fundamento en la doctrina francesa, que 
empezó a hablar, en los años setenta, de la existencia de un “bloc de constitutionnalité” 
19. Esta doctrina cumplió el papel de recibir el DIDH, al nivel de una alta Corte, con lo 
cual se aumentó la legitimidad de su utilización rutinaria dentro del sistema. (López 
Medina, D., Sánchez Mejía, A., p. 317-352, 2008)  
 
La entrada de Colombia al nuevo derecho,  
 
Insertó en nuestra realidad jurídico-constitucional un amplio catálogo de derechos, pero 
fue la jurisprudencia de la Corte la que permitió que el mismo entrara en vigor. Los jueces 
constitucionales (es decir, todos) han comenzado en esta última década a realizar su 
función con base en renovados parámetros interpretativos. (García Jaramillo, L., 2008) 
 
El Constituyente instauro a la Corte Constitucional como intérprete supremo de la Carta 
Magna, por cuanto, se doto de suficiente potestad, para su interpretación y su salvaguarda, se 
instauró como el órgano estatal encargado del control abstracto de constitucionalidad.  
 
Jurisprudencia en torno a la dignidad humana en Colombia 
 
La jurisprudencia en tema de dignidad humana, tuvo sus tempranos inicios en 1992; la línea 
jurisprudencial se podría dividir en tres ciclos, de acuerdo con el desarrollo histórico, jurídico y 
social, de las transformaciones conceptuales e interpretativas de esta temática.  
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El primer ciclo, abarca desde 1992, hasta 1994, realizan el bosquejo del concepto de 
dignidad humana, como atribución a los ciudadanos, por el simple hecho de ser persona. Este 
ciclo se encargó del primer paso, e implanto que  
 
El respeto de la dignidad humana debe inspirar todas las actuaciones del Estado. Los 
funcionarios públicos están en la obligación de tratar a toda persona, sin distinción alguna. 
La integridad del ser humano constituye razón de ser, principio y fin último de la 
organización estatal. (Sentencia T-499/92) 
 
El segundo ciclo, abarca desde 1995, hasta 2008, se disponen un poco más de 190 
sentencias. Esta opulencia jurisprudencial, se traduce en la demarcación profunda del alcance y 
peso de la dignidad humana en Colombia, se amplía su autoridad al darle el carácter de derecho 
fundamental, principio y valor del Estado. Este ciclo, introduce la correcta configuración del 
mencionado derecho, en cuanto a su naturaleza, su contenido material, y el respeto.   
 
La corte parte de tres razonamientos, al momento de puntualizar la esencia de la entidad 
normativa, 
 
(i) La dignidad humana entendida como autonomía o como posibilidad de diseñar un plan 
vital y de determinarse según sus características (vivir como quiera). (ii) La dignidad 
humana entendida como ciertas condiciones materiales concretas de existencia (vivir 
bien). Y (iii) la dignidad humana entendida como intangibilidad de los bienes no 
patrimoniales, integridad física e integridad moral (vivir sin humillaciones). (Sentencia 
T-881/2002) 
 
De la misma manera, la Sala se encargó de detallar la finalidad, basado en la autonomía 
individual, las condiciones materiales para la realización del proyecto de vida, y la integridad, 
tanto física, como espiritual.  
 
Estos ámbitos, en suma, se traducen en la visión y contenido material de la dignidad 
humana. Además, la Corte Constitucional concreta que “Los ámbitos de protección de la 
dignidad humana, deberán apreciarse no como contenidos abstractos de un referente natural, 
sino como contenidos concretos, en relación con las circunstancias en las cuales el ser humano 
se desarrolla ordinariamente (Sentencia T-881, 2002)  
 
En cuanto al respeto a la dignidad humana, la Sala puntualizo  
 
La existencia de dos normas jurídicas que tienen la estructura lógico normativa de los 
principios: (a) el principio de dignidad humana y (b) el derecho a la dignidad humana. 
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Las cuales a pesar de tener la misma estructura (la estructura de los principios), 
constituyen entidades normativas autónomas con rasgos particulares que difieren entre sí, 
especialmente frente a su funcionalidad dentro del ordenamiento jurídico. (Sentencia T-
881/2002) 
 
El tercer ciclo, abarca desde 2009, hasta la actualidad, y es el resultado de la puesta en 
marcha de la concepción y alcance, que la Corte instituyó, para el contenido normativo de 
dignidad. Las sentencias hito en temas controversiales como la relación entre derecho y moral, 
dosis personal, autodeterminación de los enajenados mentales, despenalización del homicidio 
por piedad, asuntos carcelarios, despenalización del aborto, entre otros, confluyen en el ámbito 
de la dignidad, y a partir de allí, desarrollan los criterios para su regulación dependiendo de la 
temática.  
 
Así pues, el desarrollo jurisprudencial expone una línea clara, en la cual, la dignidad se 
materializa como principio subjetivo, justificado en la autonomía, la esfera personal e 
individual, que limita la acción del Estado.  
 
Cabe aclarar que, la dignidad humana compone junto con la autonomía individual, el 
derecho a morir dignamente, el cual fue tocado por primera vez en la sentencia T-493 de 1993, 
y dispuso el amparo para  
 
La libertad general, que en aras de su plena realización humana, tiene toda persona para 
actuar o no actuar según su arbitrio, es decir, para adoptar la forma y desarrollo de vida 
que más se ajuste a sus ideas, sentimientos, tendencias y aspiraciones, sin más 
restricciones que las que imponen los derechos ajenos y el ordenamiento jurídico. 
(Sentencia T-493 de 1993).  
 
 Posteriormente, en 1997, la Corte le adjudico el carácter de derecho fundamental, que 
aun estando ligado a la vida, es independiente. Con posterioridad, en 2014, se amplió la 
conceptualización en torno al tema, y la Sala expreso en una Sentencia de Tutela que  
  
Sencillamente, se trata de un derecho fundamental complejo y autónomo que goza de 
todas las características y atributos de las demás garantías constitucionales de esa 
categoría. Es un derecho complejo pues depende de circunstancias muy particulares para 
constatarlo y autónomo en tanto su vulneración no es una medida de otros derechos. 
(Sentencia T-970/14) 
 
 
Derecho Penal frente al homicidio por piedad  
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Desde la óptica del derecho penal, es relevante precisar el enlace del bloque de 
constitucionalidad con el desarrollo de los derechos humanos, la dignidad humana y el derecho 
a morir dignamente hasta el homicidio por piedad consentido.  
 
 
Código Penal de 1936 y 1980 
 
En 1936, el Código Penal vigente contemplaba el homicidio consentido, con pena de 3 a 10 
años, en este tipo penal, el consentimiento del sujeto pasivo era considerado atenuante de 
responsabilidad. También, estaba regulado el homicidio pietistico, con el tipo subjetivo de 
acelerar una muerte próxima.  
 
Posteriormente el Código Penal de 1980 estableció el homicidio por piedad como una 
conducta que puede ser cometida por cualquier persona, y el sujeto pasivo debe padecer 
enfermedad o lesión corporal, con pena de 6 meses a 4 años. También, estaba reglamentada la 
ayuda al suicidio, con pena de 2 a 6 años.  
 
En el sistema de fuentes del derecho anterior a 1991, los TIDH que Colombia había 
ratificado eran considerados formalmente como manifestaciones ordinarias del legislador 
y, por tanto, ubicados debajo de la Constitución Política, junto con muchos otros tratados 
internacionales, sin consideración alguna a su importancia o impacto estructural. Debe 
igualmente recordarse que la Constitución de 1886, e incluso sus reformas a lo largo del 
siglo XX, fueron en general altamente “nacionalistas” en su tratamiento de los derechos 
individuales, por la sencilla razón de que en la época de su redacción original el 
movimiento internacional de los derechos humanos no era aún una fuerza política o 
jurídica del peso que luego adquiriría” (López Medina, D., Sánchez Mejía, A., p. 317-
352, 2008)  
 
 
El Constituyente estableció la primacía del acto en el derecho penal, por tanto, reprocha solo la 
conducta social, e incluye el principio de culpabilidad, cimentado en la voluntad del individuo.   
 
La Corte en su Jurisprudencia ha expresado que la pena debe ser proporcional al grado de 
culpabilidad (dolo, culpa y preterintención), y el fin perseguido por el sujeto. Los componentes 
psicológicos son examinados cuando el acto punible expresamente los menciona para fijar la 
agravación, atenuación, o exclusión de la pena.  
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La Constitución de 1991 en su proceso de ajuste al derecho internacional, busco enlazar los 
derechos constitucionales con los conceptos, mecanismos, e instrumentos internacionales, como 
se observa en su Artículo 93 
 
Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los 
derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen 
en el orden interno. Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de 
conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por 
Colombia. (Constitución Política de Colombia, 1991) 
 
Posteriormente adicionado como paso de internacionalización de los derechos humanos, 
mediante Acto legislativo 02 de 2001 
 
El Estado Colombiano puede reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional en 
los términos previstos en el Estatuto de Roma adoptado el 17 de julio de 1998 por la 
Conferencia de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas y, consecuentemente, ratificar 
este tratado de conformidad con el procedimiento establecido en esta Constitución. La 
admisión de un tratamiento diferente en materias sustanciales por parte del Estatuto de 
Roma con respecto a las garantías contenidas en la Constitución tendrá efectos 
exclusivamente dentro del ámbito de la materia regulada en él”. (López Medina, D., 
Sánchez Mejía, A., p. 317-352, 2008)  
 
En el proceso de armonización del derecho nacional con el derecho internacional,  
 
La Corte ha pasado por tres etapas20: en la primera (1992-1995), la Corte empezó a citar 
elementos de DIDH en su interpretación de la Constitución colombiana; en una segunda, 
a partir de la sentencia C-225 de 1995, la Corte empieza a hablar explícitamente del 
“Bloque de Constitucionalidad” para referirse al valor supralegal que tienen, en derecho 
colombiano, los TIDH, el DIH, las leyes orgánicas y la ley estatutaria de estados de 
excepción21, precisando, de esa manera, el conjunto de normas a las que debe remitirse el 
operador judicial y utilizándolas, de forma mucho más frecuente. Finalmente, en el tercer 
período, la Corte ha terminado por decantar con mayor precisión el conjunto de normas 
que conforman el Bloque de Constitucionalidad (López Medina, D., Sánchez Mejía, A., 
p. 317-352, 2008)  
 
 
El derecho penal en cuanto a los derechos de los procesados y las victimas se relaciona 
con los instrumentos jurídicos internacionales, por ende,  
Es preciso resaltar que los grandes debates en los últimos años sobre la aplicación del 
Bloque de Constitucionalidad en materia penal se han dado en torno a la expedición de la 
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Ley 600 de 2000 y luego de la Ley 906 de 2004 (López Medina, D., Sánchez Mejía, A., 
p. 317-352, 2008)  
 
Código Penal 2000 
 
El nuevo Código Penal, presenta el tipo penal del homicidio por piedad como “el que matare a 
otro por piedad, para poner fin a intensos sufrimientos provenientes de lesión corporal o 
enfermedad grave e incurable, incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años” (Artículo 106, Ley  
599 de 2000). 
 
 
Elementos estructurales del homicidio por piedad 
 
 Los elementos estructurales de tipo objetivo describen un sujeto activo y pasivo singular 
indeterminado, matar como el verbo rector, el objeto material es personal, el objeto jurídico es 
la vida e integridad personal, y el ingrediente descriptivo es la piedad. Por su parte, el tipo 
subjetivo contiene la tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad. 
 
En el caso del homicidio pietístico, consentido por el sujeto pasivo del acto, el carácter 
relativo de esta prohibición jurídica se traduce en el respeto a la voluntad del sujeto que 
sufre una enfermedad terminal que le produce grandes padecimientos, y que no desea 
alargar su vida dolorosa. La actuación del sujeto activo carece de antijuridicidad, porque 
se trata de un acto solidario que no se realiza por la decisión personal de suprimir una 
vida, sino por la solicitud de aquél que por sus intensos sufrimientos, producto de una 
enfermedad terminal, pide le ayuden a morir. (Sentencia C-239-1997) 
 
La piedad  
El elemento principal del homicidio por piedad, es la piedad, la Corte la define como  
Un estado afectivo de conmoción y alteración anímica profundas, similar al estado de 
dolor que consagra el artículo 60 del Código Penal como causal genérica de atenuación 
punitiva; pero que, a diferencia de éste, mueve a obrar en favor de otro y no en 
consideración a sí mismo (Sentencia C-239/1997) 
La Corte ha expresado que la conducta del homicidio por piedad, obedece a móviles 
altruistas, y siguiendo la línea doctrinal del derecho penal de acto, respetando el principio de 
culpabilidad, aun la conducta siendo antijurídica, la sanción es menor por el componente 
subjetivo.  
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Así mismo ha puntualizado,  
No existe homicidio piadoso cuando una persona mata a otro individuo que no padece 
esos sufrimientos, aun cuando invoque razones de piedad. En este caso, que constituye un 
homicidio simple, o incluso agravado, la muerte es el producto del sentimiento egoísta 
del victimario, que anula una existencia, porque a su juicio no tiene ningún valor 
(Sentencia C-239/1997) 
Esta conducta difiere de la tipificación del homicidio por piedad, pues el sujeto activo ve 
la muerte como un acto de compasión ante el sufrimiento.  
 
 
Inducción o ayuda al suicidio  
 
El Código Penal de 2000, tipifica la inducción o ayuda al suicidio como 
Artículo 107. Inducción o ayuda al suicidio. El que eficazmente induzca a otro al suicidio, 
o le preste una ayuda efectiva para su realización, incurrirá en prisión de dos (2) a seis (6) 
años. 
Cuando la inducción o ayuda esté dirigida a poner fin a intensos sufrimientos provenientes 
de lesión corporal o enfermedad grave e incurable, se incurrirá en prisión de uno (1) a dos 
(2) años (Ley 599 de 2000) 
Este tipo penal, cuenta con los elementos de tipo objetivo que describen al sujeto activo 
y pasivo como singular indeterminado, inducir como verbo rector, el objeto material es personal, 
el objeto jurídico es la vida e integridad personal, y además, cuenta con los elementos de tipo 
subjetivo. 
De acuerdo a ello, es necesario establecer diferencia entre inducir al otro al 
suicidio y prestarle ayuda efectiva para ello. Cuando se habla de inducir al otro, se pone 
en tela de juicio problemáticas como el acoso escolar, el cual podría  implicar riesgo en 
la calidad de vida de la persona que es objeto de éste; por ejemplo, quien sea víctima de 
dichos actos  “puede presentar depresión, temor, baja autoestima, aislamiento y 
sentimientos de rechazo. (…).  El acoso puede incluso impulsar (…) a tomar decisiones 
extremas como el suicidio” (Cepeda-Cuervo, E., Pacheco-Durán, P, García-Barco, L., & 
Piraquive-Peña, C., 2008, p. 518); se trata de una situación de impacto emocional tal, que 
desde la percepción de quien lo sufre, la única salida visible es su muerte (Carmona Rave, 
L., 2018) 
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Prestarle ayuda efectiva implica ser un medio para el fin, no es actor directo por cuanto 
no se tipifica como homicidio, tiene una justificación en poner fin a intensos sufrimientos, 
producto de enfermedad grave e incurable.  
Es oportuno mencionar, que las precisiones conceptuales que se han realizado 
anteriormente, acerca de las dimensiones de la eutanasia, el homicidio por piedad, y la inducción 
o ayuda al suicidio, se basan en el desenlace colombiano, pues en otras latitudes, las precisiones 
conceptuales difieren. 
 
Cuadro 14. Situación legal de la eutanasia y del suicidio asistido en Europa, Oregón y Australia 
 
SITUACIÓN LEGAL DE LA EUTANASIA Y DEL SUICIDIO ASISTIDO EN EUROPA, 
OREGÓN Y AUSTRALIA 
País  Situación legal 
Eutanasia Suicidio Asistido 
España - - 
Holanda + + 
Bélgica + + 
Suiza - + 
Reino Unido - - 
Alemania - +/- 
Francia - - 
Dinamarca - - 
Oregón - + 
Australia  - - 
-: penalizado; +: despenalizado 
Fuente: c. De miguel Sánchez, a. López Romero, equipo de soporte de atención domiciliaria (ESAD). Comité de 
ética para la asistencia sanitaria. Área 7. Atención primaria. Gerencia atención primaria área 2. Madrid, med pal 
(madrid) medicina paliativa vol. 13: N. º 4; 207-215, 2006 
 
 
Consentimiento Informado 
 
Ley 23 de 1981 
 
En Colombia, la ética médica es regulada por la Ley 23 de 1981, en ella, se señala expresamente 
el requerimiento del consentimiento para aplicar procedimientos experimentales, tratamientos 
médicos/quirúrgicos, procedimientos diagnósticos invasivos o no, y en general, cualquier 
procedimiento que el medico considere necesario. Aun cuando la Ley no exige tener en cuenta 
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el consentimiento del paciente rutinariamente, desde la ética médica se demanda la aplicación 
del procedimiento tendiente a asegurar los derechos del paciente. 
 
El consentimiento informado debe ser idóneo y eficaz, por cuanto, debe contener la 
explicación técnica del procedimiento, los riesgos materiales y las complicaciones a los que 
podría dar lugar, los procedimientos alternativos viables, y los riesgos de no tomar el 
tratamiento.  
 
 
Consentimiento informado desde la ética y la responsabilidad medica  
 
La primera referencia al consentimiento informado se produjo a finales de la década del 
cincuenta, en los Estados Unidos, con ocasión de una demanda por negligencia en el caso 
de un paciente al que le fue practicada una aortografía translumbar y que tuvo como 
secuela una parálisis permanente. Es el famoso "Caso Salgo", en el que la Corte dictaminó 
que al médico le correspondía el deber de informar previamente al paciente sobre todo lo 
relacionado con el procedimiento al que se iba a someter. Desde ese momento se 
consideró la posibilidad de que el consentimiento informado fuera reconocido como un 
derecho del paciente. De una instancia jurídica el consentimiento informado pasó al 
campo ético (Gamboa Bernal, G., 2009) 
 
A partir de allí, se incluyó el consentimiento informado en los manuales de ética médica, 
este es un tema de la medicina contemporánea, se fundamenta en la autodeterminación del ser 
humano, ligado con la autonomía individual. Se configura como una responsabilidad de 
informar para el médico, y un derecho a ser informado para el paciente. 
 
El Ministerio de Salud en 1991 expidió la Resolución 13437, en ejercicio de sus 
atribuciones legales, especialmente las conferidas por los artículos 6º y 120 del Decreto 
Ley 1471 de 1991, “por la cual se constituyen los Comités de Ética Hospitalaria y se 
adopta el Decálogo de los Derechos de los Pacientes,”[47]la cual se encuentra vigente. 
  
A través de tal instrumento resolvió acoger en el artículo 1º como postulados básicos para 
propender por la humanización en la atención a los pacientes y garantizar el mejoramiento 
de la calidad en la prestación del servicio público de salud, entre otros, los siguientes 
derechos de los pacientes, que deberán ejercerse sin ningún tipo de restricciones: 
  
“(…) 
2. Su derecho a disfrutar de una comunicación plena y clara con el médico, apropiadas 
a sus condiciones sicológicas y culturales, que le permitan obtener toda la información 
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necesaria respecto a la enfermedad que padece, así como a los procedimientos y 
tratamientos que se le vayan a practicar y el pronóstico y riegos que dicho tratamiento 
conlleve. También su derecho a que él, sus familiares o representantes, en caso de 
inconciencia o minoría de edad consientan o rechacen estos procedimientos, dejando 
expresa constancia ojalá escrita de su decisión. 
(…) 
5. Su derecho a que se le preste durante todo el proceso de la enfermedad, la mejor 
asistencia médica disponible, pero respetando los deseos del paciente en el caso de 
enfermedad irreversible. 
(…) 
10. Su derecho a morir con dignidad y a que se le respete su voluntad de permitir que el 
proceso de la muerte siga su curso natural en la fase terminal de su 
enfermedad.” (Énfasis agregado) 
  
Por otro lado, los artículos 2º, 3º y 4º establecen la conformación y funcionamiento 
de Comités de Ética Hospitalaria, en cada una de las entidades prestadoras del servicio 
de salud del sector público y privado, entre cuyas funciones están las de divulgar los 
derechos de los pacientes y velar por que se cumplan.[48]” (Sentencia T-721 de 2017) 
 
Respecto de la responsabilidad medica se entiende que “la obligación contractual o 
extracontractual del médico respecto de la persona a quien va a tratar, es una prestación de 
servicios enmarcada en el consentimiento” (Ruiz, W.,  2004), por ende, desde que se cumpla el 
protocolo establecido, no hay lugar a responsabilidad médica, ni penal, y se configura un 
eximente de responsabilidad, respecto del acto de poner fin a la vida del paciente, que solicite 
el procedimiento eutanásico en Colombia.  
 
Para llevar a cabo un procedimiento de consentimiento informado confluyen varios 
elementos, la capacidad del paciente para conocer y decidir, la situación emocional y psíquica, 
el grado de dependencia al médico tratante, información previa y tipo de enfermedad.   
Voluntad Anticipada  
 
La Corte ha instituido el contenido y alcance,  
 
El consentimiento puede ser previo, posterior, formal o informal. Será previo cuando antes 
de sufrir el suceso patológico, formal o informalmente, la persona manifiesta por cualquier 
medio su deseo de que le sea aplicado algún procedimiento para garantizar su derecho a morir 
dignamente. Por el contrario, será posterior cuando la voluntad se manifieste luego de ocurrido 
el suceso patológico. En el mismo sentido, la voluntad podrá ser expresada formal (por ejemplo 
por escrito), así como también informalmente (de manera verbal) (Sentencia T-970 de 2014)  
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Esta conceptualización introdujo la figura de la voluntad anticipada, la cual se aproxima 
al consentimiento informado, por cuanto, protege la autonomía libre, consciente, e informada;  
seguidamente, la jurisprudencia instruye acerca de las aristas para exteriorizar la voluntad 
 
La suscripción de un documento de Voluntad Anticipada, está en perfecta armonía con el 
mandato ético de la profesión médica, consistente en la prohibición de encarnizamiento o 
ensañamiento terapéutico, mandato que impide realizar tratamientos carentes de utilidad 
alguna respecto de la situación en que se encuentra un determinado paciente (Sentencia 
C-233 de 2014) 
 
En aras de garantizar el derecho al libre desarrollo de la personalidad y la autonomía, se 
dispuso la reglamentación de la Ley 1733 de 2014, para la suscripción del documento de 
voluntad anticipada.  
 
 
La reglamentación se materializo en la Resolución 00001051 de 2016 a fin de  
 
Regular los requisitos y formas de realización de la declaración de la voluntad de 
cualquier persona capaz, sana o en estado de enfermedad, en pleno uso de sus facultades legales 
y mentales y con total conocimiento de las implicaciones de esa declaración, respecto a la 
negativa a someterse a medios, tratamientos y/o procedimientos médicos innecesarios que 
pretendan prolongar su vida, protegiendo en todo momento la dignidad de la persona y 
garantizar el cumplimiento de dicha voluntad (Articulo 1, Resolución 00001051, 2016) 
 
Se conviene el acceso a la suscripción del documento de voluntad anticipada para 
personas mayores de edad, capaces, sanas o enfermos con uso de sus facultades. Este documento 
debe registrarse por escrito y debe contener  
 
4.1 ciudad y fecha de expedición del documento.  
4.2. Nombres, apellidos y documento de identificación de la persona que desea manifestar 
su voluntad anticipada. 
4.3 indicación concreta y específica de que se encuentra en pleno uso de sus facultades 
mentales y libre de toda coacción y de que conoce y está informado de las implicaciones 
de su declaración.  
4.4. Manifestación específica, clara, expresa e inequívoca respecto a la negativa a 
someterse a medios, tratamientos y/o procedimientos médicos que pretendan prolongar 
de manera innecesaria su vida.  
4.5 Firma de la persona declarante” (Artículo 4, Resolución 00001051 de 2016) 
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Consentimiento Sustitutivo 
 
La Corte intentó revestir el consentimiento para lograr el respeto a los derechos de los 
pacientes en estados médicos que imposibiliten el ejercicio de sus facultades, así pues, ha 
extendido los ángulos de protección, por cuanto,  
 
El consentimiento también puede ser sustituto. Esta manera de manifestar el 
consentimiento ocurre cuando la persona que sufre de una enfermedad terminal, se 
encuentra en imposibilidad fáctica para manifestar su consentimiento. En esos casos y en 
aras de no prolongar su sufrimiento, la familia, podrá sustituir su consentimiento. En esos 
eventos, se llevará a cabo el mismo procedimiento establecido en el párrafo anterior, pero 
el comité interdisciplinario deberá ser más estricto en el cumplimiento de los requisitos 
(Sentencia T-970 de 2014)  
 
De otro lado, la reglamentación del procedimiento eutanásico establece  
 
Artículo 15. De la solicitud del derecho fundamental a morir con dignidad. La persona 
mayor de edad que considere que se encuentra en las condiciones previstas en la sentencia 
T-970 de 2014. Podrá solicitar el procedimiento a morir con dignidad ante su médico 
tratante quien valorará la condición de enfermedad terminal.  
 
El consentimiento debe ser expresado de manera libre, informada e inequívoca para que 
se aplique el procedimiento para garantizar su derecho a morir con dignidad. El 
consentimiento puede ser previo a la enfermedad terminal cuando el paciente haya 
manifestado, antes de la misma, su voluntad en tal sentido. Los documentos de voluntades 
anticipadas o testamento vital, para el caso en particular, se considerarán manifestaciones 
válidas de consentimiento y deberán ser respetadas como tales. 
 
En caso de que la persona mayor de edad se encuentre en incapacidad legal o bajo la 
existencia de circunstancias que le impidan manifestar su voluntad, dicha solicitud podrá 
ser presentada por quienes estén legitimados para dar el consentimiento sustituto, siempre 
y cuando la voluntad del paciente haya sido expresada previamente mediante un 
documento de voluntad anticipada o testamento vital y requiriéndose, por parte de los 
familiares, que igualmente se deje constancia escrita de tal voluntad. 
 
Parágrafo. Al momento de recibir la solicitud, el médico tratante deberá reiterar o poner 
en conocimiento del paciente y/o sus familiares, el derecho que tiene a recibir cuidados 
paliativos como tratamiento integral del dolor, el alivio del sufrimiento y otros síntomas, 
según lo contemplado en la Ley 1733 de 2014 (Resolución 1216 de 2015) 
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Este Artículo, deja entrever el condicionamiento que el Ministerio de Salud y Protección Social 
hace a la conceptualización de la Corte en la Sentencia T-970 de 2014, respecto al 
consentimiento sustitutivo, pues exige al paciente incapacitado la manifestación de la voluntad 
de forma previa y escrita, fijando el documento de voluntad anticipada o testamento vital como 
derrotero jurídico. Por tanto, la figura de consentimiento sustituto se ensombrece jurídicamente, 
y su usanza se torna confusa.  
 
 
 
Argumentos para la fundamentación jurídico-constitucional de la descriminalización  
del homicidio por piedad consentido en pacientes con dolores psíquicos  
insoportables e incurables en Colombia 
 
 
Bloque de constitucionalidad frente al derecho penal 
 
El debate teórico de la inclusión de los Tratados Internacionales de Derechos Humanos al 
bloque de constitucionalidad se basa en la constitución de 1991 y su artículo 93 inciso 1, de allí 
se han planteado dos posiciones, en torno a la comprensión del mismo, por un lado, la 
interpretación textual, y por otra parte, la interpretación amplia.  
 
En el desenlace histórico se destaca el contexto político en el que se instauraron los 
tratados, la Guerra Fría en curso, el Estado de Seguridad Nacional de Estados Unidos, la 
Doctrina de Seguridad Nacional suramericana, el triunfo de la Revolución Cubana y la crisis de 
los misiles soviéticos en 1962, por ende, el sistema internacional ante los movimientos 
revolucionarios populares y en aras de asegurar la gobernabilidad, demarcaron los lineamientos 
de las medidas de seguridad nacional de los Estados, contenidas en el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos y la Convención Americana de Derechos Humanos.  
 
La interpretación textual hace alusión a la restrictiva inclusión de los derechos declarados 
intangibles en estados de excepción,  
 
Los artículos 4 PIDCP y 27 CADH que autorizan a los Estados parte a suspender, 
temporalmente, algunas de las obligaciones previstas en estos instrumentos 
convencionales ante situaciones de carácter excepcional “que pongan en peligro la vida 
de la nación” (PIDCP), o “en caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que 
amenace la independencia o seguridad del Estado parte” (CADH)” (López Medina, D., 
Sánchez Mejía, A., p. 317-352, 2008)  
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Por cuanto, los demás derechos no se establecerían dentro del bloque de 
constitucionalidad. Es decir, este planteamiento supone un núcleo de derechos instituido en el 
DIDH, el cual, se armoniza con el ordenamiento interno.  
 
El Comité de Derechos Humanos en su Observación General N.° 29 del 31 de agosto de 
2001 señaló en relación con la suspensión de los derechos humanos prevista en el artículo 
4 PIDCP, entre otras cosas, que el listado de los derechos intangibles del artículo 4 PIDCP 
no era taxativo y que, en consecuencia, otros derechos no podían ser objeto de suspensión 
legítima…con fundamento en el artículo 4, los Estados no podían justificar actos que 
implicaran la violación del DIH o de normas imperativas del derecho internacional…La 
limitación del ámbito del artículo 4, en la doctrina internacional, permite, de contera, la 
ampliación interpretativa aún más profunda del artículo 93 de la Constitución Política tal 
y como lo ha venido sosteniendo la Corte colombiana (López Medina, D., Sánchez Mejía, 
A., p. 317-352, 2008)  
 
 
A su vez, el Acto legislativo 02 de 2001 inserta el inciso segundo al artículo 93, el cual disipa 
la interpretación textual, por cuanto, ordena el uso de los derechos como criterios de 
interpretación de los derechos constitucionales, además, cabe mencionar que la Corte no 
menciona la diferencia específica de los derechos que conforman el núcleo y los aplicados como 
criterios interpretativos.  
 
Es decir, la interpretación amplia del artículo 93 se sustenta en el proceso de armonización del 
derecho nacional con el internacional, así pues, se emplea el principio hermenéutico 
fundamental del DIDH, el principio pro homine, el cual prioriza la norma de derechos humanos 
más favorable.  
 
La integración del DIDH con el derecho penal colombiano encuentra su punto álgido en la 
libertad personal, debido a que no está incluida en los derechos intangibles en estados de 
excepción. 
 
 La Corte expresa que  
 
El artículo 93-2 constitucionaliza todos los tratados de derechos humanos ratificados por 
Colombia y referidos a derechos que ya aparecen en la Carta y, en virtud de la regla 
hermenéutica sobre favorabilidad, el intérprete debe escoger y aplicar la regulación que 
sea más favorable a la vigencia de los derechos humanos. (Sentencia T-1319 de 2001) 
 
Posteriormente, en la Sentencia C-805 de 2002 
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La Corte afirma que la detención preventiva, como institución, sólo puede imponerse en 
aquellos casos explícitamente permitidos en la Constitución, en la ley y en el Bloque de 
Constitucionalidad. Esta afirmación muestra, con toda claridad, cómo la libertad personal 
ha pasado de la periferia al centro mismo del bloque, en la misma medida en que se ha 
venido extendiendo el ámbito normativo del artículo 93 (López Medina, D., Sánchez 
Mejía, A., p. 317-352, 2008)  
 
 
Ahora bien, el Estado colombiano se funda en la dignidad humana, como derecho 
fundamental, valor y principio, por cuanto, pasa a formar parte de los derechos mínimos, que 
deben ser garantizados a todos los ciudadanos. Se entrelaza en una relación compleja con el 
derecho a la vida, y confluyen en diversas situaciones, como la eutanasia, para lograr la 
protección de los derechos humanos en el marco de los TIDH.  
 
 
El desarrollo jurisprudencial del derecho a morir dignamente  
 
El desarrollo jurisprudencial del derecho a morir dignamente, inicio en 1997, con la 
demanda de inconstitucionalidad No. 239, el problema jurídico a manera general, fue el 
enfrentamiento de los derechos a la vida y la libertad; se solicitó el análisis constitucional del 
artículo 326 del código penal de 1980, cabe aclarar, que la Constitución Política de 1991 entro 
en vigencia con un código penal creado según los criterios de una Constitución anterior.  
 
Se precisa que el accionar del Estado frente a la salvaguarda de la vida, encuentra sus 
límites en la autonomía individual y la dignidad humana de los ciudadanos. Además, la Corte 
se basa en la reglamentación del consentimiento informado, y en la reiterada jurisprudencia que 
exalta la autonomía de los pacientes a rehusarse a tratamientos y/o procedimientos, que si bien 
podrían extender su existencia biológica, están en contravía con sus ideales.  
 
Por lo tanto, la Sala advierte que el derecho a la dignidad humana se ensancha y 
complementa con la muerte digna, aduce que el ser humano no puede ser instrumento, ni puede 
ser cancelada su autonomía, como sujeto moral.  
 
En particular, indicó que si bien hay consenso con respecto al valor de la vida, su 
relevancia como presupuesto para el ejercicio de otros derechos y su carácter inalienable, 
no hay una respuesta clara sobre la autonomía del individuo para decidir sobre ese bien 
cuando padece una enfermedad incurable que le causa intensos sufrimientos. Sin 
embargo, señaló que esta cuestión debía ser resuelta desde una perspectiva secular y 
pluralista, en un marco de libertad y autonomía del individuo. (Sentencia T-721 de 2017)  
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Es decir, el Estado debe respetar el consentimiento de pacientes, que cuenten con unas 
condiciones médicas específicas. La Corte ordeno los pasos a seguir en el procedimiento 
eutanásico, haciendo la salvedad, que debido a la falta de reglamentación, cada procedimiento 
que se realice deberá dar lugar a una investigación penal, a fin de garantizar que esta práctica 
cumpla con su objeto. Adicionalmente, se invitó al Congreso a la debida regulación del derecho 
a morir dignamente.  
 
Así pues, la sentencia C-239 de 1997, delimito los requerimientos necesarios para acceder 
al homicidio por piedad consentido, este, debe ser realizado por un médico (persona 
competente), a pacientes capaces con enfermedades terminales, que generen fuertes 
sufrimientos insoportables, y que se exprese reiteradamente el deseo de no seguir viviendo.  
 
 
Descriminalización del homicidio por piedad consentido en Colombia 
 
La Corte Constitucional introdujo la eutanasia al mundo jurídico colombiano, por medio de la 
figura del homicidio por piedad consentido, apoyándose en las condiciones objetivas del sujeto 
activo (médico), de allí, surgió todo el desarrollo legal del tema. El argumento giro en torno al 
surgimiento de una causal de exoneración de responsabilidad penal, por el ingrediente subjetivo 
de piedad, entendido por esta Corporación como un acto altruista, al poner fin a intensos 
sufrimientos.  
 
Las condiciones objetivas del sujeto activo, son concluyentes para apartarse de la 
responsabilidad penal, que conlleva transgredir el bien jurídico de la vida, se exige una persona 
competente, con los conocimientos necesarios en la ciencia médica.  
 
Se suma otro ingrediente fundamental en la justificación del homicidio por piedad, el 
consentimiento libre, reiterado y debidamente informado por parte del profesional de la salud. 
El paciente debe ser conocedor de su situación específica, los tratamientos idóneos, los 
procedimientos, los cuidados paliativos y en general, toda la información que se relacione con 
su enfermedad.   
 
Así, la Corte justifico la actuación del médico, al poner fin a intensos sufrimientos 
producto de enfermedad terminal, con el consentimiento del sujeto pasivo (paciente), y se 
descriminalizo el homicidio por piedad consentido, para la garantía de los derechos humanos. 
 
Se incitó el desarrollo legislativo en esta materia, pero el congreso no logro la regulación 
correspondiente, en efecto, la Corte Constitucional por medio de la sentencia T-970 de 2014, 
ordeno al Ministerio de Salud el esquema y el procedimiento que se debe seguir para la 
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protección del derecho a la muerte digna, en todas las instituciones prestadoras de salud, en el 
país.  
 
 
Cumplimiento de la sentencia T-970 de 2014 
 
La mencionada Sentencia, marco un gran hito en temas de derechos humanos, eutanasia, 
cuidados paliativos y derecho a morir dignamente, por medio de esta, se ordenó al Ministerio 
de Salud la expedición de 
 
…una directriz y disponga todo lo necesario para que los Hospitales, Clínicas, IPS, EPS 
y, en general, prestadores del servicio de salud, conformen el comité interdisciplinario del 
que trata esta sentencia y cumplan con las obligaciones emitidas en esta decisión. De igual 
manera, el Ministerio deberá sugerir a los médicos un protocolo médico que será discutido 
por expertos de distintas disciplinas y que servirá como referente para los procedimientos 
tendientes a garantizar el derecho a morir dignamente” 
 
De esta manera, tuvo génesis la Ley 1733 de 2014 que trazo las bases teóricas, la 
conceptualización de enfermo en fase terminal, enfermedad crónica, degenerativa e irreversible 
de alto impacto en la calidad de vida, cuidados paliativos, entre otros.  
 
La Resolución 1216 de 2015 perfilo la directriz para la configuración y funcionamiento 
de los comités interdisciplinarios para el derecho a morir dignamente, de igual forma, la 
delimitación de los pacientes que pueden acceder a hacer efectivo su derecho fundamental, de 
acuerdo a las pautas precisadas en la Sentencia T-970/14. Se exige que el paciente sea portador 
de una enfermedad, que se prolongue en el tiempo, sin cura y con pronóstico fatal próximo o 
relativamente breve.  
 
 
El protocolo médico de la Resolución 1216 de 2015 
 
Así mismo, el protocolo médico se concretó en la Resolución 1216 de 2015, se encuadro en un 
procedimiento gratuito, en el que prevalece la autonomía del paciente, la celeridad, la 
oportunidad e imparcialidad.  
 
Para acceder al procedimiento orientado a hacer efectivo el derecho a morir dignamente, 
se inicia con un sujeto pasivo que padezca una enfermedad terminal, enfermedad crónica, 
degenerativa e irreversible de alto impacto en la calidad de vida, y que exprese su voluntad de 
no continuar viviendo, insistentemente. 
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El médico debe informar de manera amplia y suficiente al paciente, respecto de las 
características, procedimientos, tratamientos, y medicamentos idóneos para tratar su 
enfermedad, así como los tratamientos alternativos, cuidados paliativos y demás que puedan 
contribuir con el mejoramiento de las condiciones de vida del paciente. Después de la 
comunicación al paciente, de su situación médica, este  paciente debe reiterar su consentimiento 
informado.  
 
El comité medico (médico especialista, abogado, psicólogo clínico o psiquiatra) debe ser 
convocado por el médico tratante dentro de los 10 días calendario siguientes a la presentación 
de la solicitud.  
 
 Dicho comité, tiene un plazo de 10 días para tomar la decisión, si se decide continuar con 
el procedimiento, se consulta nuevamente el consentimiento, si se da, la institución prestadora 
de salud tendrá 15 días para llevar a cabo el procedimiento medico eutanásico.  
 
Cabe aclarar, que en cuanto a la objeción de conciencia para la práctica de este 
procedimiento, esta se puede predicar del médico, pero no de la institución, por ser una persona 
jurídica.  
 
Y en esta situación, la presentación de la objeción de conciencia debe hacerse antes de la 
conformación del comité médico, y estará en cabeza de la EPS la responsabilidad de buscar un 
médico que pueda llevar a cabo el procedimiento. 
 
 
 
Holanda y Bélgica  
 
La Corte Constitucional colombiana se ha acobijado al sistema jurídico que el derecho 
comparado ha dado en Holanda y Bélgica.  
Es pertinente mencionar los casos controvertidos del derecho comparado, se inicia en 1973 con 
el caso de la Doctora Truus Postma, una médica procesada por inyectar una dosis letal de 
morfina a su madre, quien era de avanzada edad, y presentaba dolores físicos 
insoportablemente; el Tribunal de Leewarden profirió una condena simbólica. En 1995, el caso 
Chabot  
 
Se trataba de una mujer de cincuenta años que había perdido a sus dos hijos en el lapso 
de tiempo de pocos años; uno de ellos se suicidó, y el otro murió de un tumor maligno. 
La mujer se había divorciado debido al grave problema de alcoholismo de su marido, y 
por los malos tratos que éste le infería. Su desesperación tras la muerte de sus hijos, la 
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escalada de violencia en su matrimonio y sus tendencias suicidas le llevaron a ingresar en 
un hospital psiquiátrico. El tratamiento psiquiátrico no dio resultado. Protagonizó un 
intento fallido de suicidio. Al final, encontró un psiquiatra que puso fin a su vida tras 
numerosas y profundas conversaciones con ella y tras haber consultado con otros 
expertos. El psiquiatra llegó a la conclusión de que ningún tratamiento existente daría 
resultado (Peter J. P., 2003) 
 
El Tribunal Supremo expreso el sumo cuidado que debe tener el juez en estos casos, debe existir 
un sufrimiento mental incurable e insoportable. Y concreto el requisito de la segunda opinión 
médica. Debido a la diligencia en la ética-medica del procedimiento, no se impuso pena en este 
caso, pero se profirió el veredicto de culpabilidad, por omitir la consulta de un psiquiatra 
independiente.  
 
En algunos casos el procedimiento se incoó con la finalidad de crear jurisprudencia en 
materia de ciertas cuestiones que necesitaban ser aclaradas, especialmente en materia de 
interrupción de la vida, no existiendo petición en caso de recién nacidos seriamente 
discapacitados (caso Prins/caso Kadijk)37, y de no observación de los estándares de 
diligencia debida, como, entre otros casos, por no proceder a consultar a un segundo 
médico por respeto a la intimidad del paciente (caso Schat)38. En los casos Prins y Kadijk 
los médicos fueron absueltos porque el Tribunal estimó la concurrencia de la circunstancia 
exculpante del estado de necesidad. La ausencia de una segunda opinión fue el elemento 
que impidió que el tribunal aceptara la eximente de estado de necesidad en el caso Schat 
(Peter J. P., 2003) 
 
Así mismo, se presentó en 1991, una investigación sobre las decisiones médicas en materia de 
fin de la vida en Holanda, el Informe Remmelink, el cual ofreció los elementos para la 
comprensión de la práctica de la eutanasia, expuso que el sufrimiento insoportable y el deseo 
de morir con dignidad son las razones principales para solicitar la eutanasia. Este informe 
produjo que el Ministro de Justicia y el Ministro de Bienestar, Salud y Cultura enviaran una 
carta al Parlamento a fin de establecer un procedimiento legal para comunicar los casos de 
finalización de la vida y asistencia al suicidio. El procedimiento de comunicación proporciona 
los elementos para que la Fiscalía decida la legitimidad del acto médico.  
 
Poco después, con el cambio el gobierno,  
 
Se examinaría la experiencia habida en materia del procedimiento de comunicación, de la 
relación entre los casos de interrupción de la vida mediando petición y los casos en que 
esta petición no haya dado, y por ultimo sobre la política de la Fiscalía a este respecto 
(Peter J. P., 2003) 
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El Informe de eutanasia se publicó en 1996, con recomendaciones acerca de la diligencia en los 
tratamientos médicos, y el funcionamiento del procedimiento de comunicación, en efecto, se 
dio a conocer en 1997 la posición del gobierno frente a la temática. En primera medida, se 
considera el desarrollo de los cuidados paliativos como punto clave, además, establece el 
tratamiento por separado del procedimiento de notificación para pacientes competentes y 
pacientes no competentes. Finalmente, dispone un comité regional para revisar la interrupción 
de la vida en pacientes con el consentimiento expreso, y un comité estatal para revisar los casos 
de interrupción de la vida en pacientes sin el consentimiento expreso.  
 
El máximo tribunal constitucional se refiere a Holanda, con su adopción de la figura de 
muerte asistida en niños, se precisa el acceso al procedimiento en menores de edad entre 12 y 
17 años, con la premisa de ostentar la certificación de capacidad mental. 
 
 Asimismo, en relación a la incidencia de los padres o tutores en la decisión, se puntualiza 
la necesidad de concertar la decisión en pacientes entre los 12 y 15 años, y debatir acerca del 
tema en pacientes entre los 16 y 17 años. Más aun, regula los contextos determinados en los que 
puede darse la aplicación del Protocolo de Groningen en recién nacidos. 
Por su parte, en el año 2000 en Bélgica, se presenta  
 
La publicación del estudio del Lancet por el Prof. Luc Deliens y sus colaboradores11, 
que reproducía en Flandes (Bélgica) los estudios realizados en Holanda con los 
certificados de defunción12,13. Al mostrar que la eutanasia era algo existente en la 
práctica de los médicos flamencos pero que su condición clandestina exacerbaba 
determinadas conductas poco apropiadas, como la muerte sin solicitud expresa del 
paciente, se incrementó enormemente el debate sobre la posible legalización. (Simón 
Lorda, P., & Barrio Cantalejo, I. 2012) 
 
Se aprobó de la Ley de Eutanasia, la Ley de Cuidados Paliativos, y la Ley de Derechos de los 
pacientes  
 
La Corporación ha indicado el retiro de la restricción de edad desde 2014 en el país Belga, 
consiguiendo la cobertura de la garantía de los derechos de muerte digna y no discriminación, 
haciéndose efectivo el derecho de prioridad a menores de edad, siempre que se cumplan los 
ítems, taxativamente señalados en su ordenamiento jurídico. La capacidad del menor de edad 
es el punto álgido para solicitar la eutanasia, un psicólogo o psiquiatra infantil la debe legitimar, 
el menor debe estar en estado terminal, con dolores insoportables, y sin pronóstico de mejora.  
 
Volviendo al contexto colombiano, es pertinente mencionar, el documento que el 
Ministerio de Salud y Protección Social, ha establecido en cumplimiento a las sentencias de la 
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Corte Constitucional, se dan las recomendaciones del protocolo de aplicación del procedimiento 
de eutanasia en Colombia,  
 
Recomendación definición enfermo terminal susceptible a la aplicación de eutanasia en 
Colombia 
 
Enfermo terminal es aquel paciente con una enfermedad medicamente comprobada 
avanzada, progresiva, incontrolable que se caracteriza por la ausencia  de posibilidades 
razonables de respuesta al tratamiento, por la generación de sufrimiento físico -psíquico 
a pesar de haber recibido el mejor tratamiento disponible y cuyo pronóstico de vida es 
inferior a 6 meses.  
 
Se establecen dos excepciones al criterio del pronóstico en los siguientes casos:  
 
1. En la insuficiencia cardiaca, se considerará como terminal, a los pacientes que se 
encuentran en estadio D y en quienes ha fracasado el soporte mecánico, los 
procedimientos para facilitar la retención de líquidos, las infusiones de inotrópicos 
intermitentes, el manejo de la anemia, el trasplante cardiaco u otros procedimientos 
quirúrgicos experimentales.  
 
2. En pacientes con enfermedad de la motoneurona, terminalidad se considera en la 
tercera fase con parálisis total y dificultad respiratoria cuando la capacidad vital 
forzada sea inferior al 60 %.  
 
Recomendación Sobre Los Criterios Clínicos Y Pronósticos De Enfermos Terminales 
Oncológicos Y No Oncológicos  
 
• El médico tratante debe contar con el conocimiento necesario de la condición de base 
del paciente que le permita un buen nivel de predicción de supervivencia para definir su 
situación como enfermo terminal  
 
• El médico tratante puede establecer la predicción clínica de pacientes con enfermedad 
oncológica mediante el uso de las siguientes escalas de predicción: Índice Pronóstico 
Paliativo (PPI), Escala Paliativa Funcional (Palliative Perfomance Scale – PPS), Escala 
del Eastern Cooperative Oncology Group (ECOG), Escala Funcional de Karnofsky 
(KSP). 
 
 • El médico tratante puede establecer la predicción clínica de los pacientes con 
enfermedad no oncológica, mediante el uso de la Guía para pronóstico de enfermedades 
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no oncológicas de la National Hospice and Palliative Care Organization, el Índice de 
Barthel o una Valoración Multidimensional Individualizada 
 
Con estos criterios es oportuno agregar el análisis de la aplicabilidad del procedimiento 
eutanásico del Ministro de Salud y Protección Social, en 2016 
 
 
Resolución 4006 de 2016 
 
A la fecha se han presentado según los registros del Ministerio de Salud y Protección 
Social, 9 casos, yo creo que han sido más, pero oficialmente hemos tenido 9 casos, 
después de la Resolución 1216, y ya tenemos una nueva resolución que es la 4006 de 
septiembre de este año, que crea un comité para nosotros hacer un análisis expos de los 
casos que se han presentado, que también es una responsabilidad que nos endilgo la 
honorable Corte Constitucional (Gaviria, A., 2016)  
 
Esta resolución, es su artículo 1, plantea el objeto de la creación del Comité Interno del 
Ministerio de Salud y protección Social  
 
Controlar los procedimientos que hagan efectivo el derecho a morir con dignidad, el cual 
tiene como objeto realizar un análisis y control exhaustivo sobre los reportes remitidos 
por los Comités Científico-Interdisciplinarios que hayan autorizado los procedimientos 
que hagan efectivo el derecho a morir con dignidad, en el marco de lo establecido en la 
Resolución 1216 de 2015.  
El Comité Interno orientará su gestión de análisis y control de los procedimientos 
referidos hacia la garantía del goce efectivo del derecho a morir con dignidad, de acuerdo 
con las Sentencias C-239/97 y T-970/14, ambas de la Corte Constitucional. (Resolución 
4006, 2016)  
 
 
Jurisprudencia reciente: Sentencias T-423, T-544, T-322 y T-721 de 2017 
 
Recientemente la Corte por medio de la sentencia T-423 de 2017 
 
Destacó la falta de claridad sobre el procedimiento a seguir cuando una IPS además de no 
contar con la infraestructura para garantizar el procedimiento, se encuentra ubicada en 
zonas geográficas apartadas o con poca disponibilidad de médicos especialistas; la falta 
de previsión de mecanismos de control previos a la conformación del comité técnico 
científico y, por ende, la necesidad de que el Ministerio de Salud adelante el control de 
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las actuaciones desde el momento de la solicitud que el paciente hace a su médico tratante 
(Sentencia T-544 de 2017).  
 
Se ordenó al Ministerio de Salud y Protección Social para en 30 días concertar las medidas 
necesarias para garantizar efectivamente la aplicación de la Resolución 1216 de 2015, con el 
informe de todos los trámites que se soliciten, y proceder a la emisión de una carta de derechos 
y deberes para que los pacientes accedan al derecho a morir dignamente.  
 
A su vez, se decidió que la NUEVA EPS, dentro de las 48 horas siguientes, deberá atender 
los agravios psicológicos de los familiares, así como, la realización de un acto simbólico, por 
las demoras en la práctica del procedimiento eutanásico.  
 
Adicionalmente, se dispuso a la Superintendencia Nacional de salud para que en 4 meses, 
implementara las medidas para el control y amparo del derecho a morir dignamente, así como 
para examinar que en las IPS y EPS, cuenten con los recursos humanos e infraestructura, para 
prestar el servicio de manera eficaz.  
 
Por otro lado, la Corte se pronuncio acerca de la aplicación del procedimiento eutanásico 
en menores de edad, cimentando sus argumentos en los derechos de igualdad y no 
discriminación, la defensa del interés superior, la efectividad y prioridad absoluta, y la 
participación solidaria de los niños, niñas y adolescentes, de acuerdo con la reglamentación 
vigente del Código de infancia y adolescencia.  
 
La Sala expreso que la falta de regulación y defensa efectiva del procedimiento en cada 
uno de sus momentos 
 
Demostró la urgencia de la intervención del juez constitucional para evitar que otros NNA 
sean víctimas de un trato cruel e inhumano derivado de la negación de su derecho a morir 
dignamente, el cual incluye determinar si concurren las condiciones para hacer efectivo 
el procedimiento de eutanasia. En consecuencia, la Sala destacó la necesidad de la 
regulación que garantice el derecho a la muerte digna de los NNA, en la que se consideren 
los elementos diferenciados en relación con dichos sujetos, razón por la que ordenó al 
Ministerio de Salud y Protección Social que expida la reglamentación correspondiente 
con los parámetros diferenciados desarrollados en la parte considerativa de la sentencia 
(Sentencia T-544 de 2017). 
 
En suma, la Corte expuso las aristas del derecho a la muerte digna. La eutanasia; el 
derecho comparado; el desarrollo histórico y jurisprudencial de la dignidad humana; la figura 
del homicidio por piedad desde el derecho penal; el consentimiento; los argumentos jurídicos-
constitucionales de la Corte en su jurisprudencia; el protocolo; la reciente jurisprudencia 
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relacionada con las demoras y trabas en la aplicación del procedimiento eutanásico; el amparo 
de los derechos de las niñas, niños y adolescentes; y los argumentos jurídicos del derecho 
comparado con Bélgica y Holanda, en referencia a la muerte digna.  
 
El desarrollo jurisprudencial del derecho a morir dignamente en Colombia, concurren en 
la figura adoptada por Colombia, el  homicidio por piedad consentido, adoptado y regulado por 
la Resolución 1216 de 2014 y la Ley 1733 de 2014; así mismo, debe contar con  “… (i) 
El Comité Científico Interdisciplinario de Acompañamiento y (ii) el diseño de un procedimiento 
que blinde la decisión libre, madura y voluntaria del enfermo” (Sentencia T-544, 2017) 
 
A fin de lograr, la protección de los derechos fundamentales de los ciudadanos, el derecho 
prioritario absoluto de los niños, niñas y adolescentes, y la salvaguarda de los adultos mayores, 
pues son estos quienes  
 
Marcan el extremo superior de la fuerza viva de la sociedad, han participado de su 
construcción y la han puesto en el estado en el que la encuentran quienes hoy la lideran. 
Por eso, la etapa final de su vida, entraña la condición dual en la que la sabiduría se 
incrementa al tiempo que generalmente su biología se hace frágil. En esas condiciones, la 
sociedad en su conjunto, la familia como núcleo social y el Estado como expresión de 
ella, debe movilizarse para brindar apoyo, salud, y bienestar a ese adulto mayor que la 
reclama.(Sentencia T-322 de 2017) 
 
Las intervenciones de la Corte Constitucional exponen que la protección del principio, 
valor y fin del Estado de la dignidad humana, requiere que se ejerza un control riguroso, del 
cumplimiento de los requisitos para acceder al procedimiento eutanásico, congruente con el 
respeto a la voluntad del paciente, así pues, recién la Corte, ha manifestado que  
El Juez debe conocer la realidad social en que se dan los hechos. Debe distinguir entre 
una situación dramática pero superable, de una situación trágica que imponga cargas 
heroicas frente a los sufrimientos que comprometan gravemente la posibilidad de existir 
en dignidad. (Sentencia T-322 de 2017)  
De forma conclusiva, las manifestaciones de la Corte dejan entre ver la línea 
argumentativa, construida en base a la armonización del DIDH con el derecho nacional y la 
doctrina francesa del bloque de constitucionalidad, se precisa la perspectiva secular y pluralista, 
es decir, fundamentada en la libertad y autonomía , puntualiza que  
Si la manera en que los individuos ven la muerte refleja sus propias convicciones, ellos 
no pueden ser forzados a continuar viviendo cuando, por las circunstancias extremas en 
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que se encuentran, no lo estiman deseable ni compatible con su propia dignidad (Sentencia 
T-721 de 2017) 
 
Perspectivas interdisciplinares 
 
La Sentencia T-721 de 2017, estableció lo multidimensional del derecho a morir 
dignamente, desde una perspectiva secular y pluralista, fundamentada en la libertad y la 
autonomía.  
 
A partir de esta sentencia, se torna pertinente e importante el análisis de las perspectivas 
interdisciplinares del derecho a morir dignamente; la presente investigación propone la 
estructura de un grupo de expertos, teniendo en cuenta sus competencias específicas, y sus 
experiencias vitales, profesionales y/o situacionales, con entrevistas narrativas y 
semiestructuradas, con el fin de intentar abarcar el tema en su pluralidad.  
 
Así mismo, se exponen los procedimientos privados del Doctor Gustavo Quintana, y 
cuatro casos paradigmáticos de eutanasia en Colombia, el caso Julia definido en la Sentencia T-
970 de 2014, el caso del Doctor Tito Livio Caldas, el caso de Ovidio González, y el caso de 
Consuelo Córdoba.  
 
Se ha expuesto el recorrido histórico, filosófico, constitucional, y jurídico de la dignidad 
humana y la eutanasia, así como su aplicación en Colombia. La presente investigación estimó 
pertinente examinar interdisciplinarmente esta temática, en concordancia con lo expresado por 
la Corte,  
 
El derecho fundamental a morir con dignidad tiene múltiples dimensiones y no es 
unidimensional, como hasta ahora se ha concebido, haciendo énfasis en la muerte 
anticipada o el procedimiento denominado “eutanasia”, pues se trata de un conjunto de 
facultades que permiten a una persona ejercer su autonomía y tener control sobre el 
proceso de su muerte e imponer a terceros límites respecto a las decisiones que se tomen 
en el marco del cuidado de la salud (Sentencia T-721 de 2017) 
 
 A fin de construir una amplia visión, ya que  
 
Constituye, pues, un buen recurso la utilización de las normas jurídicas: como remedio y 
como punto de partida. Por ello es útil unir las nociones de Bioética y Derecho. No para 
juridificar la Bioética en el sentido legalista de la expresión, sino para entender los valores 
constitucionales y los "principios generales de las naciones civilizadas" como acuerdo 
mínimo: a la luz de la Declaración de Derechos del Hombre y de las demás declaraciones 
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internacionales y convenios que forman parte de nuestro acervo común (Casado 
González, M. (2002)  
 
Se inicia el análisis fundamentando la perspectiva bioética como  
Una nueva disciplina que, desde un enfoque plural, pusiese en relación el conocimiento 
del mundo biológico con la formación de actitudes y políticas encaminadas a conseguir 
el bien social. Como decía V. Potter, la Bioética es "el conocimiento de cómo usar el 
conocimiento", el puente entre ciencias y humanidades”. (Casado González, M., 2002)  
 
Así pues, la salud debe ser abordada desde una perspectiva interdisciplinar, teniendo en 
cuenta el componente político, administrativo, ético, jurídico, y económico; el Estado debe 
nutrirse de conocimiento, que permitan el abordaje real, y viable.  
Los profesionales de la salud cuentan con una responsabilidad social, son veedores del 
funcionamiento del sistema de salud, de las regulaciones y todas las medidas que el Estado 
establezca en esta materia. “Ser éticos y construir justicia requiere una gran dosis de juicio 
crítico, que es el único que permite descubrir en muchas ocasiones que nuestras obligaciones 
morales van más allá del consultorio” (Díaz Amado, E. 2007).  
 
Por ende, el juicio crítico se debe formar en cada uno, para desde su profesión contribuir 
con el avance social, la construcción de paz, el mejoramiento de las condiciones de vida y la 
salvaguarda de los derechos, para el logro del pleno desarrollo humano integral, incluyente y 
sostenible, durante el ciclo vital completo.   
 
 
 
Voluntad/Consentimiento/Autonomía 
 
El derecho a morir dignamente está directamente relacionado con la dignidad humana, la 
autodeterminación y el proyecto de vida. Por tal motivo, iniciar con el análisis del concepto, 
objeto y alcance de la autodeterminación desde la perspectiva de los expertos es primordial y 
originario para el desarrollo de la temática, así mismo, es trascendente englobar sus líneas de 
pensamiento en cuanto a la voluntad, que entraña a la autonomía, y se expresa jurídicamente 
como consentimiento.  
 
El grupo de expertos entrevistado se estructuro teniendo en cuenta las competencias 
profesionales, y las experiencias vitales y situacionales. Se describe el perfil de los expertos y 
su representación en la presente investigación.  
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El Doctor Gustavo Adolfo Quintana es médico  y cirujano, especialista en gerontología, 
y poliglota, dentro de la investigación representa los procedimientos privados. La Doctora 
Nubia Leonor Posada es enfermera, Master en educación, Especialista en bioética, y Doctora 
en filosofía, representa la Fundación Colombiana de Ética y Bioética. La Doctora Carmenza 
Ochoa Uribe es enfermera, Especialista en bioética, representa la Fundación Pro derecho a morir 
dignamente. El Doctor Antonio Sánchez es médico y cirujano, Especialista en bioética, Master 
en cuidado paliativo, representa los cuidados paliativos, el manejo del dolor y la ética médica. 
Y la Doctora Eugenia Guzmán Cervantes es bacterióloga, microbióloga, psicóloga y 
especialista en neuropsicología, representa el Colegio Colombiano de Psicólogos.  
 
 
Cuadro 15. Voluntad/Consentimiento/Autonomía 
VOLUNTAD/CONSENTIMIENTO/AUTONOMIA 
  
DOCTOR GUSTAVO 
QUINTANA 
DOCTORA NUBIA 
POSADA 
DOCTORA EUGENIA 
GUZMAN 
DOCTOR ANTONIO 
SANCHEZ 
Fíjate como es de 
importante en esto la 
voluntad del paciente, 
lo insoslayable de su 
voluntad.  
 
Están los testigos, que 
son su propia familia, 
que si ese paciente no 
hubiera expresado su 
voluntad claramente, 
de que no quería 
continuar vivo, no 
habrían permitido que 
yo me acercara a ese 
paciente, y yo ayudara 
a terminar dignamente 
su propia vida.  
 
Lo que se hace con la 
propuesta de la 
eutanasia, es exaltar la 
autonomía, a tal punto, 
que la valoran incluso 
por encima de la persona 
misma…  
 
Es una contradicción, en 
nombre de un parte, 
destruir esa parte y la 
totalidad, hay un nivel 
de irracionabilidad muy 
grande en la negación de 
la capacidad intelectual 
del reconocimiento de la 
diferencia del todo, 
respecto a una parte de 
ese todo 
 
La autonomía está 
limitada por los 
demás, obviamente, y 
también por la 
personalidad, el 
temperamento del 
individuo. 
 
Si los médicos 
asesoraran a los 
pacientes con 
voluntades 
anticipadas, la 
atención al final de 
los días o la atención 
en cuidados 
paliativos sería 
mucho mejor de lo 
que es ahora, se 
presentaría menos 
encarnizamiento 
terapéutico, menos 
encarnizamiento 
diagnóstico, los 
familiares sufrirían 
menos, el paciente 
sufriría menos, que es 
lo más importante 
Fuente: Ingrid Paipa y María Fernanda Villamizar. Abril, 2018  
 
La Doctora Nubia expone la eutanasia como una exaltación de una característica del ser 
humano por encima del mismo, esto es, el atributo del deseo entendido como consentimiento, 
o como autonomía, con piedad o sin ella. Presenta esta exaltación, como la visión irracional de 
destruir al ser humano, entendido como totalidad, por una de sus partes o atributos, por ende, se 
destruye la parte y la totalidad.  
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Por su parte, El Doctor Quintana expone lo insoslayable de la voluntad del paciente, el 
respeto ineludible a la autodeterminación, por parte de la familia, el personal de salud, el Estado 
y la sociedad.  
 
Una cosa es la defensa que el Estado tiene que hacer de la vida, porque es la forma de 
conservar la raza humana donde tiene que estar, porque la evolución nos ha llevado a 
ser los dominadores de las otras especies, cierto, pero ya cuando no se trata de la 
protección de la vida como un bien general, sino de la vida individual, fíjate la Corte 
dice, el Estado le devuelve al individuo la autonomía que tiene sobre su propia vida 
(Entrevista Doctor Quintana) 
 
A su vez, cimienta el soporte de los procedimientos privados en la familia, como testigos 
del consentimiento del paciente.  
 
La Doctora Eugenia proyecta la autonomía determinada por la cinética, entendida en este 
contexto como la relación entre cambio de localización en el espacio/tiempo (movimiento), y 
los motivos o causas que lo producen (dinámica), menciona “si uno nace sin piernas pues no 
podrá ser corredor” (Entrevista Doctora Eugenia). Y por la educación, y menciona “si yo crezco 
en una familia talibana, pues obviamente no voy a escribir un libro sobre el suicidio, esas son 
constricciones muy poderosas, que se ejercen sobre el individuo y que dejan impronta, incluso 
si el individuo se desvincula de ese grupo, lo que absorbió en la infancia queda más o menos 
distorsionado, para bien o para mal” (Entrevista Doctora Eugenia). Así pues, la autonomía está 
conformada por el contexto social (educativo, religioso, filosófico, y cultural) y por el contexto 
individual (personalidad y el temperamento del individuo). 
 
El Doctor Sánchez, menciona la voluntad anticipada, como la autonomía y la 
autodeterminación expresada jurídicamente en el consentimiento previo. Son las preferencias 
en el cuidado futuro de su salud, con el uso pleno de sus facultades mentales. La voluntad 
anticipada indica los valores, la cultura y las creencias del individuo, por ende, facilita la toma 
de decisiones respecto de los procedimientos médicos.    
 
Es relevante mencionar, que las perspectivas de los expertos en cuanto a la voluntad, 
consentimiento y autonomía son disímiles, pues encuentran los cimientos en sus experiencias 
profesionales, vitales y situacionales, en concordancia con su preparación académica.  
 
Desde el derecho, se ha justificado la autonomía individual y la dignidad humana en la 
manifestación del consentimiento, que es la exteriorización de la autodeterminación personal. 
Así mismo, se ha precisado que el derecho a la vida no es absoluto, pues admite ponderación 
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cuando se encuentra en conflicto con otros derechos o valores. En síntesis, desde el derecho se 
entiende a  la dignidad humana como vivir como se quiera, vivir bien y vivir sin humillaciones.  
 
El segundo sentido trascendente para continuar con la línea argumentativa es el análisis 
del dolor y el sufrimiento, pues este acompaña al ser humano como parte de la vida misma.  
 
Rebuscando en su etimología, López Ibor Aliño, nos propone lo siguiente: Si comparamos 
las palabras en diversas lenguas esto parece muy claro, y más buscando su etimología. El 
dolor es daño (mal, dicen los franceses), es pena (pain, dicen los ingleses), es sufrimiento 
y enfermedad (doencia en portugués, dolencia). Pena es una palabra de origen griego 
(poiné), que significaba castigo o multa; en latín “poena”, de donde derivan “penalis” 
como “paenitentia”. Así el dolor es culpa o castigo. El dolor, como la enfermedad en el 
antiguo testamento, es penitencia por una culpa pasada, personal o de sus antecesores. 
(Rojas Malpica, C., Esser Díaz, J., Rojas Esser, M., 2004, p 70-81)  
 
La concisión en las afirmaciones de los expertos, marcan los tópicos o puntos cardinales 
del desenlace de las perspectivas interdisciplinares del proyecto.  
 
Cuadro 16. Dolor/Sufrimiento. 
DOLOR/SUFRIMIENTO 
 
DOCTOR GUSTAVO 
QUINTANA 
DOCTORA EUGENIA GUZMAN DOCTOR ANTONIO 
SANCHEZ 
Muchos pacientes en los cuales 
se ha hecho el diagnostico de 
que nunca recuperaran su 
posibilidad de reconocerse, 
esos pacientes tú los ves 
muchas veces llorar…siempre 
nos quedamos con la gran 
incógnita de que estarán 
sintiendo que sus ojos lloran y 
no son capaces de decirnos 
donde esta ese dolor 
 
Eso nos permite entender, que 
hay algún mecanismo 
biológico que todavía está 
vigentes y que de alguna 
manera produce las lágrimas, 
que generalmente los seres que 
tenemos conciencia aducimos 
En buen castellano eso se llama 
sufrimiento, tan simple como 
eso, es un dolor que incluso 
puede sentirse en el cuerpo, 
síntomas somáticos, pero es de 
igual calidad e intensidad que el 
dolor físico, lo que pasa es que 
generalmente no es físico es el 
sentir, el sentir la nostalgia, el 
sentir el remordimiento, el sentir 
la impotencia, el sentir la 
frustración, el sentir las 
perdidas, pasadas o futuras, 
como le digo en buen castellano, 
es sufrimiento. Lo que pasa es 
que ahora el sufrimiento ya casi 
no se usa ni siquiera en el 
lenguaje común y corriente, 
porque ha sido sustituido por los 
El problema es que a veces el 
dolor es un poco difícil de 
controlar, pero el dolor es una 
necesidad humana, muchos 
libros ya lo catalogan como el 
quinto signo vital, que hay que 
ponerle atención, ya hay que 
tratarlo rápidamente 
 
Además el dolor es un derecho 
humano, según la Human 
Rights Watch, entonces hay 
que tener eso presente, ahora 
es un derecho humano 
controlar el dolor, me refiero. 
 
Tú con dolor puedes sufrir, y tú 
con el sufrimiento puedes 
presentar dolor, acuérdate que 
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que si hay lágrimas, es porque 
hay un dolor, pues en esos seres 
que han perdido la conciencia 
también hay lágrimas 
 
terminachos de la psicología y 
de la psiquiatría que ha invadido 
las vidas privadas. 
el dolor no es solo físico, el 
dolor también puede ser 
espiritual, el dolor también 
puede ser psicológico, el dolor 
puede ser mental, por lo tanto, 
el manejo del dolor y el 
manejo de los cuidados 
paliativos es interdisciplinario, 
desde diferentes ángulos y 
visiones. 
 
Fuente: Ingrid Paipa y María Fernanda Villamizar. Abril, 2018  
 
La perspectiva de la Doctora Eugenia Guzmán se concreta en el tópico introductorio, su 
planteamiento se sintetiza en el enlace y separación continúo y constante del dolor y sufrimiento 
en la condición humana. Esto, ha dado lugar a reflexiones filosóficas desde las diferentes 
corrientes del pensamiento, por ende, estos términos deben obedecer al contexto individual y 
social.  
 
No obstante sus connotaciones, los términos dolor y sufrimiento se utilizan 
indistintamente por los médicos y los investigadores. Y esta confusión establece un 
problema ético. No siempre el dolor causa sufrimiento ni éste requiere del dolor. A veces 
se confunden. Sus límites no son precisos (Álvarez Echeverri, T., Velásquez Acosta, O., 
(2011) 
 
Intentando delimitar la conceptualización de dolor, la Asociación Internacional para el 
Estudio del Dolor (IASP)  
 
Reconoce que el dolor es siempre subjetivo y que la incapacidad para comunicar 
verbalmente esta vivencia, relacionada con los usos tempranos del lenguaje y los símbolos 
del dolor en las experiencias previas, no niega que el sujeto la esté sufriendo y que requiera 
de un tratamiento que lo releve de su malestar” (Rojas Malpica, C., Esser Díaz, J., Rojas 
Esser, M., 2004, p 70-81)  
 
Así mismo, el contexto individual y social está conformado por la esfera personal, 
educativa, filosófica, religiosa y cultural del ser humano.  
 
Cabe señalar, la influencia del avance en la medicina moderna  
 
A partir de los años setenta, las relaciones entre seres humanos, ciencias y medicina 
sufrieron un cambio importante ya que, junto a la tradicional tarea curativa, el progreso 
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biotecnológico supuso la oportunidad de intervenir en los procesos vitales 
fundamentales (Casado González, M., 2002) 
 
Por otra parte, el Doctor Antonio Sánchez, plantea al dolor como el quinto signo vital, 
definido por la IASP como “una experiencia sensorial y emocional no placentera que se asocia 
con daño tisular real o potencial, o que se describe desde el punto de vista de ese daño”. Así 
pues, el dolor es una sensación y emoción, que se constituye en una alerta ante el mal 
funcionamiento.   
 
En el año 2001 la IASP propuso que se agregara, a la definición, “no se excluyen los 
limitados mentales o por alteración de la conciencia, ni lo ancianos, sordomudos y 
niños”. Fue necesario hacer énfasis en esta parte ya que es mucho el sufrimiento que se 
vive, por ejemplo, en los servicios de urgencias (con el paciente politraumatizado e 
inconsciente nos acordamos de canalizar una buena vena, pasar líquidos, reanimar, 
tomar estudios paraclínicos, pero poco nos acordamos del alivio del dolor), en las 
unidades de Geriatría (los ancianos poco se quejan) y en los servicios de Pediatría 
(todavía hay quien pasa un tubo de tórax o realiza una punción lumbar sin ninguna clase 
de anestesia, sobre todo en las salas de neonatos).” (Hernández Castro, J., Moreno 
Benavides, C., 2006)  
 
Como seguimiento de este proceso se propuso en 2004 en Ginebra (Suiza) en la ONU, 
declarar el alivio del dolor como un derecho, como lo menciona el Doctor Sánchez con su 
referente de la Human Rights Watch, “organización internacional e independiente que funciona 
como parte de un movimiento vigoroso para defender la dignidad humana y promover los 
derechos humanos para todos” (https://www.hrw.org/es/about)  
 
Los argumentos expuestos atinan en la delimitación del dolor, siempre subjetivo, sensible 
y emotivo, una alerta ante el mal funcionamiento y un derecho, el alivio del dolor. Este último, 
entraña el problema ético, pues la lucha contra el dolor y los avances científicos de la medicina 
moderna buscan alejar el dolor y el sufrimiento. El proceso de alivio del dolor en los pacientes 
requiere un tratamiento humanizado, una relación persona a persona. El paciente debe estar 
informado integralmente de su situación, pues aliviar el dolor requiere procedimientos 
secuenciales.  
 
Los doctores Tiberio Álvarez y Oscar Velásquez resumen su artículo “La ética en la 
asistencia al paciente con dolor y sufrimiento” aspectos éticos en el manejo del dolor, 
marco de referencia general de los dilemas en el uso de opioides en dolor (Álvarez y 
Velásquez, 1998): 
• Aliviar el dolor es un derecho del hombre y una obligación ética del personal de la salud. 
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• No es ético dejar sufrir a alguien por ignorancia, temor, creencias erróneas o mala 
teología. 
• Es ético sedar al paciente cuando el dolor ha sido refractario al tratamiento recomendado. 
• No es ético instruir a las nuevas generaciones médicas en el tratamiento del dolor sólo 
desde el punto de vista estrictamente científico, desdeñando las dimensiones culturales, 
sociales, sicológicas y humanas. Es ético decir al paciente la verdad de su situación. 
• No es ético que las autoridades e instituciones pongan trabas para la consecución, 
distribución y entrega de las drogas necesarias para aliviar el dolor, sobre todo los 
opioides. 
• No es ético que las casas productoras de medicamentos propicien el uso de los más 
costosos. 
• No es ético abandonar al paciente que sufre dolor porque ya no ofrece ventajas para la 
medicina científica. Lo ético es aceptar, propiciar y administrar la terapia paliativa. 
• No es ético causar más dolor que el estrictamente necesario con el fin de corroborar 
diagnósticos o resultados investigativos. 
• No es ético engañar al paciente que sufre con la administración de placebos. 
• No es ético medicalizar el sufrimiento, experiencia profundamente humana e 
individualizada. Es importante diferenciarlo del dolor que sí tiene aproximación y 
control farmacológicos. 
• No es ético dedicar la mayor parte de los recursos a la investigación de las enfermedades 
dejando de lado el alivio del dolor y la asistencia a los enfermos terminales (Hernández 
Castro, J., Moreno Benavides, C. 2009) 
 
Atendiendo a estas consideraciones el dolor y el alivio del dolor, en consonancia con la 
ética médica, deben tener en cuenta los síntomas físicos, psicológicos, y el contexto del paciente, 
teniendo como sustento la transparencia en los procedimientos, dejando entrever lo complejo y 
las múltiples dimensiones del dolor.  
 
Otro rasgo fundamental en el estudio, es la capacidad de reconocerse en los pacientes, 
como lo menciona el Doctor Gustavo Quintana, con su perspectiva desde la definición de vida 
en organismos vivos y la teoría de Darwin, establece una conceptualización de vida humana 
 
La hipótesis respecto de que es vida humana que yo establecí es la siguiente, vida 
humana en organismos como el tuyo y el mío, en los cuales todos los órganos que 
funcionan dentro de ese cuerpo, mantienen vigente la función cerebral, la función del 
sistema nervioso, y ese sistema nervioso tiene la capacidad de reconocerse y saber quién 
es (Entrevista Doctor Gustavo Quintana) 
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La condición de vida humana para el Doctor Quintana supone la capacidad de 
reconocerse, y relacionarse con otros iguales a él, y ante la imposibilidad de esto, no considera 
que allí haya un ser humano, sino, solo un ser.  Además, expone  
 
El libro del Doctor Llínas sobre el funcionamiento del cerebral, se va a entender que 
precisamente son la actividad de todos los órganos del ser humano, los que mantiene 
viva la posibilidad, de que es cerebro sea quien tome las decisiones, cierto, porque 
entonces cuando ese cerebro tiene capacidad, es el  cerebro el que respecto de si mismo 
puede tomar decisiones de continuar vivo o de no continuar vivo (Entrevista Doctor 
Gustavo Quintana) 
 
Los temas tratados encuentran su punto de enlace en el paciente, pues de él emana el 
consentimiento, y sobre él recae el dolor y sufrimiento. Desde lo jurídico, los pacientes tienen 
derecho a consentir o rechazar los procedimientos médicos, limitar el esfuerzo terapéutico, al 
tratamiento paliativo, y a morir con dignidad.  
 
El paciente tiene derecho a consentir o rechazar los procedimientos médicos, así mismo, 
“el Estado debe ofrecer a los enfermos terminales que enfrentan intensos sufrimientos, todas las 
posibilidades para que sigan viviendo, por lo cual es su obligación brindarles los tratamientos 
paliativos del dolor” (Sentencia C-239 de 1997).  
 
La Corte expone el derecho al tratamiento paliativo como la ejecución de los derechos a 
la vida, la salud, la dignidad y el deber estatal de solidaridad. Se presentan cuatro sentencias 
claves del despliegue conceptual en esta materia.  
 
La sentencia T-560 de 2003 dispuso,  
 
Los cuidados paliativos van destinados a personas que ya no pueden beneficiarse de los 
tratamientos curativos. Se refieren a la atención del paciente, e incluyen la asistencia de 
profesionales de la salud y de voluntarios que proporcionan apoyo médico, psicológico 
y espiritual a enfermos terminales y a sus seres queridos. Dichos cuidados tienen como 
propósito mantener la calidad de vida, procurar tranquilidad y comodidad. Buscan 
controlar el dolor y otros síntomas para que el paciente pueda permanecer lo más 
cómodo posible, garantizando su dignidad humana 
 
Posteriormente, la Sentencia T-514 de 2006 explicó que la protección no es solo de 
resultado, sino de medio, se deben agotar las posibilidades médicas e indico, “el Estado debe 
ofrecer a los enfermos terminales que enfrentan intensos sufrimientos, todas las posibilidades 
para que sigan viviendo, por lo cual es su obligación brindarles los tratamientos paliativos del 
dolor” 
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Además, se examinó las disposiciones legales de la autorización de tratamientos, 
procedimientos y medicinas que no se encontraban en los Planes Obligatorios de Salud y 
advirtió que estos medicamentos “Hacen parte, en buena medida del primer nivel de atención 
en salud y deben ser asumidas por la ARS demandada.” (Sentencia T-1087 de 2007) 
 
La Sentencia C-233 de 2014 expuso el contenido y alcance de los cuidados paliativos, 
alcanzar y mantener un nivel óptimo de control del dolor y de los efectos de su sintomatología, 
afirmar la vida y entender el morir como proceso normal, no apresurar ni posponer la muerte, 
integrar los aspectos psicológicos y espirituales en los cuidados brindados al enfermo, y ofrecer 
las herramientas para que los pacientes vivan de manera activa, en la medida de lo posible.  
 
En suma, los servicios de cuidados paliativos están a cargo de las E.P.S públicas y 
privadas, a través de las I.P.S.  
 
El paciente tiene derecho a que se respeten sus deseos en caso de enfermedad irreversible 
de limitar el esfuerzo terapéutico,  
 
La valoración de la necesidad de limitación del esfuerzo terapéutico se fundamenta en el 
juicio profesional sobre futilidad de una determinada intervención, con base en un proceso 
de valoración ponderada, e incluso colegiada entre diferentes profesionales. Ante la 
incertidumbre se debe tener en cuenta los deseos del paciente o sus representantes. Si 
persiste la incertidumbre o existen discrepancias irresolubles en el interior del equipo o 
hay conflicto en la comunicación de las decisiones adoptadas al paciente, representante o 
familia, se debe consultar al Comité de Ética Hospitalaria (constituidos en la I.P.S 
públicas y privadas), el cual tiene una función consultora, no decisoria. Lo anterior, en 
consonancia con lo dispuesto por la Resolución 13437 de 1991 (Sentencia T-721 de 2017) 
 
Por ende, los pacientes en fase terminal o crónica, degenerativa e irreversible, con alto 
impacto en la calidad de vida, tienen derecho a desistir de tratamientos médicos innecesarios, 
que lleven al encarnizamiento terapéutico o diagnóstico, y que no sirva al mejor interés del 
paciente.  
 
La investigación ha desarrollado el tercer asunto en relación con el derecho a morir 
dignamente, en una de sus múltiples dimensiones, la eutanasia (homicidio por piedad 
consentido), es acertado analizar la noción de los entrevistados, en relación con los pacientes y 
la proximidad a la muerte.  
 
Cuadro 17. Pacientes 
PACIENTES 
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DOCTOR 
GUSTAVO 
QUINTANA 
DOCTORA 
NUBIA POSADA 
DOCTORA CARMENZA 
OCHOA 
DOCTORA 
EUGENIA 
GUZMAN 
DOCTOR 
ANTONIO 
SANCHEZ 
Los pacientes 
terminales que 
no tiene forma 
de ejercer el 
suicidio…te 
dicen por 
favor ayúdame 
a fallecer sin 
que en ese 
proceso yo 
sufra. 
 
Aliviarle su 
sufrimiento para 
que este una 
situación del 
mayor bienestar 
posible, que le 
facilite más 
serenamente 
desarrollarse 
como persona 
hasta el final de 
su ciclo vital 
natural, y 
también se 
desarrolla como 
persona cuando 
esta 
inconsciente, 
está en coma, 
pero es el gran 
estímulo porque 
la persona 
siempre 
significa 
apertura hacia 
otros seres 
personales.  
Digamos catalogar esa 
enfermedad mental, por 
lo intangible, como 
terminal, a nivel medico 
es muy difícil, cierto, 
que un paciente le 
declaren su enfermedad 
mental es muy difícil, 
en cambio, la 
enfermedad física que 
le causa un dolor y un 
sufrimiento físico, pues 
es menos complicado 
considerarla terminal.  
 
Por ejemplo de las 
enfermedades 
mentales, cierto, hay 
que avanzar en 
incluirlas a ellas, hay 
que avanzar en incluir a 
los niños, hay que 
avanzar en las personas 
con enfermedades 
crónicas, degenerativas, 
son cosas, pero todos 
partieron de donde 
partimos nosotros, de 
los pacientes 
terminales.   
 
En el 2013, el 
Doctor Inesel… 
en esa época era 
el Director de los 
Institutos 
Nacionales de 
Salud Mental de  
los Estados 
Unidos, saco un 
comunicado 
diciendo que una 
clasificación 
como la del 
DSM, no tenía 
sentido, no 
estaba basada en 
evidencia, tenía 
muy bajo poder 
predictivo, muy 
baja validez, 
muy baja 
confiabilidad, y 
que por lo tanto 
los Institutos 
Nacionales de 
Salud Mental se 
desvinculaban y 
quitaban el 
apoyo al 
proyecto DSM.  
 
Para que tu 
hagas un 
proceso 
eutanásico se 
necesitan tres 
cosas, la 
primera, una 
enfermedad 
irreversible, 
con un 
deterioro 
clínico 
progresivo, y 
con una 
mortalidad 
elevada en 
corto tiempo, 
algo que llaman 
terminalidad; 
segundo, un 
sujeto portador 
de derechos, 
consciente, que 
solicite la 
eutanasia de 
manera 
frecuente, 
recurrente, 
durante el 
transcurso de la 
enfermedad; 
tercero, un 
actor, el actor 
es el médico 
Fuente: Ingrid Paipa y María Fernanda Villamizar. Abril, 2018  
 
El Doctor Quintana, concibe la intervención médica como respeto a la voluntad del 
paciente que busca alejarse del sufrimiento, por su parte, la Doctora Nubia, plantea el alivio del 
sufrimiento, aun en estados de coma.  
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Si bien es cierto, el alivio del dolor es un derecho humano, como se ha expresado, se 
configura como un derecho para el paciente y una obligación ética para el profesional de la 
salud.  
 
En algunos pacientes, sobre todo terminales, el dolor es incoercible y va in crescendo 
hasta la muerte a pesar de los tratamientos. Es el dolor refractario. ¿Cuál es la conducta 
ética? .Lo fundamental, cuando fallan las terapias, es aliviar el dolor, la agitación y la 
angustia mediante la sedación profunda con opioides, benzodiacepinas, barbitúricos” La 
ética en la asistencia al paciente con dolor y sufrimiento (Álvarez Echeverri, T., 
Velásquez Acosta, O., 2011) 
 
 
Es decir, la obligación ética de los profesionales de la salud, en la asistencia de pacientes 
con dolores y sufrimientos es ayudar a aliviar el dolor, sin embargo, el derecho de los paciente 
no es absoluto, ni imperativo, pues, el paciente previo informe integral de su situación de salud 
puede expresar su voluntad, y el Estado debe garantizar y respetar su decisión.  
 
La Doctora Eugenia, expone el rechazo de los Institutos Nacionales de Salud Mental de 
Estados Unidos a la conceptualización y estandarización del sufrimiento y el dolor psíquico de 
los DSM. Este Manual diagnóstico y estadístico clasifica los trastornos mentales, con una 
definición funcional, según patrones de comportamiento y psicológicos que se pueden 
manifestar como un síntoma, una discapacidad o un riesgo. La quinta edición, publicada en 
2013, es la herramienta diagnostica de elección para los facultativos de salud mental.  
 
La Doctora Carmenza por su parte, proyecta los soportes para ampliar la cobertura en la 
garantía del derecho a morir dignamente en Colombia, plantea la dificultad en el diagnóstico de 
una enfermedad mental como terminal, y ciñe el camino que el derecho comparado ha trazado 
en materia de finalización de la vida.  
 
Es pertinente mencionar el derecho comparado con Holanda, a partir del caso Chabot  
 
El Tribunal Supremo afirmó que en los casos en que un médico pone fin a la vida de un 
paciente que no sufre físicamente sino mentalmente, y que no se encuentra en fase 
terminal, no hay que excluir a priori la exención de responsabilidad penal…el juez 
deberá proceder con extremo cuidado en su comprobación de la viabilidad de la 
circunstancia de estado de necesidad en los casos en que el sufrimiento del paciente no 
se pueda demostrar a partir de un trastorno o desorden físico, y que este sufrimiento 
puede no consistir únicamente en dolor y pérdida de funciones corporales. Es más, el 
Tribunal Supremo confirmó que en un caso así debe existir un sufrimiento mental 
incurable e insoportable (Peter J. P., 2003) 
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En contraste con lo anterior, el Doctor Sánchez, encauza la línea argumentativa hacia el 
procedimiento eutanásico de la Resolución 1216, menciona los tres elementos, enfermedad 
insoportable e incurable con un tiempo de terminalidad, consentimiento del paciente, y que lo 
realice un médico.  
 
Es preciso subrayar, que la investigación ha estudiado los elementos del procedimiento 
desde sus múltiples dimensiones, y es pertinente profundizar en el tiempo de proximidad a la 
muerte o tiempo de terminalidad.  
 
 
 
Cuadro 18. Proximidad a la muerte/Terminalidad. 
PROXIMIDAD A LA MUERTE/TERMINALIDAD  
 
DOCTOR 
GUSTAVO 
QUINTANA 
DOCTORA NUBIA POSADA DOCTORA EUGENIA 
GUZMAN 
DOCTOR 
ANTONIO 
SANCHEZ 
Si el paciente 
sabe que de 
todas formas 
su final es 
morir, fíjate, 
yo digo, que en 
ese momento, 
es él quien 
tiene derecho a 
decidir cuánto 
tiempo espera, 
y no son los 
paliativistas,  
ni un juzgado, 
ni su familia, 
quienes tienen 
derecho a 
definir cuánto 
tiempo tiene 
que esperar el 
paciente para 
fallecer 
 
Puedes revisar en la revista de 
salud pública de España, una 
investigación que se hizo por parte 
de españoles, en Bélgica y que dio 
resultados muy similares a otra 
que ya se había hecho en Holanda 
y que fue publicada en el 98, en la 
Revista The New England Of 
Medicine….Ellos reconocieron, 
ellos clasificaban a los pacientes 
en dos grupos, pacientes de menos 
de dos meses de expectativa de 
vida, y pacientes de dos meses 
hasta seis. Y a los de menos de dos 
meses, les practicaban eutanasia 
sin preguntarles…. Y el grupo de 
dos a seis meses…si les preguntan 
si quieren que se les practique la 
eutanasia, por miedo a represalias 
jurídicas…por cada paciente al 
que se practique la eutanasia con 
argumento de que la eligen como 
una opción autónoma, hay un 
paciente al que no se le tiene en 
cuenta su autonomía  
Para que le apliquen a una 
persona la eutanasia tiene 
que tener más o menos 6 
meses de perspectiva de 
vida, pero para llegar a esos 
6 meses, en los cuales ya la 
ley puede entrar y decir sí, 
este es un candidato para la 
eutanasia, supongamos que 
es una persona diabética y 
que acarrea su diabetes hace 
20 años, para llegar a ser un 
enfermo terminal con 6 
meses de pronóstico de 
vida, puede llegar ciego, 
amputado de piernas, medio 
demente, es decir, en un 
estado absolutamente 
lamentable, en que ya ni 
siquiera es capaz de tomar 
la decisión, entonces haría 
falta extender ese 
pronóstico de vida, a un 
tiempo más largo 
Es ética la 
eutanasia,  
porque no se 
viola ningún 
precepto del 
paciente, 
porque se 
respeta su 
autonomía, se 
respeta su 
poder de 
decisión, y la 
eutanasia no 
se le va a 
hacer a una 
persona que 
tiene gripa, no 
se le va a 
hacer a una 
persona que 
tiene un 
factura.  
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Fuente: Ingrid Paipa y María Fernanda Villamizar. Abril, 2018  
 
La apertura a la observación de la terminalidad se da con la Doctora Nubia, propone un 
referente de 1998, de una revista científica con alto reconocimiento y trayectoria. Se expone la 
clasificación que hacen los médicos de los pacientes respecto del tiempo de proximidad a la 
muerte, se precisan dos categorías, menos de dos meses, y de dos a seis meses. Esto supone una 
injerencia del médico en la autonomía del paciente con menos de dos meses de expectativa de 
vida, pero más allá, es la consecuencia de un tiempo para la muerte. Como se expresa en el 
referente, los médicos por coerción jurídica se abstienen de practicar la eutanasia a pacientes de 
dos a seis meses de terminalidad, es así, como la fragilidad  de la muerte en la categoría de 
menos de dos meses, unido a  
 
La forma en cómo se realiza la práctica de la eutanasia, un médico, una enfermera coge 
una jeringa, pone una sobredosis, lo aplica al paciente, el paciente se muere, y ¿quién se 
entera de que paso? Si todo el día están manipulando jeringas y fármacos (Entrevista 
Doctora Nubia Posada)  
 
Es un punto clave en el análisis, se plantea en primera medida, la vulneración a la libre 
voluntad en Holanda, y la controversia en la ética médica de los procedimientos,  por ende, es 
oportuno mencionar su jurisprudencia en este respecto, “en el caso CHABOT, el Tribunal 
Supremo sentenció que no era de absoluta necesidad que el paciente se encontrase en una fase 
terminal para justificar la eutanasia” (Peter J. P., 2003), este requisito dio lugar a debates y 
procesamientos, pues el Ministro de Justicia advirtió el respeto a la ley vigente, que en su 
momento establecía el procedimiento solo para pacientes terminales. El Tribunal Supremo 
aparto los requisitos añadidos por los tribunales menores, además,  
 
Rechazó la opinión legal según la cual en los casos en que un paciente sufra una 
enfermedad mental haya que considerar imposible una expresión libre de voluntad en 
cuanto a la petición de ayuda al suicidio, porque ésta significaría denegar la capacidad 
de tener voluntad propia a toda una categoría de pacientes (Peter J. P., 2003) 
 
Así, Holanda ilustra el desarrollo jurisprudencial que ha tenido la eutanasia, ampliando la 
cobertura en la garantía de los derechos del paciente y la ética médica; se dio impulso para el 
desarrollo de los cuidados paliativos terminales, la modificación del procedimiento de 
comunicación para tratar por separado los casos de pacientes competentes y los no competentes, 
y el establecimiento de un comité para los casos en los que no se presente la petición específica, 
esto como respuesta a la nueva política en esta materia y el informe sobre la eutanasia.  
 
Se plantea el segundo punto del argumento de la Doctora Nubia,  
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Cuando se acostumbran a matar, los médicos ya clasifican a los pacientes que están más 
próximos a su muerte natural, como estorbos, es que hay que tener en cuenta la evolución 
de un cerebro que se acostumbra a destruir a semejantes, a otros seres humanos, el derecho 
no avanza, no acierta sino se tiene en cuenta a la psicología humana (Entrevista a la 
Doctora Nubia Posada) 
 
Conviene subrayar el enfoque jurídico en este respecto, primero la clasificación de los 
pacientes, descrita anteriormente con el derecho comparado, y segundo, la regulación de la 
eutanasia. El argumento plantea la inclusión de la psicología en el derecho, frente a lo jurídico, 
es preciso mencionar la importancia medular que tiene la costumbre como fuente del derecho.  
 
La invocación que la ley hace de la costumbre reafirma su pertenencia al sistema jurídico 
y su naturaleza normativa. La costumbre se mantiene como fuente de derecho y aporta al 
sistema jurídico flexibilidad y efectividad. Entre la ley y la costumbre justamente se ha 
observado la existencia de una relación dialéctica que es indisociable del fenómeno 
jurídico (Sentencia C-486/93) 
 
En relación con la apertura jurídica del derecho comparado, es preciso señalar que,   
 
La práctica de la eutanasia puede estar teniendo lugar de forma clandestina en un país 
incluso antes de que se legalice. Así fue en el caso de Holanda y así lo ha sido también en 
el de Bélgica. Por tanto, con frecuencia no se trata tanto de “introducir” una práctica nueva 
como de regular algo que ya se hace clandestinamente y sin garantías suficientes (Lorda, 
P., & Barrio Cantalejo, 2012, p 5-19. ) 
 
En cuanto a la ética médica, el derecho comparado expone el procedimiento de 
notificación establecido en Bélgica, la Comisión Federal de Control y Evaluación  
 
Es un sistema de fiscalización ex-post más de tipo más de tipo profesional y social que 
primariamente jurídico. Sólo en caso de que se detecten irregularidades se procedería a 
notificarlo al fiscal. Los fines de este mecanismo, inspirado en la legislación holandesa, 
son dos. El primero aumentar la transparencia para que se evite la clandestinidad y, por 
tanto, las irregularidades y abusos. El segundo es poder contribuir a mejorar su práctica, 
al conocer las condiciones y formas en que se realiza” (Lorda, P., & Barrio Cantalejo, 
2012, p 5-19) 
 
La Doctora Eugenia plantea el caso de un paciente diabético, que jurídicamente debe 
esperar un deterioro físico extremo para acceder al derecho a morir dignamente. Además, 
expresa  
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Faltan también la consideración del inicio de las demencias, cuando una persona que está 
relativamente integra, y le dicen, mire usted está comenzando un Alzheimer, entonces 
simplemente tiene que esperar a morirse, porque el Alzheimer no lo va a matar, lo va a 
matar cualquier otra cosa, entonces tiene que esperar a morirse porque nadie le va a aplicar 
una eutanasia, ese sería el caso de un suicidio racional, la persona que empieza una 
demencia y lo sabe, dice no, no quiero pasar por esas, me quiero ir ya. (Entrevista Doctora 
Eugenia) 
 
La Doctora Eugenia expone la visión desde la psicología y la neuropsicología, es 
congruente mencionar que el análisis propuesto obedece al paciente. Y el análisis propuesto por 
la Doctora Nubia obedece al médico, respecto a él, la ley a blindado la libertad de conciencia.  
 
El Doctor Sánchez, expone el contenido ético de la eutanasia con fundamento en la 
autonomía, y el respeto a la decisión. El procedimiento se ha establecido “en cabeza de 
los Comités Científicos-Interdisciplinarios para el Derecho a Morir con Dignidad, a cargo en 
primera instancia de las I.P.S que tengan habilitado el servicio de hospitalización de mediana o 
alta complejidad para hospitalización oncológica o el servicio de atención institucional de 
paciente crónico o el servicio de atención domiciliaria para paciente crónico, que cuenten con 
los respectivos protocolos de manejo para el cuidado paliativo, y en segundo lugar de las E.P.S. 
(Sentencia T-721 de 2017) 
 
Además, menciona el objeto del procedimiento eutanásico como el menor sufrimiento 
para el paciente, y señala los medicamentos prohibidos en la aplicación,  
 
El protocolo en Colombia es muy estricto en eso, aquí está prohibido usar insulina y 
potasio para realizar este procedimiento, como se hacía antes en otros países, porque lo 
que se busca es el mínimo sufrimiento del paciente…cuando tu administras potasio para 
un procedimiento eutanásico o administras potasio en una infusión rápida, su efecto 
secundario es hacer una taquicardia o una arritmia en el corazón, y esas arritmias pueden 
provocar un síndrome coronario agudo, ósea un infarto y eso causa dolor, por eso, 
prohibieron el uso del potasio en estos procedimientos; segundo, prohibieron el uso de 
la insulina, porque con la insulina se producía algo que se llama una hipoglicemia, ósea 
que el nivel de glicemia, o de glucosa en sangre se bajaba, pero eso fallaba en ocasiones, 
no era muy seguido, pero podía fallar, y el paciente seguía despierto o podía sentir dolor, 
por lo tanto decidieron suspender esos dos medicamentos en este protocolo, debido a 
estos hallazgos, el protocolo de ahora es un protocolo digámoslo amable en el sentido 
de que no causa dolor en el paciente al momento de administrar esos medicamentos. 
(Entrevista Doctor Sánchez)  
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El protocolo para la aplicación del procedimiento de eutanasia, establece los 
medicamentos que garantizan un proceso corto y certero, con medicamentos de administración 
simple y letal, se recomienda la secuencia, Benzodiacepina, Opioide, Barbitúrico o equivalente, 
y Relajante muscular.  
 
Por otra parte, se menciona la autonomía del paciente respecto del momento de acceder a 
la eutanasia. El Doctor Quintana realiza procedimientos privados de eutanasia,  
 
yo comencé a hacer eutanasias hace más o menos unos 37 años, sin tener conocimiento 
de que esto estaba penalizado dentro de las leyes colombianas… a raíz de que siempre 
pensé que un paciente al que los médicos le decíamos, no hay nada que hacer con tu 
enfermedad, no hay posibilidades con ella, ni de hacerle cirugía, de darte medicación, de 
hacerle quimioterapia, o de hacerle radioterapia, y aun ni siquiera de ser enfermedad de 
medicina alternativa, entonces esa persona era como si le diéramos una especie de 
condena de muerte, le decimos vete simplemente a tu casa a esperar que la muerte te 
llegue, entonces esa persona se iba para su casa, a un medio donde no iba a haber ni 
siquiera médicos cuidando de esa agonía…alguna vez alguno me dijo por favor no me 
deje sufrir, ¿Qué objeto tiene?, que si no hay curación para mi enfermedad, se me deje en 
una condición en la que nadie podrá hacer mayor cosa por recuperar mi salud y 
simplemente esperar hasta que la muerte me llegue a veces de unas formas muy 
angustiosas, muy doloras… ¿Por qué la hice?, fíjate que además tuve un accidente, más o 
menos creo que fue como en el año 82…Pero fíjate que eso me dejo pensando en algo, 
primero que era yo quien tenía el derecho absoluto sobre mi propia vida, que eso me 
permitió expresarle a mi profesor, por favor si voy a quedar cuadripléjico no me hagas 
nada, déjame fallecer. (Entrevista Doctor Gustavo Quintana) 
 
En la entrevista relata la primera eutanasia que realizo, a la madre de una ex novia, 59 
años, con cáncer cerebral, y  sin posibilidad de operación,   
 
Le dijeron a ella, inicialmente vas a seguir con los problemas de equilibrio, y va a llegar 
un momento en el que no vas a poder ni siquiera volver a caminar, vas a quedar reducida 
a una cama, vas a dejar de tener, de conocer a tu propia familia, y va a llegar un momento 
en que muy probablemente vas a perder inclusive el conocimiento, y sin embargo, tu 
cuerpo puede seguir funcionando. Cuando le dijeron todo esto, ella me dijo…no me dejes 
sufrir…un buen día llegue a la casa de ella más o menos 8 meses después de que no la 
pudieron intervenir, y encuentro que esta mujer, recluida en una cama, en una posición 
casi que fetal…los ojos de ella lloraban, y nosotros no sabíamos porque lloraba, someterla 
a ella a que la gente que la conoció como una mujer muy bonita fuera a mirarla a ver en 
que se había convertido…empecé yo a hablar con su hija y a decirle, es muy doloroso lo 
que te voy a proponer pero es la forma más digna de respetar la dignidad de tu mama es 
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ayudarla a morir, al fin ella accedió, y un día…aproveche ella tenía un suero puesto y a 
través de ese suero, hice la primera eutanasia, y la hice sin que ella me la pudiera pedir, 
pero partiendo de ese temor que algún día ella me expreso, y que me dijo, por favor si 
todo esto me va a suceder, por favor no me dejen sufrir…radique el certificado de su 
defunción, diciendo que su muerte había sido natural. (Entrevista Doctor Gustavo 
Quintana) 
  
Estos son los antecedentes de la relación que tiene el Doctor Gustavo Quintana con la 
eutanasia, relata que ha realizado 357 procedimientos de interrupción de la vida a petición. El 
fundamento de sus procedimientos es la voluntad insoslayable del paciente, respaldada por la 
familia del mismo como testigos. Menciona no tener investigaciones penales, ni disciplinarias 
por sus procedimientos. Y al respecto expresa  
 
El hijo de un paciente, que se había separado de su padre hacia muchísimo tiempo, y ese 
paciente conociendo la muerte de su padre, creo que vivía en otro país, regreso al país 
después de que ya su padre había fallecido, y el intento demandarme a mí porque 
posiblemente yo no había tenido en cuenta la voluntad de su padre de continuar vivo…con 
el solo testimonio de sus propios hermanos, no había fundamento para que el iniciara un 
proceso en contra mía…lo que yo siempre espero de las familias de mis pacientes, es que 
haya respeto por la decisión que un paciente toma respecto de su propia vida. (Entrevista 
Doctor Gustavo Quintana) 
 
En síntesis, la muerte digna es un derecho fundamental, relacionado con la dignidad 
humana, el respeto a la autodeterminación y el concepto de vida más allá de lo biológico. Es 
multidimensional, estas dimensiones se establecen en los cuidados paliativos, la limitación del 
esfuerzo terapéutico o readecuación de las medidas asistenciales y el procedimiento eutanásico.   
 
Los argumentos para la descriminalización del homicidio por piedad consentido, en 
pacientes con dolencias psíquicas insoportables e incurables, se han desarrollado en la 
investigación desde diferentes puntos, el derecho comparado, la jurisprudencia, el ordenamiento 
jurídico colombiano, y las perspectivas de expertos. Así las cosas, es importante ilustrar algunos 
casos paradigmáticos de eutanasia en Colombia,  
 
Cuadro 19. Estudio de casos.  
Caso Julia, Sentencia T-
970 de 2014 
Paciente con enfermedad terminal, que compromete sus 
funciones vitales. Diagnosticada con cáncer de colon, y 
metástasis, después de la administración de ciclos de 
quimioterapia, la paciente manifestó su voluntad de no recibir 
más ciclos por los efectos secundarios que le producían. La 
enfermedad estaba en franca progresión, se suministró el mejor 
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cuidado de soporte por cuidados paliativo. Reiteradamente se 
solicitó la eutanasia al médico especialista Dr. Ronald 
Alexander Ayala Ospina, finalmente, la paciente insto al juez 
tutelar su derecho fundamental a la vida digna y por tanto, 
determinar en la sentencia la fecha y hora para morir 
dignamente y de manera tranquila a través de la eutanasia. En 
el curso del proceso, la paciente murió.  
Caso Doctor Tito Livio 
Caldas 
El fundador de Legis y Ámbito Jurídico, en su declaración de 
voluntad manifiesto, consciente de que tenía “un cáncer agresivo 
que en esta hora de mi vida, con mayor razón me produce pavor 
porque me vería sometido al sufrimiento de una enfermedad 
terminal y al deterioro indignante de mis facultades físicas y 
mentales” acudió al Doctor Quintana para culminar su vida libre 
de dolor, de indignidad, en su casa y con sus familiares.  
Caso Ovidio González  Padre del caricaturista Colombiano “Matador”, quien padecía 
cáncer terminal en la boca.  
 
“el paciente llego caminando por sus propios pies, al sitio donde 
iban a practicar su eutanasia,… y tuvieron que hacerle la 
eutanasia, la prestancia de Matador, el hijo de él, hizo que el 
mismo Ministerio designara una Comisión, para ir a estudiar el 
caso de su propio padre…había perdido algo tan importante para 
cualquier ser humano como es su propia apariencia, ese deseo 
de poder tener una cara con la que presentarse ante los 
demás…él podía caminar pero tenía una enfermedad terminal, 
sobre la cual su propia voluntad decidió, no quiero seguir 
viviendo” (Entrevista Doctor Quintana) 
Caso Consuelo Córdoba  Mujer atacada por su pareja con ácido sulfúrico en el rostro, los 
sucesos desencadenaron una infección, toxoplasmosis cerebral. 
Inicio los trámites para aplicarse la eutanasia, pero su último 
deseo era la bendición del Papa Francisco, tras esta experiencia 
desistió del procedimiento eutanásico.  
Fuente: Ingrid Paipa y María Fernanda Villamizar. Mayo, 2018  
 
Se hace ineludible la presencia de pacientes terminales, no terminales, con dolencias 
físicas, dolencias psíquicas, con consentimiento expreso, con voluntad anticipada, con 
consentimiento sustitutivo, con 6 meses de terminalidad, con más tiempo de proximidad a la 
muerte, entre otras características, por esto, es importante precisar el estudio del caso en 
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concreto, pues la limitación del paciente terminal con 6 meses de proximidad a la muerte, 
excluye de regulación a una categoría grande de pacientes.  
 
Los procedimientos privados realizados por el Doctor Gustavo Quintana son muestra de 
la realidad de los pacientes, además de los procedimientos privados que no se comunican. Se 
requiere la legalización y regulación de las prácticas existentes en el país.  
 
Un punto clave en el derecho comparado con Bélgica, fue la creación del Comité 
Consultativo de Bioética. Los Consejos nacionales de bioética son equipos interdisciplinarios, 
independientes y pluralistas, de carácter consultivo, que emiten conceptos y recomendaciones 
para asesorar a los poderes del Gobierno, en relación con la aplicación de los avances científicos 
y tecnológicos. Del mismo modo, contribuye a la interacción entre el Gobierno, los grupos 
académicos y la sociedad civil.   
 
En Colombia, los debates sobre temas que exigen la reflexión bioética se dan a nivel del 
Estado, sin la asesoría de un consejo nacional de bioética que facilite una orientación 
desde dicha perspectiva. Por esta razón, es urgente la reglamentación de la Ley 1374/2010 
que crea el Consejo Nacional de Bioética (Rueda Martínez, G., & Monsores de Sá, N, 
p144-155, 2015)  
 
La reglamentación de la Ley 1374/2010, supondría  
 
La elaboración de unos procedimientos de toma de decisiones en las que todos los 
implicados puedan participar, supone un paso de importancia fundamental. Pero en último 
extremo, si no hay acuerdo, el Derecho deberá establecer los límites de lo permitido; de 
ahí deriva la estrecha relación entre la Bioética y el Derecho -entendido como norma de 
conducta que emana de la voluntad de todos-. (Casado González, M. p. 183-193, 2002) 
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CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
Las nociones de dignidad se remontan a la filosofía, es decir, a las concepciones que se tengan 
de la naturaleza humana, y a los sucesos históricos, la revolución francesa, la revolución 
industrial, las guerras mundiales, la creación de la ONU, el establecimiento de la democracia, y 
los derechos humanos, entre otros.  
 
La protección del principio, valor y fin del Estado de la dignidad humana, requiere que se 
ejerza un control riguroso para acceder al procedimiento eutanásico, congruente con el respeto 
a la voluntad del paciente. 
 
Las manifestaciones de la Corte dejan entre ver la línea argumentativa, construida en base 
a la armonización del DIDH con el derecho nacional y la doctrina francesa del bloque de 
constitucionalidad, se precisa la perspectiva secular y pluralista, fundamentada en la libertad y 
autonomía, otorgándole un valor supra legal, a los Tratados Internacionales de Derechos 
Humanos, el Derecho Internacional Humanitario, las leyes orgánicas y la ley estatutaria de 
estados de excepción, esto en consonancia con el Artículo 93 inciso 1 de la Constitución 
Política. 
 
Desde el derecho, se ha justificado la autonomía individual y la dignidad humana en la 
manifestación del consentimiento, que es la exteriorización de la autodeterminación personal. 
Así mismo, se ha precisado que el derecho a la vida no es absoluto, pues admite ponderación 
cuando se encuentra en conflicto con otros derechos o valores. En síntesis, desde el derecho se 
entiende a  la dignidad humana como vivir como se quiera, vivir bien y vivir sin humillaciones.  
 
El dolor es subjetivo, sensible y emotivo, una alerta ante el mal funcionamiento y un 
derecho, el alivio del dolor. Este último, entraña el problema ético, pues la lucha contra el dolor 
y los avances científicos de la medicina moderna buscan alejar el dolor y el sufrimiento. El 
proceso de alivio del dolor en los pacientes requiere un tratamiento humanizado, una relación 
persona a persona, que  tenga en cuenta los síntomas físicos, psicológicos y el contexto del 
paciente. El paciente debe estar informado integralmente de su situación, pues aliviar el dolor 
requiere procedimientos secuenciales. 
 
El consentimiento informado debe ser idóneo y eficaz, por cuanto, debe contener la 
explicación técnica del procedimiento, los riesgos materiales y las complicaciones a los que 
podría dar lugar, los procedimientos alternativos viables, y los riesgos de no tomar el 
tratamiento.  
Los pacientes tienen derecho a consentir o rechazar los procedimientos médicos que 
lleven al encarnizamiento terapéutico o diagnóstico; a que se respeten sus deseos en caso de 
enfermedad irreversible a limitar el esfuerzo terapéutico; al tratamiento paliativo, como la 
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ejecución de los derechos a la vida, la salud, la dignidad y el deber estatal de solidaridad; y a 
morir con dignidad.  
 
La Corte Constitucional introdujo la eutanasia al mundo jurídico colombiano, por medio 
de la figura del homicidio por piedad consentido, apoyándose en las condiciones objetivas del 
sujeto activo (médico), y el consentimiento libre, reiterado e informado.  
 
El Ministerio de Salud y Protección Social ha creado el comité interdisciplinar como 
segundo evaluador e independiente del médico tratante, las directrices para acceder al derecho 
a morir dignamente, y el protocolo médico, así mismo, el comité ex post que hace un control 
posterior a los procedimientos de eutanasia.  
Jurisprudencialmente, se ha establecido la muerte digna como un derecho fundamental, 
un derecho multidimensional relacionado con la dignidad humana, el respeto a la 
autodeterminación y el concepto de vida más allá de lo biológico.  
 
Se hace ineludible la presencia de pacientes terminales, no terminales, con dolencias 
físicas, dolencias psíquicas, con consentimiento expreso, con voluntad anticipada, con 
consentimiento sustitutivo, con 6 meses de terminalidad, con más tiempo de proximidad a la 
muerte, entre otras características, por esto, es importante precisar el estudio del caso en 
concreto, pues la limitación del paciente terminal con 6 meses de proximidad a la muerte, 
excluye de regulación a una categoría grande de pacientes.   
 
Los procedimientos privados realizados por el Doctor Gustavo Quintana son muestra de 
la realidad de los pacientes, además de los procedimientos privados que no se comunican. Se 
requiere la legalización y regulación de las prácticas existentes en el país. 
Se requiere la diligencia del Congreso para reglamentar el derecho fundamental a morir 
dignamente, de acuerdo a los principios constitucionales y elementales consideraciones de 
humanidad, se debe garantizar los derechos de los pacientes con dolencias psíquicas 
insoportables e incurables, y las demás categorías de pacientes, teniendo en cuenta sus 
características; se debe blindar el procedimiento de notificación en los casos de eutanasia, dando 
garantías a los pacientes, y los profesionales de la salud. Y se debe reglamentar la Ley 
1374/2010 que crea el Consejo Nacional de Bioética, a fin de emitir conceptos y 
recomendaciones para asesorar a los poderes del Gobierno, en relación con la aplicación de los 
avances científicos y tecnológicos, así mismo, contribuir a la interacción entre el Gobierno, los 
grupos académicos y la sociedad civil.   
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ANEXOS 
 
Anexo A 
Formato de análisis de normas 
 
FACULTAD DE DERECHO, CIENCIAPOLITICA Y SOCIALES 
GUÍA DE ANALISIS NORMATIVO 
GUÍA N°: ____ de 08-2017 
 
OBJETIVO: Analizar los argumentos que se han tenido en el derecho comparado para la 
descriminalización de la eutanasia 
DILIGENCIA: Maria Fernanda Villamizar Torrado, Ingrid Milena Paipa Zabala  
 
NORMA: 
ARTÍCULOS ANÁLISIS 
Artículo.   
Artículo   
NOTA: Se agregan tantas filas como sea necesario 
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Anexo B 
Formato de análisis jurisprudencial 
 
OBJETIVO:  
INSTRUCCIONES:  
EQUIPO INVESTIGADOR: Maria Fernanda Villamizar Torrado, Ingrid Milena Paipa Zabala  
/08/2017 
 
 
Sentencia  Radicado  M.P: 
Caso 
LA DIGNIDAD HUMANA COMO FUNDAMENTO DE LA DESCRIMINALIZACIÓN 
DEL HOMICIDIO POR PIEDAD EN PACIENTES CON DOLORES PSÍQUICOS 
INSOPORTABLES E INCURABLES EN COLOMBIA 
Problema jurídico  
Sujeto de especial 
Protección 
 
Tutela 1ra o Única 
instancia 
 
Tutela 2da 
instancia 
 
Revisió
n 
 
HECHOS Y ARGUMENTOS DE LA DEMANDA 
PROBLEMA JURÍDICO 
SUBREGLAS 
RATIO DECIDENDI 
DECISIÓN 
PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES RELEVANTES PARA LA DECISIÓN 
SALVAMENTOS DE VOTO 
ANÁLISIS CRÍTICO DE LA SENTENCIA 
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Anexo C 
Formato de Guía de análisis documental 
 
FACULTAD DE DERECHO, CIENCIAPOLITICA Y SOCIALES 
GUÍA DE ANALISIS DOCUMENTAL 
 
FICHA N°: ____ de   08-2017 
 
OBJETIVO:  
 
DILIGENCIA: Maria Fernanda Villamizar Torrado, Ingrid Milena Paipa Zabala  
 
 
REFERENCIA BIBLIOGRÁFICA TEMA 
  
TEXTO ANÁLISIS 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
  
